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Devuélveme a mi padre.

Devuélveme a mi madre.

Devuélveme a mis mayores.

Devuélveme a mis hijos.

Devuélveme a mí mismo.

Devuélveme a cuantos están ligados a mí.

Devuélveme la paz,

una paz que no se pueda romper

mientras exista la sociedad de los hombres

y la vida humana.

Sankichi Tôge

(...) en relación con el fenómeno del desplazamiento y sus principales actores, los desplazados, la violencia política es la manifestación de mayor significación e importancia para explicar el hecho social. Los asesinatos y homicidios con fines exclusivamente políticos demuestran que en Colombia la violencia política constituye el más grave problema de violación de los derechos humanos.

Alfredo Correa de Andréis


Introducción y aspectos metodológicos

El profesor Alfredo Correa de Andréis fue asesinado por paramilitares el día 17 de septiembre de 2004 en la ciudad de Barranquilla. Antes de su homicidio, fue señalado por la Fiscalía General de la Nación de ser guerrillero, por lo que fue injustamente privado de la libertad entre junio y julio del mismo 2004. Este señalamiento se debió a una orden del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), hoy extinto, quién “actuó en connivencia con miembros de las autodefensas, para inicialmente ver al profesor Alfredo Correa de Andréis como subversivo y después proceder a ejecutarlo” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2011, sentencia del 14 de septiembre, p. 101).

Por lo anterior, el Consejo de Estado, mediante sentencia del 6 de noviembre de 2018, declaró responsable a la Nación, “por los daños antijurídicos causados al defensor de derechos humanos, el señor Alfredo Rafael Francisco Correa de Andréis, con ocasión de la privación injusta de su libertad” (Consejo de Estado, 2018, sentencia del 6 de noviembre), y ordenó, entre otras medidas de reparación: “el desarrollo y culminación de un proyecto de investigación, cuyo eje temático verse sobre la defensa de los derechos humanos. El proyecto de investigación llevará el nombre del profesor Alfredo Correa de Andréis” (Consejo de Estado, 2018, sentencia del 6 de noviembre).

Este es el motivo por el que se presenta el informe final de investigación: “Los Sueños del Retorno: Conflictos por la Tierra y Desplazamiento Forzado en Bolívar y Atlántico. Homenaje a Alfredo Correa de Andréis”, elaborado por el grupo de investigación “Derecho constitucional y derechos humanos”, de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Colombia, como un homenaje a la vida del profesor Alfredo Correa, y como una medida de reparación simbólica para su familia, y para toda la sociedad colombiana.

El profesor fue una de tantas víctimas que ha dejado el conflicto armado en el país, y que parece no acabar. Pero lo particular de la muerte del profesor Alfredo, son las razones que llevaron al Estado a estructurar un plan para señalarlo como guerrillero y luego privarlo de la libertad, lo que a la postre terminaría por causarle la muerte. Para establecer hipótesis sobre las razones que tuvieron los agentes del Estado para realizar estos actos reprobables, hay que analizar la obra del profesor Correa, y establecer una suerte de rasgos que identifican su vida, como la de un ser humano entregado a la academia, y en busca del mejoramiento de la calidad de vida de los menos favorecidos en el país, especialmente los desplazados.

Alfredo Correa de Andréis nació en Ciénaga (Magdalena), en el caribe colombiano en el año 1952. Vivió durante la segunda mitad del siglo XX en Colombia, lo que significó ser testigo del desarrollo del conflicto armado en ese tiempo, con el surgimiento de las guerrillas, el auge del narcotráfico y la violencia paramilitar. Los últimos años de su vida coincidieron con un contexto de lucha armada por parte del Estado contra la insurgencia guerrillera, lo que implicó también el recrudecimiento del conflicto mediante la política de seguridad democrática, de un Gobierno Nacional que se negó a reconocerlo como académico cuando aquel estuvo privado de la libertad (Las 2 Orillas, 15 de febrero de 2016).

En este sentido, el homicidio del profesor se dio en medio del clima político que vivía el país, en el que la apuesta más importante del gobierno de la época era el exterminio de la guerrilla, lo que implicó que muchos civiles perdieran la vida a manos de algunos agentes del Estado, tal como lo estableció la Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de determinación de los hechos y conductas de la Jurisdicción Especial para la Paz, mediante auto No. 033 de 2021, donde encontró que “en total se registran 6.402 víctimas únicas de muertes ilegítimamente presentadas como bajas en combate entre 2002 a 2008”1 (Jurisdicción Especial para la Paz, 2021, Auto No. 33, p. 9).

Su actividad académica en torno a la investigación sobre el fenómeno del desplazamiento en Colombia, especialmente en el Caribe, y su lucha por el reconocimiento de los derechos de la población víctima de este flagelo, fueron las razones que utilizaron los agentes del Estado para manchar su buen nombre y vulnerar sus derechos, lo que al final llevó a su homicidio. Su asesinato se produce en una de las regiones más golpeadas por el conflicto en el país, que a su vez coincide con el lugar donde este enfocó sus investigaciones, ocupándose de la situación de poblaciones en el departamento del Magdalena, fuertemente golpeado por las AUC, con los frentes Resistencia Tayrona y Contrainsurgencia Wayú, así como en Atlántico, donde operó el Bloque Norte y su frente José Pablo Díaz, e igualmente en Bolívar, con el Bloque Héroes de los Montes de María. Tal como se verá más adelante en el informe, el lugar de su homicidio coincide con un departamento al que se ha tratado de mostrar cómo pacífico, donde parece que no hubiese existido conflicto armado, o al menos con una baja intensidad, interpretación que tiene consecuencias jurídicas muy negativas para las víctimas que residen allí, porque les dificulta, en algunos casos, el reconocimiento de sus derechos.

En este contexto, la investigación que se presenta aquí fue guiada por la pregunta: ¿Cuál es la situación actual del derecho al territorio y al retorno de las poblaciones que fueron víctimas de desplazamiento forzado en los departamentos de Atlántico y Bolívar, en el marco de las denuncias hechas por el profesor Alfredo Correa de Andréis?, como una forma de honrar su vida y obra.

A su vez, la hipótesis de la investigación plantea que conforme a los procesos de restablecimiento de derechos de las comunidades víctimas de desplazamiento forzado en los departamentos de Atlántico y de Bolívar, en especial de los Montes de María, se evidencian cambios positivos relacionados con la estabilización socioeconómica de muchos de ellos; pero se registran grandes dificultades respecto a la posibilidad de llevar a cabo procesos de restitución de tierras eficaces y garantistas en los términos que las normas sobre la materia han determinado. Las violaciones a los derechos señalados por Correa aún se presentan, y lejos de cerrar las brechas de desigualdad que generó el desplazamiento, las comunidades siguen siendo vulnerables. La esperanza del retorno se perdió debido a las barreras burocráticas y a los actores que ejercen presiones políticas y de fuerza en el territorio; además de presentarse un elemento prospectivo preocupante, referido al retorno de fuerzas armadas ilegales que amenazan con romper las metas alcanzadas e impedir el avance de los procesos de restitución y protección de los derechos ajenos al territorio. En este contexto, los objetivos específicos del proyecto son:

a. Construir un relato alrededor de las acciones que desarrolló Alfredo Correa respecto a las denuncias relacionadas con las violaciones de derechos humanos de las comunidades focalizadas en los departamentos de Atlántico y Bolívar.

b. Elaborar un documento en clave de justicia restaurativa teniendo como eje la sentencia del Consejo de Estado donde se condena al Estado a ejecutar acciones de reparación por las violaciones de derechos humanos sufridas por Alfredo Correa.

c. Construir un diagnóstico que evidencie cuál es la situación actual de las comunidades víctimas de desplazamiento forzado y de las masacres de finales del siglo pasado y comienzos del presente, en los departamentos de Atlántico y Bolívar, conforme a la focalización de su victimización.

d. Elaborar un informe que ponga en evidencia la situación actual de los procesos de restitución de tierras en las zonas focalizadas.

e. Proponer acciones gubernamentales con el objeto de evitar la repetición de acciones violatorias de los derechos de las comunidades en el marco de un clima de resurgimiento de la violencia armada ilegal.

Para ello, a partir del caso del homicidio del profesor Correa, se examinó el escenario desde dos frentes: de un lado, el análisis jurídico en perspectiva nacional e internacional donde se reconocen las obligaciones de respeto y garantía de los derechos conculcados y, por otro lado, el reconocimiento de un relato histórico de patrones de violencia generalizada y sistemática en contra de los pobladores de los departamentos de Bolívar y Atlántico. De esta forma se elaboró un marco descriptivo de las denuncias hechas por el profesor Correa, y se pudo poner en evidencia la situación de poblaciones que fueron víctima de desplazamiento forzado en las zonas focalizadas.

Con esta información se reconstruyó la situación actual, con la que se elabora un diagnóstico en perspectiva de derechos humanos, conforme a las posiciones metodológicas de la escuela hermenéutica, en especial de la perspectiva gadameriana, que privilegia un esquema dialógico elaborado desde el sujeto. No se pretendió invisibilizar la institucionalidad, pero sí centrarse en las afectaciones y relatos de los sujetos afectados por violaciones sistemáticas a los derechos humanos. Esto permitió elaborar una última parte prescriptiva que invita a la reflexión y recoge todos los elementos descriptivos para elaborar la comprobación o no, de la hipótesis inicial.

Teniendo en cuenta lo anterior, en el primer capítulo se encontrará un resumen sobre el desarrollo histórico de las normas jurídicas que protegen los derechos de la población desplazada en Colombia, haciendo énfasis en las que se consideran más importantes hoy en día, como la Ley 1448 de 2011, entre otras. En el segundo capítulo se establece la situación del desplazamiento forzado en los departamentos de Atlántico y Bolívar, antes y después del homicidio del profesor Correa, evidenciándose ciertas características de este fenómeno. En el tercer capítulo se presentan los resultados de un estudio sobre la eficacia de la Restitución de Tierras en estos dos departamentos, y en el cuarto, se presentan las conclusiones del informe a manera de retos, identificados para garantizar los derechos de la población desplazada en estos dos departamentos, y se formulan algunas recomendaciones para el diseño de políticas públicas en este sentido.

Se espera cumplir las expectativas de los lectores y lectoras de este informe, así como de las demandas de justicia restaurativa de las víctimas del homicidio del profesor Correa, en la medida que esta investigación sirva como reparación simbólica a su familia, y a toda la sociedad colombiana, que tanto ha sufrido históricamente con el conflicto armado, en sus diferentes manifestaciones. Al final, se aspira con este informe poder aportar a la construcción de una paz estable y duradera en el país, basada en la protección de los derechos humanos.

Notas

1 El auto No. 33 de 2021, proferido por la Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los hechos y conductas de la Jurisdicción Especial para la Paz, ilustra sobre el “Comportamiento histórico del total de víctimas de homicidios cometidos por la Fuerza pública” (Jurisdicción Especial para la Paz, 2021, Auto No. 33, p. 10).


Capítulo I

Mapa normativo de la protección de derechos de la población desplazada en Colombia

Yo no nací acá, me trajeron cuando era pequeñita. Acá la gente nos ayuda, pero no es como antes. Me gusta el colegio porque hay muchos niños para jugar y no es tan lejos. Mi personaje favorito es mi abuela porque siempre me lleva a todas partes y me cuenta historias. Ella me dice que no me puedo olvidar de dónde venimos porque algún día vamos a volver y mi mamá estará feliz de llegar otra vez a su casa y cultivar y cuidar los animales. Lo que más extraño es mi papá, pero yo sé que él nos cuida desde allá.

Radialistas en acción. Colectivo de Comunicaciones Montes de María Línea 21 (2011, p. 73).

1.1. Introducción

El presente capítulo está construido a manera de mapa mental (Twining, 2003), en el que se reconstruyen los contextos históricos de los cuerpos jurídicos2 que se consideran más destacados en materia de desplazamiento forzado en Colombia, así como por un breve análisis de cada uno de ellos. Al final, el capítulo en su integridad presenta una síntesis del sistema jurídico colombiano relacionado con las garantías de la población desplazada en el país. Esta protección tomó tiempo, pues solo hasta la expedición de la Constitución Política de 1991 se concibió a esta población como sujeto de protección jurídica diferenciada, es decir, se consideró que en Colombia el desplazamiento significaba un problema social, económico y político de gran envergadura, que requería un tratamiento jurídico específico, a pesar de que, tal como afirman César Rodríguez y Diana Rodríguez (2015):

En el contexto del conflicto armado colombiano, el desplazamiento forzado no es un fenómeno nuevo. Entre 1946 y 1966, período en el que se enmarca la época conocida como ‘La Violencia’ (1948-1953), cerca de dos millones de personas migraron forzosamente y nunca retornaron (Roldán, 2003). Entre 1984 y 1995, unas seiscientas mil fueron víctimas del desplazamiento. (Conferencia Episcopal de Colombia, 1995). (p. 55)

Investigaciones como la de Pérez Corredor (2019) manifiestan que en el país existió una voluntad deliberada de generar desplazamiento de la población campesina a las ciudades, como una forma de crear las bases para la modernización social, teniendo en cuenta el modelo de desarrollo económico capitalista (Pérez, 2019, p. 197). Este autor señala que esta voluntad permeó al Gobierno Nacional, especialmente al de Misael Pastrana Borrero (1970-1973) (p. 198), durante el Frente Nacional, lo que se tradujo en políticas públicas encaminadas a crear este desplazamiento, aunque fuese como un efecto indirecto. Ejemplo de esto fue la implementación de la Ley 4 de 1973, “Por la cual se introducen modificaciones a las Leyes 200 de 1936, 135 de 1961 y 1ª de 1968. Se establecen disposiciones sobre renta presuntiva, se crea la Sala Agraria en el Consejo de Estado y se dictan otras disposiciones”, que tradujo al lenguaje jurídico las necesidades de la elite gobernante de aquel momento en el país, después de lo que se conoce como el “Pacto de Chicoral” (Villamil, 2015, p. 11).

Este Pacto significó un retroceso en cuanto a la reforma agraria que se intentó realizar en Colombia desde 1936 con la Ley 200 y posteriormente con la Ley 135 de 1961. El objetivo general de estas leyes era la redistribución de las tierras en Colombia, para apoyar a los campesinos que las trabajaban y arrendaban, disminuyendo así el latifundio. Pero el grupo social que ha dominado al país desde la independencia siempre ha estado ligado a la tenencia de tierras, por lo que este tipo de reformas iban en contra de sus propios intereses cortoplacistas. En este contexto, el periodo histórico que rodea al Pacto de Chicoral y la Ley 4 de 1973, entre otras, como la Ley 5 de este mismo año, que “diseñó el sistema de financiamiento para el agro y se centró en los cultivos que requerían asistencia técnica” (Alban, 2011, p. 349), y la Ley 6 de 1975 “o Ley de Aparcería, que restableció los precarios sistemas de tenencia de la tierra” (p. 349), es conocido como el periodo de la Contrarreforma Agraria (Vásquez, 2000, p. 6). Según Villamil (2015), y también Vásquez (2000), citando a Zamosc (1978):

Los términos del Pacto de Chicoral fueron suficientemente claros en su intención de emprender formalmente la contrarreforma agraria. A cambio del pago de impuestos al Estado, fijado de acuerdo a una renta presuntiva cuya referencia principal sería el avalúo catastral de los predios, los terratenientes recibían amplias garantías de que se pondría freno a la redistribución de la tierra y se apoyaría la explotación agrícola en gran escala.

Se endurecían los criterios para calificar los predios como susceptibles de afectación a los efectos de la reforma agraria y para aquellos casos en los que hubiera afectación, se modifican los términos de la Ley 135 de 1961 de tal manera que la indemnización debía pagarse teniendo en cuenta el valor comercial, con un alto porcentaje al contado, se reducía a 5 años el plazo para abandonar los saldos que, además, devengan intereses.

De esta manera se trataba doblemente al INCORA, pues no solamente se reducía el marco posible de su acción, sino que bastaba con los recortes en el presupuesto para que el INCORA se paralizara casi completamente, como sucedió efectivamente en los años subsiguientes. (p. 76)3

Por otra parte, en cuanto al plano internacional se refiere, quizás las disposiciones que más tuvieron influencia en Colombia sobre el Desplazamiento fueron los “Principios Rectores de los Desplazamientos Internos” (Naciones Unidas, 1998), más conocidos como Principios Deng (Defensoría del Pueblo, 2004), elaborados desde 1992, pero adoptados finalmente en 1998 (Rodríguez y Rodríguez, 2015, p. 60). En la introducción de estos se establece que:

1. Los Principios Rectores expuestos a continuación contemplan las necesidades específicas de los desplazados internos de todo el mundo. Definen los derechos y garantías pertinentes para la protección de las personas contra el desplazamiento forzado y para su protección y asistencia durante el desplazamiento y durante el retorno o el reasentamiento y la reintegración.

2. A los efectos de estos Principios, se entiende por desplazados internos las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida.

3. Estos Principios reflejan y respetan la normativa internacional de derechos humanos y el derecho humanitario internacional. (p. 5)

El contexto de adopción de estos principios como fuente de Derecho en Colombia puede identificarse con el del auge del soft law durante la segunda mitad del siglo XX (Zerilli, 2010), por lo que fueron muy criticados debido a su bajo nivel de eficacia, tal como lo manifiesta un estudio de la Defensoría del Pueblo (2004):

La debilidad de los principios rectores es que no constituyen aún un documento legalmente vinculante, comparable a un tratado o a un convenio. Y aunque su estructura se encuentra basada en el derecho internacional humanitario y el derecho de los refugiados, al no tener este carácter formal deja al libre albedrío de los Estados la adopción de sus recomendaciones. (p. 57)

En este mismo contexto se encuentra la observación hecha por el profesor Alfredo Correa de Andréis, sobre el Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, relativo a la protección a las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, el cual establece en su artículo 17 la prohibición de los desplazamientos forzados, mientras que en Colombia, “estos se han convertido en un fenómeno creciente y de difícil manejo” (Correa, 2016, p. 105). Sin embargo, esto fue poco a poco cambiando en el país, y tal como el mismo estudio de la Defensoría lo indica, ya para 2001 la Corte Constitucional reconocía estos principios como parte del bloque de constitucionalidad (p. 58), gracias al importante rol de esta Corte en la nueva Constitución Política de Colombia.

1.2. Constitución Política de 1991

A partir de los años que rodean al Pacto de Chicoral inicia un proceso de “desmonte de la reforma agraria” (Chaparro, Revelo y Sánchez, 2016, p. 29) en el país. Sin embargo, como se ha dicho, con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, el reconocimiento de la población desplazada como sujeto de protección jurídica especial se hace inaplazable por parte del Estado. Con esta Constitución, se abre paso en Colombia la teoría del Bloque de Constitucionalidad, que implica, de manera simplificada, que la norma fundamental del Estado se extiende más allá del número total de sus artículos (Uprimny, 2008, p. 32), incluyéndose otras disposiciones que también tienen carácter de fundamentales, pero se encuentran en tratados internacionales, como el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo de 1989, que tal como lo ha dicho la Corte Constitucional “conforma, junto con el artículo 40-2 Superior, un bloque de constitucionalidad, en virtud de lo dispuesto por los artículos 93 y 94 de la Carta” (Corte Constitucional, C-169 de 2001, p. 22).

Este convenio, que trata sobre derechos de Pueblos Indígenas y Tribales, ratificado por Colombia un poco después de la expedición de la Constitución de 1991, mediante la Ley 21 de 1992, establece una disposición normativa específica sobre desplazamiento, a saber, el numeral 5 del artículo 16: “Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su desplazamiento”. Sin embargo, como se ha esbozado, el desplazamiento en el país es un fenómeno histórico, que tiene sus raíces en la colonización e independencia, y en el proceso de construcción del Estado que siguió a ella, por ello, cobra relevancia lo dicho por Absalón Machado (2008):

La colonización española se distinguió de la inglesa por dos aspectos esenciales: a) la explotación minera que dio origen a la mita y el trabajo de esclavos, que obedeció a la necesidad de controlar la mano de obra para el proceso colonizador con un carácter obligatorio, y b) la implantación de una aristocracia terrateniente que origina desde temprano el latifundio y el acaparamiento de tierras junto con la explotación de la mano de obra indígena. (p. 20)

Cabe resaltar que en el movimiento independentista del país “la casta militar se confundió con los terratenientes, lo que demuestra muy bien el icono de Bolívar, un terrateniente que terminó convirtiéndose (aparte de ser el libertador) en el primer presidente de la República” (Bermeo, 2020, p. 2). Algo parecido sucedió con Santander, quien según Pérez (2019), se benefició de las políticas de concentración y distribución de las tierras en la recién fundada república (Pérez, 2019, p. 170). Este autor hace un breve resumen de estas políticas durante el siglo XIX en Colombia, señalando como factores de la concentración de la tierra los siguientes:

i) La élite gobernante eran al mismo tiempo, militares y terratenientes.

ii) La movilidad social en esa época, tal como también lo explica Bushnell (2015), se generaba a partir de la inclusión en el ejército.

iii) A los militares se les premiaba después de las guerras, con la titulación de tierras.

iv) La venta de tierras propiedad del Estado (baldíos) fue una tendencia de la mayoría de gobiernos en Colombia durante este siglo.

v) Los ingresos producto de estas ventas permitían al Estado pagar la deuda externa, contraída para financiar la guerra de independencia, y a su vez, financiar las nuevas guerras que se libraron, junto a las modernizaciones del ejército. (Pérez, 2019, pp. 161-170).

Esto produjo un modelo de concentración de la tierra en pocas familias, creando lo que se conoce como la “estructura agraria bimodal” (Pérez, 2004, p. 68), que consiste, según Suescún (2013), en que,

(…) al par que un latifundio improductivo con usos en ganadería y en otras actividades de especulación existe, al otro lado del espectro, un sector dedicado a actividades productivas con poco acceso a la propiedad de la tierra y a la representación social y política. (p. 657).

En este contexto, el modelo económico de Colombia, desde la época de la independencia, ha dependido de la tenencia de la tierra, lo que ha mantenido una especie de pre-capitalismo agrario, basado en la acumulación primitiva4. Por ello, según Bermeo (2020):

(…) ¿cómo puede haber democracia moderna en un país que concentra su riqueza, aún, en la acumulación de grandes extensiones de tierras improductivas? Dónde además sus élites luchan para que el statu quo permanezca. Así es imposible que se desarrolle una democracia en buen estado de salud. En este sentido, los grupos armados al margen de la ley han aprovechado esta debilidad y complicidad del Estado para mantener un conflicto armado que ha dejado más de 8 millones de víctimas civiles, con la tasa de desplazamiento forzado interno más alta del continente y quizás del mundo. (p. 5)

1.3. Ley 387 de 1997

Con posterioridad a la Constitución se expidió la Ley 387 de 1997, “Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia”. Esta ley, que aún está vigente, es considerada el primer cuerpo jurídico legislativo que reconoce esta problemática y otorga derechos concretos a esta población (Rodríguez y Rodríguez, 2015, p. 60). En su artículo primero consigna una definición jurídica de la persona víctima de desplazamiento, así:

Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público.

Se observa aquí un primer reconocimiento diferenciado por parte de la ley en Colombia, en el contexto de una nueva constitución, para las personas víctimas de este flagelo. Esta ley creó además el entonces “Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia”, que posteriormente dio paso al “Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas”, establecido en la Ley 1448 de 2011. A su vez, de la Ley 387 surgió la Red Nacional de Información para la Atención a la Población Desplazada, teniendo en cuenta la necesidad de contar con sistemas de información que permitieran identificar a las personas que integran esta población, y así poder garantizarles sus derechos. A partir de allí se creó el Sistema Único de Registro -SUR- “de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, antes Red de Solidaridad Social” (CODHES, 2006, p. 20). Este es quizás uno de los logros de esta primera normatividad (Pérez, 2019, p. 103), debido a que previamente el Estado carecía de una herramienta que le permitiera identificar y contabilizar a la población desplazada, lo que resulta fundamental para el buen desarrollo de una política pública que busque proteger sus derechos. Cabe resaltar que esta ley estuvo influenciada por los Principios Deng (Defensoría del Pueblo, 2004, p. 63), mencionados anteriormente.

Más allá de lo anterior, la Ley 387 fue muy criticada por su baja eficacia, con relación a la magnitud del problema del desplazamiento forzado en el país, así como por su mal diseño como política pública. Algunas de las críticas señalan que esta ley se creó bajo un enfoque asistencialista, que al final dejaba a las personas inscritas en el registro como meros “receptores pasivos de limosnas” (Pérez, 2019, p. 102). Por otra parte, su implementación estuvo ligada al funcionamiento de diversas entidades que luego demostraron sus enormes dificultades para garantizar los derechos de esta creciente población. Esto, ligado con el recrudecimiento de la violencia en Colombia durante los años que rodearon al cambio de milenio (1998-2003), significó un incremento en la población desplazada, lo que contribuyó a la poca eficacia de estas disposiciones normativas. Por consiguiente, para comprender el contexto histórico que rodeó a esta ley, y por ende para poder analizar su eficacia, resulta necesario hacer un breve resumen sobre la situación del conflicto armado de la época.

Durante este periodo, se dio una reorganización de las guerrillas, el afianzamiento de sus posiciones estratégicas (Ramírez, 2015, p. 104) y la movilización hacia algunos centros urbanos (González, 2014, p. 430), lo que produjo que “muchos sectores de la población pensaban ahora que podían ser secuestrados o extorsionados en cualquier momento: a todos podía llegarles la guerra” (p. 430). Esto se evidenció aún más con el fortalecimiento de los grupos paramilitares, que habían sido autorizados por el gobierno de Guillermo León Valencia mediante el decreto 3398 de 1965 (Moncayo, 2015, p. 60; Ramírez, 2015, p. 71), con la intención de legalizar milicias particulares, que protegieran la propiedad privada frente a los grupos armados que desde la época de la guerra de los mil días se habían formado en Colombia bajo de las huestes de los partidos políticos (Koessl, 2015), tal como fueron los grupos armados del partido Conservador: los ‘chulavitas’ y los ‘pájaros’ (Koessl, 2015, pp. 140–142).

En los años ochenta estas milicias tendrían una relación directa con el narcotráfico (Zelik, 2015, p. 253), contexto que les permitiría crear una justificación diferente para explicar la necesidad de su existencia: la lucha contra la insurgencia y el régimen guerrillero. Aparece entonces el grupo MAS (Muerte a los Secuestradores) (Ramírez, 2015, pp. 105-106), creado por Pablo Escobar en 1981 (Koessl, 2015, p. 144), el cual sería responsable de varios crímenes políticos (p. 144), así como el grupo paramilitar conocido como la Triple A: Acción Americana Anticomunista (Zelik, 2015, p. 86), conformado por varios miembros de la fuerza pública colombiana junto con civiles, en la época del Estatuto de Seguridad del gobierno de Julio Cesar Turbay Ayala (p. 86-87), grupo responsable de varios crímenes dirigidos contra miembros de la sociedad civil pertenecientes a grupos o movimientos ciudadanos de izquierda.

Junto a estas había otras asociaciones civiles dedicadas a la seguridad o cooperativas de seguridad (González, 2014, p. 420), tal como la ACDEGAM (Asociación Campesina de Ganaderos y Agricultores del Magdalena Medio) (Ramírez, 2015, p. 106; Ávila, 2010, p. 94), y las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) (Moncayo, 2015, p. 60), que según Moncayo (2015), eran promocionadas “por terratenientes y empresarios ligados al sector rural, con la ayuda de sectores de la economía de los narcóticos y de la expansión ilícita de las esmeraldas” (p. 60). Posteriormente, el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada, expedido por el presidente César Gaviria mediante el decreto ley 356 de 1994, volvió a darle vida a estas cooperativas (Ávila, 2010, p. 111).

Estas organizaciones fueron conocidas bajo el nombre de Asociaciones Comunitarias de Vigilancia Rural o Convivir (El tiempo, 1997; Ávila, 2010, p. 111). Finalmente fueron federadas bajo el nombre de “Autodefensas Unidas de Colombia” (Moncayo, 2015, p. 60), y se les pretendió justificar bajo el argumento de “la ausencia o ineficacia de la fuerza estatal en el combate de las organizaciones guerrilleras” (p. 60). De hecho, según el Koessl (2015), el nombre de ‘Autodefensas’, “tiene el específico objetivo de fortalecer el discurso ‘autodefensista’ del grupo; por la misma razón que se intentó poner al frente a jefes que tuvieran poca o ninguna relación con el narcotráfico” (Koessl, 2015, pp. 148-149). Finalmente, en este periodo el fortalecimiento de este actor del conflicto le permitiría decir a Carlos Castaño, tal como lo enuncia Ramírez (2015), “que el país podía dividirse en dos territorios: ‘el sur con la guerrilla y el Estado del Norte sin guerrilla’’’ (Ramírez, 2015, pp. 107-108). En este contexto accede a la presidencia Álvaro Uribe Vélez, después de que las conversaciones de Paz con las FARC-EP en el Caguán, durante el gobierno de Andrés Pastrana, habían fracasado. En cuanto al desplazamiento forzado, el profesor Alfredo Correa de Andréis (2016), observó para aquella época lo siguiente:

Un sencillo ejemplo expresa que en las dos últimas décadas la irrupción del narcotráfico, el paramilitarismo y el crecimiento de la guerrilla imponen redimensionar la cultura política nacional; ellos a la vez son motivos suficientes para comprender el alto nivel de violencia en que está sumido el país. Si a esto se añaden los abusos de las fuerzas militares y las autodefensas, completaremos un cuadro nada alentador.

Como consecuencia de vivir en un país sumergido tradicionalmente en guerras intestinas, la dimensión política de la violencia ha generado una problemática de migración y desintegración familiar. Sus efectos sobre el tejido social urbano son inocultables. Si tenemos presente que los campesinos poseen unos valores morales, éticos, una cultura propia, una manera de vivir, podremos suponer cuánto han sido afectados estos grupos humanos en los últimos años al verse obligados a salir de sus territorios ancestrales y reubicarse en espacios físicos ajenos a su tradición y costumbres. (pp. 104-105)

Así mismo, César Rodríguez y Diana Rodríguez (2015) manifiestan que:

“A pesar del marco legal y la existencia de tres documentos de política pública de alto nivel para atender a las personas en condición de desplazamiento, el problema se agravó durante los primeros años de la década de 2000. Según la ONG Codhes, el número de acumulado de PDI llegó a los dos millones cien mil en el año 2000 (...) y el país contempló el mayor número de personas desplazadas en un solo año, 412.553 en 2002”. (p. 62)

1.4. Sentencia de la Corte Constitucional T-025 de 2004

Así, en medio de este proceso histórico, se profiere la Sentencia T-025 de 2004 por parte de la Corte Constitucional, con ponencia del Magistrado Manuel José Cepeda Espinosa. Esta providencia constituye un hito en la historia del constitucionalismo colombiano, a partir del planteamiento de los siguientes problemas jurídicos:

1. ¿Procede la acción de tutela para examinar las acciones y omisiones de las autoridades públicas respecto de la atención integral a la población desplazada para determinar si problemas en el diseño, implementación, evaluación y seguimiento de la respectiva política estatal contribuyen de manera constitucionalmente relevante a la violación de sus derechos constitucionales fundamentales?

2. ¿Se vulnera el derecho de los desplazados al mínimo vital y a recibir pronta respuesta a sus peticiones -en particular respecto a la ayuda humanitaria, al restablecimiento económico, a la reubicación, a la vivienda, a la atención integral de salud y a la educación- cuando dicho acceso está supeditado por las propias autoridades (i) a la existencia de recursos que no han sido apropiados por el Estado; (ii) al rediseño del instrumento que determina la forma, alcance y procedimiento para la obtención de la ayuda; (iii) a que se defina qué entidad asumirá el suministro de la ayuda, dado que quien lo hacía se encuentra en proceso de liquidación?

3. ¿Se vulneran los derechos de petición, al trabajo, al mínimo vital, a la vivienda digna, a la atención en salud, al acceso a la educación de los actores en el presente proceso, cuando las entidades encargadas de otorgar las ayudas previstas en la ley para su atención, (i) omiten dar respuesta de fondo, concreta y precisa sobre la ayuda solicitada; o (ii) se niegan a otorgar la ayuda solicitada (a) por la falta de apropiación de recursos suficientes para atender las solicitudes; (b) por falta de cumplimiento de requisitos legales para acceder a dicha ayuda; (c) por existir un lista de solicitudes que deben ser atendidas previamente; (d) por falta de competencia de la entidad ante la cual se presenta la solicitud; (e) por cambio de los requisitos y condiciones definidos por el legislador para acceder a la ayuda solicitada; (f) porque la entidad ante la cual se presenta la solicitud se encuentra actualmente en liquidación? (pp. 37-38).

Se trata, sin duda, de problemas jurídicos muy difíciles de resolver, que se hallan en un contexto fáctico igualmente complejo. Como lo explican César Rodríguez y Diana Rodríguez (2015):

“En la T-025 la CCC revisó ciento ocho tutelas que fueron presentadas en veintidós ciudades del país por mil ciento cincuenta familias desplazadas (...). Los demandados fueron una docena de instituciones y funcionarios nacionales y locales. La raíz de las quejas de los demandantes era el incumplimiento del Estado en su deber de protección de la población desplazada y la falta de respuesta efectiva a sus peticiones. Como quedó claro en los hechos de la sentencia, cuando las víctimas de desplazamiento solicitaban la asistencia a la que tenían derecho conforme a la Ley 387 (...), recibían como respuesta todo tipo de excusas por parte de las autoridades”. (p. 64)

Estos autores explican también el contexto político que enmarcaba el problema antes de la expedición de la sentencia:

“En 2004, cuando la CCC dictó la Sentencia T-025, el desplazamiento forzado estaba relativamente ausente del debate público. A pesar de la gravedad del tema y del marco que el gobierno había estado creando desde 1995 para atender a la población afectada, el desplazamiento no era un asunto importante en las agendas del Estado o de la sociedad civil ni existía un esfuerzo sistemático por recoger datos básicos sobre el problema”. (p. 166)

Lo más destacable de esta sentencia es que la Corte crea una política pública en materia de desplazamiento, en tanto que declara que existe un “estado de cosas inconstitucional”5 (p. 65) dada la situación de la población desplazada en el país. En este orden de ideas, para esta Corporación:

“(…) los procesos acumulados en la presente acción de tutela, confirman ese estado de cosas inconstitucional y señalan que la vulneración de los derechos afecta a buena parte de la población desplazada, en múltiples lugares del territorio nacional y que las autoridades han omitido adoptar los correctivos requeridos (ver apartado antecedentes de la presente sentencia). Tal como se señaló en el apartado 6 y en el Anexo 5, las distintas entidades encargadas de atender a la población desplazada han identificado varias de las omisiones y falencias de la política y de los programas desarrollados. Igualmente, las organizaciones de derechos humanos han identificado los problemas de coordinación, la insuficiente apropiación de recursos, los obstáculos administrativos, los trámites y procedimientos innecesarios, el diseño deficiente de algunos de los instrumentos de la política, así como la omisión prolongada de las autoridades para adoptar los correctivos considerados como necesarios. Tal situación ha agravado la condición de vulnerabilidad de esta población y de violación masiva de sus derechos”. (Corte Constitucional, Sentencia T-025 de 2004, p. 86)

A su vez, en esta misma sentencia la Corte hace una valoración de la eficacia de la Ley 387 de 1997, cuando establece que:

“Desde la expedición misma de la Ley 387 de 1997, y de su desarrollo normativo, así como desde que la Corte se pronunciara por primera vez sobre la problemática del desplazamiento forzado interno en las sentencias T-227 de 1997 y SU-1150 de 2000, tanto el Legislador y el Ejecutivo como la Corte Constitucional han señalado la gravedad de esa situación y la urgencia de adoptar medidas que aseguren una atención adecuada a la población desplazada y la efectividad de sus derechos.

No obstante, la complejidad de las acciones que se precisan para rectificar tal situación y la urgencia de tales medidas, ya han transcurrido varios años sin que se hayan adoptado los correctivos necesarios para garantizar el goce efectivo de sus derechos a la población desplazada, a pesar de las múltiples sentencias de esta Corte donde se ha encontrado una violación de los derechos fundamentales de los desplazados”. (pp. 84-85).

Bajo este entendido, esta sentencia crea una nueva política pública en materia de protección especial de derechos de la población desplazada, a través de órdenes complejas, descritas de la siguiente manera:

En el caso presente, la Sala Tercera de Revisión dará dos tipos de órdenes. Unas órdenes de ejecución compleja, relacionadas con el estado de cosas inconstitucional y dirigidas a garantizar los derechos de toda la población desplazada, independientemente de que hayan o no acudido a la acción de tutela para la protección de sus derechos. Tales órdenes tienen como finalidad que las entidades encargadas de atender a la población desplazada establezcan, en un plazo prudencial, y dentro de la órbita de sus competencias, los correctivos que sean necesarios para superar los problemas de insuficiencia de recursos destinados y de precariedad de la capacidad institucional para implementar la política estatal de atención a la población desplazada. (p. 102).

A su vez, uno de los aspectos más interesantes de esta sentencia es la creación de unos criterios jurídicos para establecer “los niveles mínimos de satisfacción de los derechos constitucionales de las personas en situación de desplazamiento” (p. 96). Para justificar el establecimiento de estos criterios la Corte afirma que:

Cuando un conjunto de personas definido y determinable por el propio Estado de tiempo atrás no pueda gozar de sus derechos fundamentales debido a un estado de cosas inconstitucional, las autoridades competentes no pueden admitir que tales personas mueran o continúen viviendo en condiciones evidentemente lesivas de su dignidad humana, a tal punto que esté en serio peligro su subsistencia física estable y carezcan de las oportunidades mínimas de actuar como seres humanos distintos y autónomos. (p. 98).

Estos derechos mínimos, para el caso de las víctimas de desplazamiento forzado en Colombia, son: i) la vida, ii) la dignidad y la integridad física, psicológica y moral, iii) la familia y la unidad familiar, iv) una subsistencia mínima (mínimo vital), v) la salud, vi) la protección frente a prácticas discriminatorias basadas en la condición de desplazamiento, vii) la educación básica hasta los quince años para niños y niñas, viii) la provisión de apoyo para el auto sostenimiento, y ix) el retorno y/o restablecimiento (pp. 99-101; Rodríguez y Rodríguez, 2015, pp. 188-189). Frente a cada uno de estos derechos la Corte estableció los criterios para determinar en qué medida se cumplen las garantías de los mismos, que posteriormente se transformarían en los indicadores de goce efectivo de derechos (IGED), creados mediante el proceso de seguimiento al cumplimiento de esta sentencia (Corte Constitucional, Auto 331 de 2019, pp. 1-3), en especial a través de los Autos 233 de 2007, 116 de 2008 y del 1 de noviembre de 2012 (Rodríguez y Rodríguez, 2015, pp. 130-133).

Tal como afirman César Rodríguez y Diana Rodríguez (2015):

“(…) el efecto inmediato de la T-025 fue sacudir las burocracias estatales responsables de atender a la población de PDI. La CCC usó los derechos socioeconómicos como “derechos de desestabilización” (Unger, 1987) para proporcionar la presión necesaria a fin de romper el bloqueo en torno a la asistencia de las poblaciones desplazadas. Ese bloqueo fue resultado de la dispersión de responsabilidades, la deficiente coordinación entre las instituciones a cargo de asistir a las PDI, un presupuesto insuficiente y la lentitud por parte de las entidades estatales”. (p. 103).

Con esto, la Corte Constitucional colombiana demostró una vez más su rol central en el sistema jurídico nacional para la realización efectiva del Estado Social de Derecho, más allá de su mera enunciación dentro del texto de la Constitución, lo que algunos autores, como Jaramillo (2016) y Mercado (1998), consideran un verdadero acierto dentro del nuevo sistema creado a partir de 1991 en Colombia. Otro efecto importante es que,

(…) mediante la Sentencia T-025 y el proceso de seguimiento, la Corte ha ayudado a reestructurar el marco del fenómeno del desplazamiento forzado, a aumentar su visibilidad, y también lo ha transformado en un problema de violación de derechos humanos y de víctimas de esas violaciones. Los medios de comunicación, las entidades estatales, la sociedad en su conjunto y los propios desplazados han terminado por ver el desplazamiento como una violación de derechos humanos, cuyas víctimas tienen derechos específicos y requieren una atención inmediata, en lugar de considerarlos como una secuela del conflicto armado (Rodríguez y Rodríguez, 2015, p. 182).

1.5. Ley 975 de 2005

La Ley de Justicia y Paz surge en el contexto del período presidencial de Álvaro Uribe Vélez, en el cual se dio la desmovilización de las AUC, entre 2003 y 2005. Esto fue posible gracias a la ampliación de la vigencia de la Ley 418 de 1997, que otorgaba beneficios jurídicos a los desmovilizados de las guerrillas, a la correspondiente extensión de estos beneficios a los paramilitares mediante la Ley 782 de 2002 y su decreto reglamentario 128 de 2003, así como el decreto 2767 de 2004 (Molinares, 2014, p. 40; Cardona, Congreso Visible y Ungar, 2010, p. 305), y, además, a la Ley 975 de 2005.

Los acercamientos entre el Gobierno Nacional y las AUC para la desmovilización de este grupo armado ilegal se dieron a partir del año 2002 y empezaron a concretarse con el “Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la Paz de Colombia”, suscrito por el entonces Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Retrepo, y miembros de la comandancia de las AUC, así como por miembros de la Iglesia Católica y de una “Comisión Exploratoria de Paz” integrada por personas de la política nacional que actuaron como representantes de la sociedad civil. Este proceso de desmovilización estuvo siempre acompañado de una argumentación política dirigida a reforzar la idea de la búsqueda de la paz, lo que llevaría a los paramilitares hasta el Congreso de la República en 2004 (Cardona, Congreso Visible y Ungar, 2010, p. 308), en aras de asegurar la aprobación de esta ley. Esta inusual visita de los jefes de las AUC al Congreso es considerada como “uno de los hechos más polémicos y relevantes de la historia reciente del Congreso” y se puede resumir en estos términos:

El 28 de julio de 2004, gracias a la intermediación de las representantes a la Cámara Rocío Arias y Eleonora Pineda (condenadas por integrar y favorecer el proyecto paramilitar) y con el beneplácito del Gobierno Nacional, los ex jefes paramilitares Salvatore Mancuso, Iván Roberto Duque y Ramón Isaza, intervinieron en una audiencia ante el congreso. (Cardona, Congreso Visible y Ungar, 2010, p. 308)

El motivo de esta intervención fue la defensa del proyecto de ley que buscaba regular la situación jurídica de los desmovilizados de las AUC, el cual tenía tres aspectos polémicos objeto de discusión según Ungar y Cardona de Congreso Visible (2010):

• “No exigir la plena confesión de los crímenes como condición para acceder a los beneficios de la ley”. (p. 309)

• “Concebir el paramilitarismo como un delito político (sedición), lo cual implicaba reconocer el carácter político del paramilitarismo”. (p. 309)

• “Que los victimarios deberían encargarse de la reparación de las víctimas. El Estado podría colaborar en este aspecto tan solo a través de la administración de los bienes ilícitos entregados por los desmovilizados”. (p. 309)

Finalmente, la Ley 975 exigió la confesión de todos los crímenes como requisito para acceder a los beneficios penales de esta normatividad, no se reconoció el paramilitarismo como un delito asimilable a los delitos de carácter político y las víctimas reconocidas dentro de esta ley serían reparadas por el Estado con los bienes entregados por los desmovilizados y hasta con recursos propios del Estado. Esta ley también contiene su propia definición de víctima, establecida en su artículo 5, que originalmente decía lo siguiente:6

Para los efectos de la presente ley se entiende por víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley.

También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima.

Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún integrante o miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley.

Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por algún integrante o miembros de los grupos organizados al margen de la ley.

A su vez, esta ley incluyó una disposición relativa a la restitución en favor de las víctimas, en el artículo 46, que originalmente establecía lo siguiente:7

La restitución implica la realización de los actos que propendan por la devolución a la víctima a la situación anterior a la violación de sus derechos. Incluye el restablecimiento de la libertad, el retorno, a su lugar de residencia y a la devolución de sus propiedades, de ser posible.

A pesar de lo anterior, esta ley no dejó de ser criticada por diferentes sectores políticos, académicos y de la sociedad civil (p. 317; De León – Beltrán, Garay, Guerrero, Salcedo-Albarán, 2008, p. 114). Entre las razones para criticarla se encuentra que la mayoría de los congresistas que la aprobaron tenían vínculos con los paramilitares, tal como se descubrió gracias a las confesiones de los desmovilizados a través de sus versiones libres en el marco de la Ley 975 (Molinares, 2014, p. 56). Allí se conocieron los hechos que rodearon el “Pacto de Ralito”, en el que senadores, representantes a la Cámara, alcaldes, gobernadores y diferentes funcionarios públicos, así como civiles, se reunieron con miembros de este grupo armado ilegal para suscribir “un nuevo contrato social” (Torres, 2007). Además de este hubo otros pactos suscritos entre las AUC y varios funcionarios públicos y miembros de la clase política colombiana, tal como el pacto de Chivolo, el Pacto de Pivijay (Molinares, 2014, pp. 60–61; López, 2010, p. 54) y los pactos en Urabá, Casanare y Caldas, entre otros (López, 2010, p. 54), todos ellos suscritos con miras a cooptar las instituciones del Estado. El texto del llamado Pacto de Ralito resulta revelador para comprender algunas de las razones de las críticas:

“Conciudadanos, como enuncia nuestro preámbulo; “el pueblo de Colombia, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz” hoy nos confiere la irrenunciable tarea de refundar nuestra patria, de firmar un nuevo contrato social.

Todos los aquí presentes hoy asumiremos el compromiso de garantizar los fines del Estado: “Defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”.

Construir esta nueva Colombia, en un espacio donde “toda persona tiene derecho a la propiedad” y “tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que solo ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad”. Es nuestro desafío.

Todo colombiano tiene el deber y la obligación de trabajar por la paz, en aras de cumplir con el mandato constitucional que nos insta a “propender el logro y mantenimiento de la paz”. Esta tarea no es prerrogativa de unos pocos, sino deber de todos.

A propuesta de los aquí presentes, se formarán comisiones de trabajo, las que presentarán sus resultados en nuestra próxima reunión del mes de octubre”.

Estas palabras, acompañadas del desarrollo político, social y económico del país durante la década de los años noventa y principios del siglo XXI, dieron lugar a que periodistas y académicos calificaran (no sin ironía) a esta aspiración como una “refundación de la patria” (López, 2010, Molinares, 2014), en virtud de las ansias de poder político que tenían estos grupos paramilitares vinculados al narcotráfico, en aras de celebrar un nuevo contrato social. Según Molinares (2014):

“De acuerdo con el informe Balance político de la parapolítica, elaborado por Claudia López y Óscar Sevillano, presentado en diciembre de 2008, según la prensa nacional, 34 de 102 senadores electos en 2006, el 33% fueron investigados por vínculos con el narcoparamilitarismo, así como 25 de 168 representantes a la Cámara, el 15%. Estas cifras pusieron de presente que el narcoparamilitarismo superó con creces la capacidad de infiltración que previamente había tenido el narcotráfico (véase Corporación Nuevo Arco Iris, 2008). Actualizado en diciembre de 2011, este informe registró que había 98 congresistas, 22 ex gobernadores y 6 ex alcaldes, así como funcionarios del orden nacional”. (p. 61)

En este contexto, las críticas a la implementación de este proceso de desmovilización de las AUC a través de la Ley 975 se siguieron formulando y muchas fueron realizadas con ocasión de las siguientes situaciones:

• Falsas desmovilizaciones orquestadas entre el Estado y las AUC. (Koessl, 2015, p. 155)

• Falsa privación de la libertad de los desmovilizados, los cuales no ingresaron a centros de reclusión bajo la supervisión del INPEC de inmediato, sino que pernoctaron en centros recreacionales antes de entrar a prisión. (p. 155-156)

• Falta de entrega de bienes del grupo armado ilegal o de sus integrantes para la reparación de las víctimas. (p. 155)

• La extradición de jefes paramilitares a Estados Unidos, lo cual perjudicó su confesión sobre los diferentes crímenes cometidos en el país, toda vez que serían procesados por narcotráfico (Zelik, 2015, p. 369; Revista Semana, 2008)

• La falta de eficiencia de la Ley de Justicia y Paz, que tardaría muchísimos años antes de cumplir con los requisitos señalados en su articulado, para la investigación y judicialización de los desmovilizados, y para asegurar los componentes de verdad y reparación para las víctimas. (Forer, López, ProFis, 2011)

Posterior a la expedición de esta Ley, el gobierno emitió el Decreto 1290 de 2008, con el que se esperaba agilizar la reparación a las víctimas, prevista en la Ley 975, en tanto se profirieran y ejecutaran las sentencias de Justicia y Paz. Llama la atención de este decreto su negativa a reconocer el conflicto armado interno en Colombia y la explícita exclusión de la protección jurídica de las víctimas respecto a su derecho a la propiedad, frente a los bienes despojados con ocasión al conflicto. A su vez, entre 2007 y 2009 se tramitó en el Congreso un proyecto de ley que sería el antecedente de la Ley de Víctimas en Colombia, preparado por el Partido Liberal y radicado con el número 157 de 2007 en el Senado y 044 de 2008 en la Cámara de Representantes, bajo el epígrafe: “Por la cual se dictan medidas de protección a las víctimas de la violencia.”. Sin embargo, este proyecto fue archivado en el debate para la aprobación del informe de conciliación, luego de haber sido aprobado en los cuatro debates anteriores, por lo que estuvo muy cerca de convertirse en ley. Para su archivo fue fundamental la posición del Gobierno Nacional, exhortando a los senadores a votar negativamente el proyecto, a través de la intervención de dos Ministros en la plenaria y de un comunicado suscrito por la presidencia, recogido en la Gaceta del Congreso No. 835 de 2009, que sintetiza muy bien sus argumentos en contra del proyecto, así:

El Gobierno Nacional, en reunión del Presidente con algunos ponentes del Proyecto de Ley de Víctimas, ha pedido que no se apruebe el acta de conciliación porque un costo superior a los $80 billones crearía una posible reparación pecuniaria a las víctimas y el texto final no pasaría de ser letra muerta al servicio de una agitación electoral del momento.

Además, el texto conciliado, que el Gobierno solicita encarecidamente no aprobar, se constituye en una grave amenaza a la Seguridad Democrática, puesto que iguala a los terroristas con agentes al servicio del Estado. (p. 86)

Con esto resulta clara la oposición del gobierno de la época a la restitución de tierras y a cualquier intento serio de poner a las víctimas en el centro de un proceso de protección jurídica, con relación a las diferentes violaciones de derechos que sufrieron con ocasión del conflicto armado interno en Colombia.

1.6. Ley 1448 de 2011

A pesar de lo anterior, hay que resaltar la popularidad de que gozaba Álvaro Uribe Vélez mientras fue presidente, lo que le daría el incentivo de intentar una segunda reelección, frenada a la postre por la Corte Constitucional (Ramírez, 2015, p. 133) mediante Sentencia C-141 de 2010 con ponencia de Humberto Sierra Porto. En este contexto se abriría un nuevo periodo presidencial en Colombia con una campaña política marcada por la continuidad del proyecto uribista, que incluso había creado su propio partido político, el Partido de la U, frente a las alternativas a dicho proyecto. Pese a los escándalos, el nivel de aprobación de la gestión presidencial de Álvaro Uribe fue tan alto que el candidato de su partido político ganó las elecciones presidenciales de 2010 por un amplio margen, y se abrió el periodo presidencial de Juan Manual Santos.

A inicios de este periodo las FARC-EP quisieron destacarse como una guerrilla activa y perpetraron ciertos crímenes como la presunta emboscada a los Infantes de Marina el 24 de mayo de 2010 (BBC, 24 de mayo de 2010) y el ataque al edificio de Caracol Radio en Bogotá el 12 de julio de 2010 (El Espectador, 12 de agosto de 2010), en un contexto de reactivación del conflicto armado entre el Estado y este grupo, el cual empezaría a llegar a su fin mediante una estrategia de negociación entre ambas partes, para así terminar un conflicto que había durado más de cincuenta años. Como un paso en esa dirección fue interpretada la carta enviada por las FARC-EP a la Unión de Naciones Suramericanas, UNASUR, en la que solicitaban ser escuchadas en su asamblea de 2010 para presentar su visión del conflicto armado colombiano, en donde planteaban su irreductible voluntad de buscar una salida política al conflicto (Prensa Libre, 23 de agosto de 2010; Ramírez, 2015, p. 134).

Por parte del gobierno se presentó el proyecto de Ley de Víctimas, que implicó una lucha política liderada por el mismo presidente de la República (Vélez, 2013), lo que daría lugar a un amplio reconocimiento de las víctimas como eje de la política pública que buscaba crear algo nunca antes visto en el país en el contexto del conflicto armado. Esto significó una separación política entre el entonces presidente y el uribismo, que insistía en no reconocer el conflicto armado interno e igualar a los combatientes ilegales con terroristas. Este proyecto contó con un fuerte apoyo de la comunidad internacional, así como de los medios de comunicación (Vélez, 2013) y fue liderado por varios sectores políticos en Colombia, entre los que se destaca el Partido Liberal, con Juan Fernando Cristo y Guillermo Rivera como dos de sus principales congresistas, quienes jugaron un papel fundamental para la aprobación de este proyecto. La posición en contra de este proyecto la ejercieron actores políticos identificados con el ex presidente Uribe, como congresistas del Partido Conservador y de la U, así como terratenientes e incluso algunos grupos narco paramilitares (Vélez, 2013, p. 96).

Estos últimos llegaron a cometer varios crímenes contra líderes sociales, que estaban especialmente comprometidos con la restitución de tierras, durante el periodo de aprobación de la ley (p. 91).

En este sentido, el proyecto generaba una mayor oposición en lo referente a la restitución, por lo que se pidió dividirlo para excluir este punto y así aprobarlo más fácilmente (p. 90). Sin embargo, el proyecto conservó su integridad y al final se convirtió en la Ley 1448 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”. A manera de resumen introductorio, se transcribe una parte de la Sentencia C-588 de 2019 de la Corte Constitucional, que hace una síntesis de la estructura normativa de esta ley:

41. La Ley 1448 de 2011, conformada por un total de 208 artículos, se encuentra organizada a partir de ocho títulos.

41.1. El primero -Disposiciones generales- se encuentra compuesto por 34 artículos y ordenado en dos capítulos relativos al objeto, ámbito y definición de víctima -arts. 1 al 3- y a los principios generales del régimen arts. 4 al 34. El segundo título -Derechos de las víctimas dentro de los procesos judiciales está integrado- se compone de un total de 12 disposiciones.

41.2. El título tercero -Ayuda humanitaria, atención y asistencia- se encuentra integrado por 22 artículos agrupados en tres capítulos. El primero denominado “Ayuda Humanitaria a las víctimas” -arts. 47 y 48-; el segundo con el nombre “Medidas de asistencia y atención de las víctimas” -arts. 49 al 59-; y el tercer capítulo titulado “De la atención a las víctimas del desplazamiento forzado” -arts. 60 al 68-.

41.3. El cuarto título de la ley se organiza bajo la denominación “Reparación de las víctimas”. Se compone de 84 artículos integrados en 11 capítulos a saber: Disposiciones generales -arts. 69 y 70-; Disposiciones generales de restitución -art. 71-; Restitución de tierras -arts. 72 al 122- en el que se regula el régimen sustantivo de la restitución, el procedimiento aplicable, el modo de protección de los terceros, la creación y funcionamiento de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y la protección de las mujeres en los procesos de restitución; Restitución de vivienda -arts. 123 al 127-; Créditos y pasivos -arts. 128 y 129-; Formación, generación de empleo y carrera administrativa -arts. 130 y 131-; Indemnización por vía administrativa -arts. 132 al 138; Medidas de satisfacción -arts. 139 al 148-; Garantías de No Repetición -arts. 149 al 150-; y Otras medidas de reparación -arts. 151 y 152-.

41.4. El título quinto se denomina “De la institucionalidad para la atención y reparación a las víctimas” y lo conforman 28 artículos ordenados en cinco capítulos. Tales capítulos corresponden a la “Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas” -art 153-; al “Registro Único de Víctimas” -arts. 154 al 158-; al Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas estableciendo que la Unidad de Atención y Reparación a las Víctimas coordina las actuaciones de las entidades en lo referido a la ejecución de la política de atención y reparación -arts. 159 al 174-; al “Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -arts. 175 y 176-; al Fondo de Reparación para las Víctimas -art. 177-; y al Régimen disciplinario de los funcionarios públicos frente a las víctimas -arts. 178 al 180-.

41.5. El sexto título -equivocadamente numerado como VII- se ocupa de regular la “Protección integral a los niños, niñas y adolescentes víctimas” entre los artículos 189 al 190. Se ocupa de identificar los derechos de los que son titulares, así como la forma de garantizar la reparación integral y el acceso a la justicia, previendo además medidas especiales sobre la atención de los menores de edad víctimas de minas antipersonales. A su vez, el séptimo título -numerado como VIII- regula la “Participación de las víctimas” entre los artículos 192 al 194, estableciendo, por ejemplo, la Mesa de Participación.

41.6. Finalmente, el octavo título -numerado como IX- establece las “Disposiciones Finales”. Se integra por los artículos comprendidos entre el 195 y el 208. Allí se prevé, entre otras cosas, la financiación de medidas de atención y reparación integral de las víctimas, las reglas aplicables a los eventos de inscripción fraudulenta de las víctimas, los mecanismos de monitoreo y seguimiento al cumplimiento de la ley, al igual que el término de vigencia y de derogatorias.

Esta ley marcó un nuevo hito en la historia política del país, dado que implicó el reconocimiento desde el Estado del conflicto armado interno. Desde su título anuncia esta declaración política y luego la repite en su artículo tercero, para construir una nueva definición de víctima en Colombia en estos términos:

Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º. de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.

Sin embargo, este reconocimiento implicó una polémica adicional por el límite temporal que estableció la ley para determinar si los hechos ocurrieron en el marco del conflicto armado, esto es, a partir de 1985. Al respecto, la Corte Constitucional declaró exequible esta limitación, mediante Sentencia C-250 de 2012, también con ponencia del Magistrado Humberto Sierra Porto, aplicando el principio constitucional de ‘libre configuración legislativa’ de esta manera:

Es precisamente el Congreso de la República el llamado a fijar los límites temporales para la aplicación de las medidas de reparación previstas en la ley, luego de un amplio debate en el que se hayan podido exponer diferentes perspectivas sobre el conflicto armado y quienes deben ser reparados. Precisamente por eso en el cuerpo de la providencia se inserta un extenso acápite en el que se da cuenta de las discusiones que tuvieron lugar sobre la fecha a partir del primero de enero de 1985, y como ésta fue el fruto de consensos y acuerdos dentro de las distintas corrientes políticas representadas al interior del órgano legislativo. (p. 84).

En este sentido, la Corte evitó modular esta fecha y avaló lo dispuesto por el legislador en esta materia. Más allá de lo anterior, esta ley es un paradigma porque construyó una política pública acorde con los postulados de la Sentencia T-025 de 2004 y con los retos históricos del país, en cuanto a: i) reconocer la existencia de un conflicto armado interno de larga data en Colombia, ii) poner a las víctimas en un lugar preponderante del sistema jurídico para que puedan acceder eficazmente a sus derechos, iii) abordar la restitución de tierras como una necesidad para poder superar el conflicto armado interno, al tiempo que iv) “reconoció a las personas afectadas por el desplazamiento forzado como víctimas del conflicto, y por consiguiente, como titulares del derecho a la verdad, a la justicia, a la reparación y a la no repetición” (Rodríguez y Rodríguez, 2015, pp. 174-175).

En este contexto, la ley creó un sistema público de reparación que incorporó a diversas entidades y procedimientos, cuyo diseño parecía responder a la magnitud y complejidad del problema que representaba garantizar de manera diferenciada los derechos de las víctimas en el país, sin importar qué grupo armado, legal o ilegal, había cometido el hecho victimizante. Así, se crearon dos nuevas entidades estatales para la implementación de esta ley: la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación a Víctimas (art. 47) y la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (art. 74 y 103). Cabe mencionar que la ley incorporó un capítulo especial para la atención de las víctimas de desplazamiento forzado (Capítulo III, Título III), para complementar la Ley 387, que había demostrado su ineficacia. En esta normatividad se incorporó a su vez una definición específica de víctimas de desplazamiento forzado, contenida en el parágrafo 2 del artículo 60:

Para los efectos de la presente ley, se entenderá que es víctima del desplazamiento forzado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de las violaciones a las que se refiere el artículo 3º. de la presente Ley.

Implícita en esta definición legal se encuentran elementos que posteriormente servirán para dos supuestos fácticos importantes a efectos de la restitución de tierras, esto es, a) el abandono y b) el despojo. Estos fueron definidos en la ley en su artículo 74:

Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados a la situación de violencia.

Se entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o permanente a la que se ve abocada una persona forzada a desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la administración, explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su desplazamiento durante el periodo establecido en el artículo 75.

Otro de los aspectos clave de esta ley es el Registro Único de Víctimas (art. 155), que facilita su aplicación, en cuanto a la identificación de las víctimas. Sin embargo, aquí radica quizás una de las limitaciones más importantes que ha tenido esta normatividad para su eficacia, debido a la limitación temporal que se estableció para el reconocimiento de las víctimas, en estos términos:

Las víctimas deberán presentar una declaración ante el Ministerio Público en un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley8, conforme a los requisitos que para tal efecto defina el Gobierno Nacional, y a través del instrumento que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el cual será de uso obligatorio por las entidades que conforman el Ministerio Público.

En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima presentar la solicitud de registro en el término establecido en este artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal información a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

La valoración que realice el funcionario encargado de realizar el proceso de valoración debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial.

Frente a esta disposición, el problema que se presenta es que durante los años que siguieron a su expedición, el conflicto ha seguido latente y en muchas zonas del país todavía no hay una gran presencia del Estado (Espinosa y García, 2013), lo que dificulta a las víctimas enterarse de estos mecanismos y acudir a realizar su solicitud. A su vez, por las características socioeconómicas de la mayoría de víctimas, y por el hecho de que algunas no saben leer ni escribir, en muchos casos les cuesta más comprender la importancia de su solicitud y de realizar este trámite rápidamente, teniendo en cuenta los tiempos que establece la ley para el reconocimiento de las víctimas por parte del Estado. En este sentido, aunque en comparación con la Ley 387, la Ley 1448 significó un avance importante, todavía existen víctimas no reconocidas por el Estado, al no haber podido estas declarar durante el término que se estableció para tal fin (Lopera y Seguro, 2017, p. 253), máxime cuando para declarar ser víctima de desplazamiento forzado se establecieron reglas especiales en el artículo 61 de esta ley:

La persona víctima de desplazamiento forzado deberá rendir declaración ante cualquiera de las instituciones que integran el Ministerio Público, dentro de los dos (2) años siguientes a la ocurrencia del hecho que dio origen al desplazamiento, siempre y cuando estos hechos hubiesen ocurrido a partir del 1º. de enero de 1985, y no se encuentre registrada en el Registro Único de Población Desplazada.

(...) PARÁGRAFO 3o. En evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima del desplazamiento forzado rendir la declaración en el término establecido en el presente artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias motivo de tal impedimento.

La víctima de desplazamiento forzado deberá informar al funcionario del Ministerio Público, quien indagará por dichas circunstancias y enviará la diligencia a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que realice las acciones pertinentes de acuerdo a los eventos aquí mencionados.

Una vez iniciado el trámite de reconocimiento de la persona como víctima ante la Unidad, se desarrolla la “ruta de atención, asistencia y reparación integral a víctimas del conflicto armado” (Lopera y Seguro, 2017, p. 252), lo que implica un proceso administrativo que tiene las siguientes finalidades, siguiendo a Lopera y Seguro (2017):

La Ley 1448 de 2011, en el artículo 49, define la atención a las víctimas del conflicto armado como “la acción de dar información, orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a la víctima, con miras a facilitar el acceso y cualificar el ejercicio de los derechos a la verdad, justicia y reparación” y la asistencia “el conjunto integrado de medidas, programas y recursos de orden político, económico, social, fiscal, entre otros, a cargo del Estado, orientado a restablecer la vigencia efectiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna y garantizar su incorporación a la vida social, económica y política”. De igual forma, el artículo 25 concibe la reparación integral como el conjunto de “medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica”.

Para lograr lo anterior, las entidades del SNARIV han diseñado rutas de atención y acompañamiento a las víctimas, de manera que estas puedan acceder a dichas medidas según el daño sufrido y el tipo de hecho victimizante. En el caso de la UARIV, la ruta se lleva a cabo por medio de la elaboración de Planes Individuales de Reparación Integral a las víctimas, los cuales deben tener en cuenta las necesidades de la población desde un enfoque diferencial y deben estar orientados a la inversión adecuada de los recursos recibidos a título de indemnización administrativa según el artículo 134 de la misma ley (p. 252).

Sin embargo, respecto de la Restitución de Tierras, las disposiciones especiales para la atención a la población desplazada, según la ley, resultan ser más vagas y generales, lo que dificulta su implementación. Así lo evidencian Lopera y Seguro (2017) a través de los resultados de su investigación de campo sobre la aplicación de la ley en materia de reparación integral en Antioquía.

Otra de las dificultades fundamentales está en la multiplicidad de rutas de acceso a derechos y la ausencia de términos claros y/o fijos para la resolución administrativa de otorgamiento de estos, lo cual redunda en múltiples procesos y trámites que deben atravesar las víctimas para acceder a la reparación integral como lo señala uno de los entrevistados:

El trámite que le subsigue es la declaración, donde las personas comienzan a deambular por diferentes lados solicitando el reconocimiento de los beneficios que la misma ley 1448 les otorga. En algunas oportunidades estos ires y venires de las personas no se hacen porque ellas lo quieran, sino por el desconocimiento y la desorientación de algunos servidores públicos que tienen a su cargo esa función y que no les indican de manera clara y precisa cuál es la ruta de atención de aquí en adelante, a qué beneficios tienen derecho y en qué oportunidades, esa es una dificultad que pone a tocar puertas a las víctimas en muchas ocasiones (E4). (p. 253)

El alto número de derechos de petición y acciones de tutela instauradas ante la UARIV por parte de la población víctima es una evidencia de la coexistencia de los múltiples trámites que estas tienen que agotar con el fin de acceder al goce efectivo de sus derechos, y de la consecuente vulneración del derecho fundamental a la información (...)

La anterior situación también es evidente en la medida indemnizatoria, como lo ha mencionado la Corte Constitucional por medio del Auto 206 de 2017, al señalar que la UARIV no cuenta con claridades en los pasos y tiempos para el cumplimiento del pago de indemnizaciones “ya que las víctimas no tienen la certeza de cuándo y cuánto se les va a pagar por este derecho” (Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la implementación de la Ley 1448 de 2011, 2017, p. 143l); además este proceso es “demasiado lento y se comienzan a tener otros obstáculos para poder alcanzar la indemnización; entonces han pasado cinco, diez años sin que las personas no reciban absolutamente ningún tipo de reparación” (E4). (pp. 253-254)

De esta situación dan cuenta diversas víctimas ubicadas en los municipios de Santa Rosa de Lima y Clemencia en el departamento de Bolívar, con las que tuvo contacto el investigador Luis Bermeo entre 2019 y 2020 a través de talleres y brigadas jurídicas, en el marco del desarrollo de proyectos de investigación-acción con esta población. Muchas entre ellas manifestaron no conocer si estaban efectivamente inscritas en el Registro Único de Víctimas, a pesar de haber rendido declaración ante la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación a Víctimas o, en otros casos, afirmaron que habían recibido entre doscientos y cuatrocientos mil pesos en alguna oportunidad, pero que desde entonces no volvieron a recibir ninguna ayuda por parte de la Unidad. Frente a esto, Giraldo, Torregrosa y Torregrosa (2018) expresan lo siguiente:

Aunque la Ley 1448 distingue entre asistencia humanitaria, política social y reparación a las víctimas, muchas medidas concretas tienden a crear confusión por cuanto no se identifican claramente cuáles corresponden a cada una y las víctimas y el Estado mismo presentan un desgaste personal y administrativo notorio. (p. 15)

En lo que respecta a la Restitución de Tierras, la Ley 1448 contiene disposiciones mucho más precisas y procedimientos más claros para su aplicación, lo que sin dudas la hace mucho más eficaz y permite una mayor protección a las víctimas. Sin embargo, esto no significa que el proceso de Restitución de Tierras en Colombia sea fácil para las víctimas o lo suficientemente eficaz, debido a muchos factores, entre ellos la trascendencia histórica, social y económica del problema, lo que complejiza aún más la aplicación de esta ley, pero también debido a algunos aspectos propios del diseño de la misma (p. 15). Por ejemplo, según esta normatividad, el proceso de Restitución de Tierras consta de dos etapas, la Administrativa, ante la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, en sus diferentes territoriales, y la Judicial, ante los Juzgados Civiles del Circuito y Salas Civiles de Tribunales Superiores de Distrito Judicial, especializados en restitución de tierras.

Sin embargo, es un requisito de procedibilidad para acceder a la etapa judicial que el predio sobre el que se solicite la restitución esté inscrito en el ‘Registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente’, bajo la administración de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. De hecho, esto último es el resultado que se espera del trámite de la etapa administrativa, siempre que sea jurídicamente posible (art. 76), es decir, que pueda acreditarse cada uno de los requisitos necesarios según las disposiciones de la ley, para registrar el predio o bien. De ahí que resulte de gran importancia esta etapa para el éxito de la restitución en general, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, por ejemplo, en la Sentencia T-679 de 2015, con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, donde se explica, grosso modo, la etapa administrativa:

Esa fase inicia con el acto de apertura formal del estudio del caso, momento a partir del cual, la Unidad cuenta con sesenta (60) días (prorrogables por 30 más) para emitir su decisión final respecto de la inclusión o no del inmueble en el registro de tierras despojadas. En ese lapso de tiempo, la Unidad efectúa un análisis preliminar del caso en el cual verifica las condiciones de procedibilidad de las reclamaciones, de conformidad con los requisitos establecidos por los artículos 3, 75 y 81 de la Ley 1448 de 2011. Entre otras cosas, determina que el caso sea susceptible de ser llevado ante los jueces para la restitución o formalización del predio, verificando que, por ejemplo, la persona efectivamente sea víctima del conflicto, haya sido despojada de sus predios con posterioridad al primero (1º) de enero de 1991.

5.2.3. De igual manera, luego de corroborar fáctica y jurídicamente que el predio es susceptible de restitución (acumulación de pruebas de la víctima y posible opositor), la Unidad finaliza el proceso con el Acto Administrativo de inscripción del inmueble en el registro de tierras despojadas. A partir de ese momento el proceso administrativo finaliza y es la víctima, la unidad o un abogado que represente los intereses del despojado, quienes podrán acudir a los jueces de tierras para reclamar sus derechos. (pp. 35-36).

Muchos predios o bienes no han sido aún incluidos en este registro por diversas razones, como la falta de capacidad administrativa y financiera de la Unidad de Restitución, la priorización dentro de los procesos de macro y micro focalización, entre otras razones propias de lo complejo que resulta demostrar la titularidad de derechos sobre la tierra en el país, teniendo en cuenta la alta informalidad histórica de la tenencia de tierras en Colombia. Como lo explican Chaparro, Revelo y Sánchez (2016):

Según la III Encuesta Nacional de Verificación, si bien el 77,6% de las familias desplazadas víctimas de despojo y/o abandono forzado manifestaban ser propietarios, solo el 21,5% contaba con escritura pública debidamente registrada, cerca de una décima parte tenía título sin registrar, y un poco más de la tercera parte no tenía documentos. (p. 31).

Lo anterior sin contar las múltiples inconsistencias que pueden existir entre los documentos probatorios que sirven para describir los predios o bienes, y su constatación en la realidad, como las diferencias entre linderos, ubicación, etc. (Chaparro y Guzmán, 2013, p. 8). Todo esto ha dificultado la aplicación de la ley, lo que se explica en parte por los errores de diseño en la política pública, que parece haber sido diseñada sin contemplar estas particularidades del contexto rural colombiano9.

Tal como se observa, la ruta de restitución es bastante intrincada, y aunque está diseñada para asegurar derechos, tanto de las víctimas como de los ocupantes de los predios o bienes y opositores a la restitución (art. 76 y 88), implica un inmenso trabajo jurídico y material por parte de los funcionarios del Estado encargados de aplicar la política, como de los interesados en la restitución, es decir, las víctimas. Todo esto teniendo en cuenta las características socio-económicos de estas últimas, que en muchos casos se encuentran en extrema pobreza, y en general, en condiciones de vulnerabilidad.

Otro de los problemas de la implementación de la ley ha sido el proceso de macro y micro focalización de los predios, descrito por la Corte Constitucional en la Sentencia T-679 de 2015, con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva. Los siguientes apartes de esta providencia explican muy bien el problema a la hora de materializar la aplicación de la ley respecto de estos dos procesos:

En este orden de ideas, el artículo 76 de la Ley 1448 materializa los principios de gradualidad y progresividad. (...). De conformidad con esa norma, el gobierno debe atender a esos tres criterios para realizar la restitución. Por esa razón, se expidieron los Decretos 4829 de 2011 y 599 de 2012, los cuales ejecutan ese mandato legal.

5.2.13. Esos decretos incorporan un concepto denominado “focalización” de predios el cual tiene por objeto definir cuáles áreas geográficas son aptas para comenzar con la restitución. A su vez, la focalización se divide en macro y micro focalización. En efecto, el artículo 5 del Decreto 4829 de 2011 señala que “se adelantará un proceso de macro y micro focalización, mediante el cual se definirán las áreas geográficas en las cuales se realizará el estudio de las solicitudes recibidas”. De acuerdo con lo anterior, cualquier solicitud de restitución que no se encuentre en zonas macro y micro focalizadas, no es tramitada por la Unidad de Tierras y por ello, no se inicia ningún procedimiento administrativo. En consecuencia, ni se emite la resolución de apertura formal del caso ni mucho menos el acto administrativo de inclusión del predio en el registro, lo que conlleva a la imposibilidad de acudir a los jueces de restitución.

(...) 5.2.15. Una vez macro focalizado, la Unidad de Tierras continúa con el proceso e inicia la etapa de micro focalización. A diferencia del concepto anterior, en esta fase se identifican zonas geográficas de menor extensión como municipios, veredas, etc. en las que la administración considera que es posible iniciar con la etapa administrativa. (...)

(...) 5.2.16. La etapa de micro y macro focalización no está definida en la ley. Es, quizás, la función más ejecutiva del gobierno en materia de restitución de tierras, pues es a través de ese mecanismo que decide cuáles serán las zonas a restituir. De ahí que la mera solicitud de inscripción del predio no active el proceso administrativo ya que antes, la zona debió estar macro y micro focalizada. Sólo a partir de ese momento es que es viable hablar de etapa administrativa. De esa forma, cuando la víctima acude a la Unidad de Tierras debe esperar que la zona esté micro focalizada para que su petición surta efectos. Sin ese acto de micro focalización, su proceso queda suspendido.

5.2.17. A ello es importante añadir que la Unidad de Tierras no cuenta con un término perentorio para micro focalizar los predios. Como se indicó, la micro focalización también depende de las estrategias que el gobierno haya implementado con el propósito de restituir todos los predios despojados, respetando el plazo otorgado por la Ley 1448 de 2011. (...)

(...) 5.2.23. De acuerdo con lo anterior, es claro que la micro focalización cumple con fines constitucionalmente legítimos, pero, en algunos eventos, dicha decisión puede causar efectos negativos en la plena vigencia de los derechos fundamentales. Así, la negativa de micro focalizar tiene tal trascendencia para los derechos de la víctima que justifica estándares más altos sobre los cuales se evaluará la respuesta de la Unidad. Ello, entre otras cosas, porque dicha etapa en el trámite de restitución, puede, incluso, impedir el acceso a la administración de justicia, afectando, además, la posibilidad de la víctima a obtener reparación por el despojo sufrido. (...) (pp. 42-46).

A pesar de las dificultades descritas, la Ley 1448 tiene muchos aspectos positivos a destacar, más allá de considerarla un hito en la historia del país. En este sentido, se resaltan algunas de sus principales características, recogidas por Chaparro, Revelo y Sánchez (2016):

• Se establecen poderosas presunciones (art. 77).

• Se invierte la carga de la prueba (art. 78).

• Se regulan las condiciones que deben demostrar los terceros que quieren oponerse a la restitución o ser compensados.

• Admite el aporte de todas las pruebas reconocidas por la ley (art. 89).

De otro lado, en temas sustanciales, la etapa judicial tiene tres características específicas:

• Las fuentes del derecho aplicables son amplias y variadas. Tanto los jueces y juezas transicionales de restitución como los equipos de terreno deben conocer la Ley 1448 de 2011 y sus decretos diferenciales; los tratados, declaraciones y principios del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario; la Constitución y la jurisprudencia constitucional; y el derecho civil y agrario.

• La justicia material debe ser el horizonte interpretativo de la ruta de restitución. Los equipos de terreno deben actuar y recalcar que en la ruta de restitución debe prevalecer el derecho sustancial sobre las formalidades.

• En caso de conflictos normativos debe prevalecer la interpretación más favorable a la dignidad y libertad de la víctima. (p. 84).

Estos aspectos resultan útiles para resolver los problemas jurídicos que pueden presentarse en la etapa judicial de la restitución. Por ejemplo, tanto las definiciones legales de abandono y despojo de tierras (art. 74), como la de víctima (art. 3), han permitido configurar una subregla jurisprudencial en los procesos de Restitución de Tierras sobre nexo causal que debe existir entre los hechos que configuraron el abandono o despojo y el conflicto armado (Bolívar, Botero, Gutiérrez, 2017). Esto se explica por las expresiones contenidas en los respectivos artículos, como “ocurridas con ocasión del conflicto armado interno” (art. 3), “aprovechándose de la situación de violencia” (art. 74, inc. 1) y “con motivo de la situación de violencia que obliga al desplazamiento forzado” (art. 74, inc. 3). Por lo tanto, tal como lo manifiestan Bolívar, Botero y Gutiérrez (2017):

(…) el juez no puede negar la restitución argumentando que no se encuentra sumariamente probado el nexo causal, y solo podrá negarla cuando, por el contrario, se encuentre plenamente probado que ese nexo no existe. (...)

(...) es importante entender que para que la acción de restitución de la Ley 1448 de 2011 proceda, no es necesario que el conflicto armado sea el causante del despojo, sino que tenga la potencialidad de generar un ambiente tal, que se distorsionen las condiciones óptimas de negociación en igualdad de condiciones y sin vicios en el consentimiento de los reclamantes. (pp. 131-132).

Otro aspecto positivo a destacar en la ley es la exclusión jurídica de la conciliación como un mecanismo de terminación del proceso, lo que da mayor protección jurídica a las víctimas y evita posibles revictimizaciones a través del uso de mecanismos alternativos de solución de conflictos que podrían impedirle acceder a la reparación integral, esto según el artículo 94 de la ley:

En este proceso no son admisibles la demanda de reconvención, la intervención excluyente o coadyuvante, incidentes por hechos que configuren excepciones previas, ni la conciliación. En caso de que se propongan tales actuaciones o trámites, el Juez o Magistrado deberá rechazarlas de plano, por auto que no tendrá recurso alguno.

Esta prohibición de la conciliación encaja con los argumentos de Owen Fiss (2007) contra los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, en tanto pueden existir casos en los que se presente un evidente desequilibrio de poder entre las partes, por ejemplo, de tipo económico, de influencia política o social, o hasta educativo, todo lo cual podría implicar alguna desventaja para una de las partes en el eventual acuerdo conciliatorio (Fiss, 2007, p. 133). Bajo este entendido, la Ley de Víctimas, por ser una ley de justicia transicional, intenta garantizar a través de estas disposiciones la reparación integral de las víctimas, protegiéndolas de un eventual acuerdo en contra de sus propios intereses.

La implementación de un enfoque diferencial también es una característica digna de resaltar (Chaparro, Revelo y Sánchez, 2016, p. 86). Como lo dispone el artículo 13 de la ley:

El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación integral que se establecen en la presente ley, contarán con dicho enfoque.

El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3º. de la presente Ley tales como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, campesinos, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de Derechos Humanos y víctimas de desplazamiento forzado.

Para el efecto, en la ejecución y adopción por parte del Gobierno Nacional de políticas de asistencia y reparación en desarrollo de la presente ley, deberán adoptarse criterios diferenciales que respondan a las particularidades y grado de vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales.

Igualmente, el Estado realizará esfuerzos encaminados a que las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes.

Este enfoque se desarrolla a través de la protección especial (al menos nominalmente) de las mujeres en el proceso de restitución (arts. 114-118) y, de manera general, de los niños, niñas y adolescentes (arts. 181-191). Por otra parte, aunque inicialmente la ley fue concebida para aplicarse por un término de 10 años contados a partir de su promulgación (art. 208), lo que implicaba que vencía el 10 de junio de 2021 (Corte Constitucional, C-588 de 2019, p. 27), la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-588 de 2019 con ponencia del Magistrado José Fernando Reyes Cuartas, con ocasión de una demanda de inconstitucionalidad presentada por dos de los ponentes de la ley por el Partido Liberal en su momento y reconocidos líderes de esta política, Juan Fernando Cristo y Guillermo Rivera, entre otros, decidió eliminar esta disposición mediante el siguiente razonamiento, que se reproduce en extenso debido a su importancia:

55. La Corte ha constatado que, de producirse la desaparición de la Ley 1448 de 2011 sin fórmula de reemplazo, graves consecuencias podrían sobrevenir para los derechos de las víctimas. Entre ellas se encuentran (i) la afectación de las condiciones de reparación de las víctimas del conflicto y, en particular, aquellas cuyos victimarios fueron objeto de amnistía, indulto o de renuncia a la persecución penal según lo establecido en los artículo 18 y 26 transitorios del Acto legislativo 01 de 2017; (ii) la inexistencia de un régimen jurídico para el desarrollo de las actividades de restitución de tierras como forma de reparación; (iii) la eliminación de un régimen institucional, administrativo y judicial, que ha venido gestionado la atención de las víctimas y acumulando una experiencia significativa con ese propósito; (iv) una negativa incidencia en la búsqueda de la verdad debido a la desaparición del Centro de Memoria Histórica; (v) un impacto grave en las medidas que integran la reparación integral y aquellas que se relacionan con la denominada reparación transformadora; y (vi) la afectación de las instancias y procedimientos de participación de las víctimas, así como el sistema de coordinación entre la nación y las entidades territoriales para la ejecución de la política de atención.

56. Es necesario destacar, en adición a lo anterior, que los instrumentos de la Ley 1448 de 2011 -tal y como fue sugerido desde la presentación del proyecto de ley ante el Congreso y se ha constatado en la práctica decisional de la Sala de Seguimiento al cumplimiento de la Sentencia T-025 de 2004 - constituyen mecanismos fundamentales en el proceso de superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la referida providencia. En consecuencia, insiste la Sala, la pérdida de vigencia de la Ley 1448 de 2011, sin fórmula de reemplazo alguna, afectaría la corrección de las fallas estructurales que dieron lugar a la declaratoria del estado de cosas inconstitucional en el año 2004.

57. Los efectos mencionados comportan un menoscabo significativo y evidente del deber de garantía y respeto de los derechos fundamentales a la verdad, a la justicia y a la reparación de las víctimas. La infracción de dicha obligación debido a la regla de pérdida de vigencia sin fórmula de prórroga o reemplazo de la Ley 1448 de 2011, resulta incompatible con la Carta Política y los instrumentos internacionales que se integran al bloque de constitucionalidad. (pp. 51-52).

En consecuencia, la Corte resolvió que:

70.1. Teniendo en cuenta lo anterior y a fin de optimizar la competencia del legislador, la Corte declarará la inconstitucionalidad de la expresión “y tendrá una vigencia de diez (10) años” pero diferirá los efectos de tal determinación hasta el día 10 de junio de 2021. En ese sentido, durante este tiempo el legislador podrá adoptar las determinaciones que considere del caso, entre las cuales se encuentran prorrogar la vigencia de la Ley 1448 de 2011 o adoptar un régimen jurídico diferente para la protección de las víctimas, bajo estrictos criterios de no regresividad, guardando coherencia con los puntos 6.1.10. y 5.1.3.7. del Acuerdo Final y garantizando la reparación según lo previsto en el Acto Legislativo 01 de 2017, cuya vigencia no podrá ser inferior al término en que el Acuerdo Final rige como una política de Estado. En ese sentido la Corte lo exhortará a que proceda en esa dirección. (pp. 56-57)

Por ello, el Congreso de la República aprobó la Ley 2078 de 2020, mediante la cual se extendió la vigencia de la Ley 1448 hasta el 10 de junio de 2031 (El Tiempo, 9 de enero de 2021). Lo que se espera de este nuevo periodo de implementación de esta ley, al menos por parte de la Dirección de la Unidad de Restitución de Tierras, es tramitar la mayor cantidad de solicitudes de restitución en la etapa judicial, y en lo posible, solicitar compensación en vez de restitución (El Espectador, 29 de enero de 2021). Esto en tanto que uno de los mayores problemas en la aplicación de esta ley ha sido la situación de inseguridad que vive el país, en especial en las zonas donde se concentra la mayor parte de solicitudes de restitución, lo cual imposibilita la materialización de sus contenidos. En esto coinciden todas las fuentes consultadas sobre las dificultades o desaciertos en materia de Restitución de Tierras en Colombia en la actualidad, en especial los testimonios de un Juez de Restitución de Tierras y una ex directora territorial de la Unidad de Restitución (ambos ubicados en la región del Caribe) quienes fueron entrevistados para esta investigación. Esto, a su vez, resulta consecuente con la observación hecha por Sarmiento (2016) al expresar que “la Ley de Víctimas parece ser una respuesta, quizá tardía, a un conflicto que aún se encuentra vivo. En otras palabras, se trata de una justicia transicional sin transición, y peor aún, cuando el conflicto armado sigue dominando la realidad colombiana” (p. 195).

1.7. Acuerdo Final y política pública de reparación integral a las víctimas en Colombia

El Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP, celebrado el 24 de noviembre de 2016, estableció una nueva política pública de reparación integral a las víctimas en Colombia, que vino a complementar el régimen que ya existía sobre esta materia. En este sentido, son estrechas las relaciones entre este acuerdo y las normas previamente existentes, lo que implica una renovación del sistema jurídico colombiano en cuanto a la protección a las víctimas del conflicto armado interno. Desde la misma introducción del Acuerdo Final (2016), se hace mención especial de las víctimas de desplazamiento forzado y se reconoce la persistencia del conflicto armado interno, de la siguiente manera:

Luego de un enfrentamiento de más de medio siglo de duración, el Gobierno Nacional y las FARC-EP hemos acordado poner fin de manera definitiva al conflicto armado interno.

La terminación de la confrontación armada significará, en primer lugar, el fin del enorme sufrimiento que ha causado el conflicto. Son millones los colombianos y colombianas víctimas de desplazamiento forzado, cientos de miles los muertos, decenas de miles los desaparecidos de toda índole, sin olvidar el amplio número de poblaciones que han sido afectadas de una u otra manera a lo largo y ancho del territorio, incluyendo mujeres, niños, niñas y adolescentes, comunidades campesinas, indígenas, afrocolombianas, negras, palenqueras, raizales y Rom, partidos políticos, movimientos sociales y sindicales, gremios económicos, entre otros. No queremos que haya una víctima más en Colombia. (p. 6).

Cabe destacar que este acuerdo se produjo después de haber elevado a rango constitucional la Justicia Transicional en Colombia, a través del Acto Legislativo 01 de 2012 “Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.” declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-579 de 2013 con ponencia del Magistrado Jorge Pretelt Chaljub. Esta normatividad fue la respuesta del Estado frente a la posibilidad de buscar una salida negociada al conflicto (Sánchez y Uprimny, 2014, p. 168). Esta reforma señalada justificó la existencia de un modelo alternativo de justicia en Colombia en búsqueda de la paz, que ya había sido reconocida en diversas leyes, como en la Ley 1448.

El derecho a la paz había justificado la existencia de una normatividad especial para lograr la desmovilización de los grupos armados al margen de la ley; sin embargo, con el Acto Legislativo 01 de 2012 a este cuerpo jurídico especial se le confirió rango constitucional, a diferencia de la normatividad previa, al tiempo que fue promulgado en el contexto de un proceso de negociación adelantado por el gobierno con las FARC, que habían sido dejadas por fuera de la Constituyente de 1991 por el entonces presidente César Gaviria, y que habían mantenido la lucha armada hasta entonces. En este contexto, el 26 de agosto de 2012 la prensa anunció al mundo que el gobierno colombiano había iniciado un proceso de negociación con dicho grupo guerrillero (Caracol radio, 22 de junio de 2016), lo cual fue ratificado por el mismo presidente Juan Manuel Santos, mediante alocución presidencial el 4 de septiembre de 2012 (El País, 23 de septiembre de 2015), y posteriormente con la instalación oficial de los Diálogos de Paz en Oslo (Noruega) (El País, 23 de septiembre de 2015), diálogos que serían finalmente desarrollados en La Habana, Cuba.

Este proceso tuvo como muestra de compromiso por parte de las FARC-EP el cese al fuego unilateral, que se anunció desde el 19 de noviembre de 2012 (El país, 20 de noviembre de 2012) y tuvo un marcado efecto político, toda vez que las cifras de atentados y víctimas con ocasión al conflicto armado interno en Colombia se redujeron ostensiblemente (Jiménez, 29 de agosto de 2016). Por su parte, el gobierno siempre formuló la exigencia de refrendación popular de los acuerdos que eventualmente surgieran entre las partes. De ahí que el 22 de agosto de 2013 el presidente anunciara que presentaría al Congreso un proyecto de ley para que el pueblo colombiano refrendara los acuerdos (Caracol radio, 22 de junio de 2016). Dicho proyecto fue finalmente aprobado por el Congreso mediante la expedición de la Ley Estatutaria 1745 de 2014, “por medio de la cual se dictan las reglas para el desarrollo de referendos constitucionales con ocasión de un Acuerdo Final para la terminación del conflicto armado”. Al final, el mecanismo de refrendación popular utilizado fue el del plebiscito, con la pregunta: “¿Apoya usted el acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera?”; con todo, su resultado fue el triunfo de la opción por el no ante esta pregunta, aunque por estrecho margen (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2016).

Sin embargo, el telón de fondo de este proceso siguió siendo la violencia. El contexto político de los diálogos de La Habana estuvo marcado por el surgimiento de nuevos actores armados que amenazaron la seguridad del país desde la criminalidad, no ya con fundamento en una ideología política determinada, como en el caso de las guerrillas liberales o comunistas que se desmovilizaron en los años noventa o como en el caso de las FARC-EP y el ELN, sino que estuvieron motivados por el negocio del narcotráfico. Esta actividad se vio afectada por la desmovilización de un importante grupo de las AUC y por el proceso que estaban iniciando las FARC-EP, de manera que estos nuevos grupos se caracterizan por asumir la violencia como una forma de controlar los territorios y las rutas del narcotráfico (Molinares, 2014, p. 64). Tal como lo menciona Molinares (2014), “estos grupos son el reflejo del fracaso de la política de desmovilización del gobierno de Uribe” (p. 64), por lo que han recibido la denominación de “neo paramilitares” (p. 64) y “bandas criminales” (p. 64). Desde el punto de vista de su accionar, su característica más importante es que no actúan como lo hacían las AUC, a través de la perpetración de masacres, “sino con el asesinato selectivo” (p. 64) y el desplazamiento. Solo en el año 2014, antes de la firma del Acuerdo Final, la Unidad Nacional de Víctimas registró 97.453 personas desplazadas forzadamente en Colombia, con ocasión del conflicto territorial entre las FARC-EP el ELN y las bandas criminales (El colombiano, 9 de diciembre de 2014). En este contexto, Bermeo (2020) argumenta que:

(…) el acuerdo de Paz con las FARC solo fue posible gracias a la voluntad política de una élite que había entendido que los cambios que requería el país para funcionar en el marco de la globalización, no se lograrían con un conflicto armado tan incrustado en la sociedad, por lo que resultaba necesario negociar para acordar cómo gestionar un país de cara a la apertura económica global y con esto, además, derrotar definitivamente a la guerrilla más antigua del país. Incluso, se puede decir que con este acuerdo se cerraron las puertas al comunismo en Colombia. Sin embargo, el grupo político del ex presidente Santos no supo asegurar el poder, y con ello, las viejas élites que han mantenido el control político de buena parte de la población durante años, a base de estrategias de engaños en torno de la supuesta lucha contra el narcotráfico y el terrorismo, así como de evitar al comunismo, y también de aparentemente compra de votos, lograron hacerse nuevamente al poder y redefinir los nuevos esquemas de acción política en el posconflicto, dentro de los cuales está la lucha por esclarecer la Justicia y la Verdad del Conflicto, con instituciones que se crearon para tal fin como el Centro Nacional de Memoria Histórica, la Comisión de la Verdad, y la Jurisdicción Especial para la Paz, que el partido de gobierno quiere desmontar o acomodar, así como la conducción de la economía, de modo que siga manteniéndose el poder en cabeza de los grupos económicos que los han apoyado, como banqueros, latifundistas y tal vez narcotraficantes.

Ahora quizás sea posible comprender porque las Naciones Unidas en febrero de este año informaron de un mal trabajo por parte del gobierno colombiano en la gestión del posconflicto, así como porque existen fotos de presidentes y ex presidentes del país con narcotraficantes, y también pruebas de ingreso de dinero producto del narcotráfico a campañas políticas, destinados entre otras cosas para comprar votos, especialmente en la ruralidad. Por lo que no es extraña esta relación entre poder político, élites económicas, narcotráfico y ruralidad. En Colombia todavía perdura la relación entre armas, votos y tierras. (pp. 5-6) [Sic]

Frente a esto, el Acuerdo Final establece una robusta obligación en cabeza del Estado, en el sentido de reparar a las víctimas, tal como se desprende de la misma introducción del Acuerdo (2016):

El Punto 5 contiene el acuerdo “Víctimas”. Desde el Encuentro Exploratorio de 2012, acordamos que el resarcimiento de las víctimas debería estar en el centro de cualquier acuerdo. El acuerdo crea el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, que contribuye a la lucha contra la impunidad combinando mecanismos judiciales que permiten la investigación y sanción de las graves violaciones a los derechos humanos y las graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, con mecanismos extrajudiciales complementarios que contribuyan al esclarecimiento de la verdad de lo ocurrido, la búsqueda de los seres queridos desaparecidos y la reparación del daño causado a personas, a colectivos y a territorios enteros.

El Sistema Integral está compuesto por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición; la Unidad Especial para la Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado; la Jurisdicción Especial para la Paz; las Medidas de reparación integral para la construcción de la paz; y las Garantías de No Repetición. (p. 6).

Estos propósitos se suman a la política pública de reparación a las víctimas que ya existía en Colombia, tal como lo destaca la Corte Constitucional en la Sentencia C-588 de 2019:

(…) la Ley 1448 de 2011 se incorporó en el proceso de implementación del Acuerdo Final y constituye un componente de reparación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. Es evidente su conexión no solo con el texto de dicho Acuerdo en tanto en el punto 6.1.10 se presupone la vigencia de la Ley 1448 de 2011, así como su fortalecimiento participativo según lo establece el punto 5.1.3.7. del Acuerdo, sino también con múltiples disposiciones que han tenido por objeto su ejecución. Se integra de manera significativa, tal y como lo pone de presente el análisis realizado, con diferentes facetas o dimensiones de las normas que han sido adoptadas por el Congreso o por el Presidente de la República, a fin de materializar la política de Estado en la que se erigió el referido Acuerdo Final en virtud de lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2017. (p. 46).

A su vez el punto 5.1.3.6 establece el compromiso del Gobierno y las FARC- EP, con la restitución de tierras, de la siguiente manera:

• La aplicación de la política de restitución de tierras obedecerá, entre otros, a los criterios técnicos de densidad histórica del despojo y a las condiciones para el retorno, teniendo en cuenta las recomendaciones, incluyendo las concernientes a la focalización territorial, que tengan las organizaciones de víctimas y expertos/as en el tema. Los entes territoriales deberán participar activamente en la implementación de la política de restitución y contribuir desde la formulación de sus planes territoriales de desarrollo en la atención integral de la población beneficiaria de los procesos de restitución, incluyendo la inversión en obras de infraestructura y servicios públicos.

• La población beneficiaria de los procesos de restitución recibirá acompañamiento técnico y financiero para la reconstrucción de sus proyectos de vida y estrategias de generación de ingreso, estrategias de sustitución de cultivos de uso ilícito, estrategias de recuperación y reconstrucción del tejido social; fortalecimiento de los procesos organizativos y de construcción de la memoria histórica para la reconciliación.

• La información resultante de las inscripciones en el registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente y las posteriores sentencias que ordenan la restitución de tierras, se incluirán en el Registro Único de Víctimas para efectos de la armonización de los registros y el acceso a las diferentes medidas de reparación. (p. 184).

Igualmente, el punto 5.1.3.7 del Acuerdo estable que:

Las FARC-EP procederán a la reparación material de las víctimas, con los bienes y activos antes mencionados, en el marco de las medidas de reparación integral, observando los criterios establecidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional respecto a los recursos de guerra.

Los bienes y activos que no hayan sido inventariados una vez concluido el proceso de dejación de armas, recibirán el tratamiento que establece la legislación ordinaria. (p. 186)

Por otra parte, sobre la relación entre este Acuerdo y la consolidación del régimen jurídico colombiano en materia de protección a las víctimas del conflicto armado interno, resulta de trascendental importancia destacar otros apartes de la Sentencia C-588 de 2019 de la Corte Constitucional. En ellos se identifican las relaciones normativas que existen entre los diferentes cuerpos jurídicos que se han expedido en Colombia para conformar la política pública de reparación integral vigente en la actualidad:

44.4. El Decreto 902 de 2017 “Por el cual se adoptan medidas para facilitar la implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de tierras, específicamente el procedimiento para el acceso y formalización y el Fondo de Tierras”, refiere en varias de sus disposiciones a la Ley 1448 de 2011. En los artículos 4 y 5 indica que serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito total o parcialmente quienes, entre otras cosas, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados de su predio, y no clasifiquen como sujetos de restitución de tierras de conformidad con el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011. El artículo 28 condiciona la toma de decisiones en algunos procesos regulados en ese decreto a que se adopten primero las determinaciones en el proceso de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011, y los Decretos Ley 4633 y 4634 de 2011. Los artículos 56 y 57 regulan la acumulación procesal y la suspensión de algunos procedimientos estableciendo que ello será sin perjuicio de lo que establece el artículo 95 de la referida ley.

(...) 44.10. El artículo 282 de la Ley 1955 de 2019 prevé que los recursos líquidos derivados de los bienes extintos que no hayan sido entregados por las FARC-EP en los términos del artículo 2º. del Decreto-ley 903 de 2017, tendrán como destinación el Fondo de Reparación para las Víctimas de la Violencia al que se refiere la Ley 1448 de 2011, a excepción de los predios rurales de los que trata el inciso segundo del artículo 91 de la Ley 1708 de 2014. A su vez, el parágrafo de esa disposición prescribe que los recursos líquidos que ingresen al Fondo de Reparación para las Víctimas en cumplimiento de este artículo serán destinados a la reparación colectiva administrativa de las víctimas según lo establecido en la Ley 1448 de 2011.

(...) 45.2. El Decreto 902 de 2017 remite a la Unidad de Restitución de Tierras en su artículo 8 al establecer que la Agencia Nacional de Tierras no autorizará la transferencia del derecho de dominio del sujeto de acceso a tierra, hasta tanto verifique con la Unidad Nacional de Restitución de Tierras -Unidad Administrativa creada en la Ley 1448 de 2011- si existen medidas o solicitudes de protección individual o colectiva respecto del predio.

45.3. De conformidad con lo expuesto la remisión a la Ley 1448 de 2011 tiene por objeto (i) identificar las normas cuya modificación se acordó a efectos de implementar el Acuerdo Final (numeral 6.1.10 del Acuerdo Final); (ii) definir el régimen de reparación aplicable cuando por efecto del otorgamiento de los beneficios conferidos a quienes participan en el conflicto, ellos son liberados de la obligación de reparar a las víctimas (Ley 1820 arts. 41 y 42 y Ley 1957 art. 41); (iii) emplear una definición a fin de delimitar el ámbito de aplicación o forma de interpretar de las diferentes regulaciones o hacer posible una forma de participación de las víctimas (Ley 1876 de 2018 art. 3 y 28, Ley 1830 de 2017 y Decreto 902 de 2017 arts. 4 y 5); (iv) sujetar la aplicación de un régimen legal a que se cumplan las condiciones o se agote el procedimiento previsto en el otro (Decreto 902 de 2017 arts. 28, 56 y 57); (v) establecer el objeto de reforma de la propia Ley 1448 de 2011 (Decretos 671 de 2017 y 891 de 2017); y (vi) distribuir competencias entre diferentes autoridades estatales (Decreto 589 de 2017 art. 5, Ley 1957 de 2019, art. 14 y Decreto 902 de 2017 art. 8) (pp. 43-46).

Bajo este contexto, resulta evidente que Colombia cuenta con una compleja política pública en materia de protección jurídica a las víctimas del conflicto armado, que tiene diferentes disposiciones normativas que buscan garantizar los derechos de esta población, en especial, de quienes han sufrido el desplazamiento forzado por la violencia en el país, que son el mayor número de afectados respecto de otros hechos victimizantes. Según las estadísticas oficiales de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación a Víctimas, a 31 de diciembre de 2020 en Colombia existen 8.095.593 víctimas de desplazamiento forzado, de un total de 9.099.358 víctimas entre todos los hechos victimizantes reconocidos, lo que supone que el 88.96 % de las personas que han sufrido el conflicto armado interno en el país, lo hicieron padeciendo el desplazamiento forzado.

1.8. Conclusiones

Con base en el anterior análisis del régimen jurídico colombiano en materia de protección de personas desplazadas, es posible presentar, de manera provisional y esquemática, el mapa normativo propuesto. Así, se han identificado los siguientes cuerpos normativos que se consideran relevantes sobre esta materia: i) Principios Rectores de los Desplazamientos Internos (o Principios Deng), ii) Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo, ratificado por Colombia mediante la Ley 21 de 1992, iii) Constitución Política de Colombia de 1991, iv) ley 387 de 1998, v) Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional Colombiana, vi) ley 975 de 2005, vii) ley 1448 de 2011 y viii) Acuerdo Final Para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP.

Por otra parte, llama la atención algunas características que se señalaron sobre el problema de desplazamiento forzado en Colombia, como son la persistencia de la lucha armada por el control de los territorios en el país y, en concreto, el uso de la violencia para acceder o proteger tierras a lo largo de la historia nacional; el vínculo que existe entre este uso de la violencia y el ejercicio de la política, y la relación entre estos últimos dos factores y el desarrollo de la estructura productiva en Colombia. Con estos rasgos es posible explicar la persistencia del conflicto armado interno desde la independencia hasta nuestros días. Al respecto el profesor Alfredo Correa (2016) apuntaba que:

Los grupos en conflicto son la clase económica tradicional (terratenientes y ganaderos), la clase emergente (narcotraficantes) y los sectores oficiales aliados con la clase dirigente. Las claves de las alianzas obedecen al deseo de acumulación de capital y a la necesidad de legitimación. En medio de estas intrincadas formas de acuerdos, pactos y alianzas, los campesinos terminan siendo reclutados para los ejércitos sicariales, al igual que en los barrios tuguriales de las grandes ciudades a donde muchos se han desplazado. (p. 112)

A su vez, queda latente una pregunta fundamental sobre la coexistencia entre, por un lado, un sistema normativo robusto y complejo, y por el otro, la persistencia y magnitud del problema relativo al desplazamiento forzado en Colombia. Es necesario preguntarse entonces por qué, si tenemos tantas normas desde hace tanto tiempo, el problema no se soluciona. La respuesta escapa a los propósitos de este capítulo, pero sirve de introducción a los que siguen, en los que se expondrán las situaciones particulares del desplazamiento forzado y la restitución de tierras en los departamentos de Bolívar y Atlántico, como parte del homenaje a la vida y obra del profesor Alfredo Correa de Andréis.

Notas

2 […] “ejemplos de cuerpos jurídicos son los documentos que llamamos «leyes», «constituciones», «reales decretos», «órdenes ministeriales», etc.” (Hernández, 2012, p. 53). A este conjunto de cuerpos jurídicos es factible agregar la jurisprudencia (p. 46). El profesor Rafael Hernández Marín escribe desde España, por lo que, el contexto normativo en el que se expresan los ejemplos de cuerpos jurídicos es el sistema jurídico español, de ahí que se acompañe con los adjetivos ―reales y ―ministeriales a los decretos y órdenes respectivamente.

3 En este sentido, Sergio Chaparro, Javier Revelo y Camilo Sánchez (2016) graficaron una línea de tiempo sobre los momentos históricos del conflicto por la tierra en Colombia, que coincide con estas observaciones, y permite ubicar esta contextualización histórica en una sola imagen, cual puede ser consultada a través del documento “Módulo Pedagógico. La restitución de tierras y territorios. Justificaciones, dilemas y estrategias” disponible online en: https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/07/Modulo-pedagogico-La-Restitucion-de-tierras-PDF-paraWEB.pdf, página 29.

4 ‘In his critique of the primitive accumulation in which the capitalist class formed through epoch-making revolutions, Marx stresses “those moments when great masses of men are suddenly and forcibly torn from their means of subsistence and hurled as free and ‘attached’ proletarians on the labor market.” As “the expropriation of the agricultural producer, of the peasant, from the soil, is the basis of the whole process,” “the so-called primitive accumulation... is nothing else than the historical process of divorcing the producer from the means of production” ([1867]1971: 738–739 and part 8)’ (Chun, 2013, p. 149)*

*‘En su crítica de la acumulación primitiva en la que se formó la clase capitalista a través de revoluciones que marcaron una época, Marx subraya “esos momentos en que grandes masas de hombres son arrancadas repentinamente y por la fuerza de sus medios de subsistencia y arrojadas como proletarios libres y ‘apegados’ al mercado de trabajo”. Como “la expropiación del productor agrícola, del campesino, del suelo, es la base de todo el proceso”, “la denominada acumulación primitiva. . . no es otra cosa que el proceso histórico de divorcio del productor de los medios de producción”’. Traducción libre de los autores.

5 “Cuando se constata la vulneración repetida y constante de derechos fundamentales, que afectan a multitud de personas, y cuya solución requiere la intervención de distintas entidades para atender problemas de orden estructural, esta Corporación ha declarado la existencia de un estado de cosas inconstitucional y ha ordenado remedios que cobijen no sólo a quienes acuden a la acción de tutela para lograr la protección de sus derechos, sino también otras personas colocadas en la misma situación, pero que no han ejercido la acción de tutela”. (Corte Constitucional, T-025 de 2004, p. 81).

6 Este artículo fue modificado por la Ley 1592 de 2012.

7 Este artículo fue modificado por la Ley 1592 de 2012.

8 Negrillas fuera del texto original.

9 La complejidad del procedimiento de Restitución de Tierras según la Ley 1448 puede evidenciarse en una sola imagen, gracias al gráfico elaborado por Dejusticia para la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, en un trabajo elaborado Chaparro, Revelo y Sánchez. (2016). Módulo Pedagógico. La restitución de tierras y territorios. Justificaciones, dilemas y estrategia, que puede consultarse a través del siguiente enlace: https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/07/Modulo-peda-gogico-La-Restitucion-de-tierras-PDF-paraWEB.pdf , pàginas 98 y 99 del documento.


Capítulo II

El desplazamiento forzado en Atlántico y Bolívar

Cuando las sociedades, al igual que los individuos, contemplan sus heridas, sienten una vergüenza que prefieren no enfrentar. Pero el olvidar… trae consecuencias importantes: significa ignorar los traumas, que de no ser resueltos permanecerán latentes en las generaciones futuras. Olvidar significa permitir que las voces de los hundidos (Levi) se pierdan para siempre; significa rendirse a la historia de los vencedores. (Michael J. Lazzara, 2007)

2.1. Introducción

La afirmación que se hace en el informe ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad del Centro de Memoria Histórica, en el sentido de que “la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra han sido motores del origen y la perduración del conflicto armado” (CNMH, 2013, p.21) es una verdad histórica que en sus inicios se sustenta materialmente en la colonización española que despojó a los aborígenes de sus tierras. En efecto, estas fueron objeto de apropiación dando lugar a una estructura hacendataria, predominante en el altiplano cundiboyacense y en los valles del Cauca y del Magdalena. La población nativa y seguidamente la mestiza, constituyeron inicialmente la mano de obra encargada de la producción.

A medida que esta población fue creciendo, se produjo una ocupación de tierras en zonas medias de las cordilleras e incluso, luego de las guerras independentistas, que no generaron cambios en la estructura de la propiedad agraria, continuó este proceso en lo que se conoció como la colonización antioqueña. Con ella se promovió el cultivo de café, que llegó a constituir la base de la economía del país por largos años, pero implicó la expulsión de las comunidades nativas de estos territorios.

La estructura económica surgida del despojo de tierras se ha venido consolidando con el paso del tiempo, ampliándose con aquellas obtenidas como fruto del saqueo a comunidades campesinas e indígenas, como consecuencia de distintas formas de violencia, algunas auspiciadas por las dirigencias políticas partidistas locales (liberales y conservadoras), como producto de la violencia ligada al narcotráfico, la violencia paramilitar, guerrillera y estatal, como consecuencia de la expansión de cultivos de palma africana, de la minería ilegal, y como efecto de otras formas más sutiles de violencia, vinculadas a plantaciones de maderables, de caucho y la ganadería. Todo ello ha dado lugar a que buena parte de la población campesina se encuentre privada de la propiedad de la tierra y sin acceso a ninguna fuente de empleo que asegure su subsistencia.

Por lo tanto, puede decirse que Colombia ha vivido varios ciclos de violencia política, siendo el conflicto armado una constante histórica, en el que han intervenido élites económicas y políticas, intereses extranjeros a través de empresas o estados, así como grupos armados organizados al margen de la ley, incluso financiados por estos actores, que han aprovechado la debilidad estatal para despojar a campesinos de sus tierras, controlar territorios y generar desplazamiento forzado. Esta situación perdura hasta el día de hoy, lo que se refleja en la aún alta concentración de la tierra en pocas personas, las altas cifras de desplazados en el país, la ineficiencia del Estado en materia de reparación de víctimas, junto a una situación de informalidad en la ruralidad que se mantiene, todavía sin un sistema de información efectivo sobre los derechos alrededor del acceso a tierras. Todo esto exacerba la desigualdad en la ciudadanía.

En este orden de ideas, si bien el desplazamiento forzado en Colombia ha sido una secuela del conflicto armado, no debe desconocerse que también ha sido instrumento de despojo de tierras codiciadas por distintos actores. En efecto, el desplazamiento forzado en Colombia, como lo afirma el profesor Correa de Andréis “se ha convertido en parte de la dinámica propia e histórica del país, y se ha convertido con la violencia, en un elemento que lo identifica dentro y fuera de él” (Correa, 2008, p. 21). El desplazamiento entonces se caracteriza esencialmente por ser una expulsión que lleva a los campesinos a abandonar sus parcelas y a encontrar refugio en las urbes, dentro de las fronteras del país. De hecho, este fenómeno se enmarca dentro de la definición que del mismo ha hecho la ONU, al describirlo en estos términos:

“Las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”. (Lavoyer, 1998, p. 509)

2.2. Comprensión del desplazamiento forzado en Colombia, desde el pensamiento de un sentipensante

Correa de Andréis se dedicó a investigar el fenómeno del desplazamiento, en especial en el Caribe colombiano, a partir de proyectos con distintas poblaciones en zonas de reasentamiento urbano tanto en Barranquilla como en Cartagena. Este tipo de investigación no sólo es un aporte al campo teórico de la sociología, sino que busca además generar alternativas de cambio a la situación real de las poblaciones objeto de estudio. Una de las grandes preocupaciones para el profesor Correa era sin duda la situación en que vivían las personas víctimas del desplazamiento interno forzado, de allí que planteara desde la sociología la necesidad de comprender sus dinámicas y proyectar cambios estructurales que permitieran erradicar las causas que generaban el fenómeno.

Un primer aporte realizado por Correa de Andréis, luego de rigurosos estudios, consistió en lograr deslindar “el concepto de desplazamiento humano de la concepción funcionalista que lo relaciona con las migraciones asociadas al concepto clásico de movilidad social, para ubicarlo dentro de las migraciones de corte expulsivo en el marco de una comprensión más dinámica” (Vega, 2016, p. 21).

En este entendido, Alfredo Correa, en un intento por explicar el fenómeno del desplazamiento en Colombia y desligándose de estas concepciones clásicas, que señalaban que los desplazamientos que se venían generando eran migraciones del campo a la ciudad consecuencia de la urbanización, entendió desde la sociología que el fenómeno era mucho más grave de lo que se pensaba y se le debía, por ende, prestar especial atención. Sus estudios le permitieron concluir que en realidad estos desplazamientos eran ocasionados por la violencia armada que se vivía en el país para entonces.

No fue sino hasta la década de los años ochenta que este concepto de desplazamiento forzado se hizo presente en la academia y solo hasta a mediados de los años noventa comenzó a ser reconocido por las instituciones del Estado. Por tanto, tan solo hasta este momento se empezó a reconocer como una problemática que enfrentaba el país, ligada al conflicto en Colombia, lo cual permitió determinar el concepto de víctima del desplazamiento forzado, y con ello, la creación de políticas públicas para su protección, basados en los tratados de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario.

Continuando con la caracterización del desplazamiento forzado en Colombia, Alfredo Rafael Correa demostró que los principales afectados por este fenómeno causado por el conflicto interno son los campesinos. Esto se explicaba por la escasa presencia estatal en las zonas rurales, en donde los actores del conflicto imponen su poder y ejercen control sobre estos sus habitantes, predominando así la “ley del más fuerte” (Moya y Vega, 2019, p. 149). Al respecto, el profesor Correa (2005) señala que:

“La intensificación de la violencia en Colombia en los últimos años ha producido un excesivo desplazamiento humano del sector rural a las ciudades, la población mayormente campesina se ha visto forzada a dejar su peculio, toda pertenencia abandonada desprotegida como si no tuviera dueño alguno, como si fuera propiedad de nadie. Y a la postre, en eso se convierte el desplazado, en nadie, porque al huir a causa de su atropello generalizado, este sujeto víctima, va perdiendo su personalidad jurídica”. (p. 27)

Correa entendió, sin embargo, que el desplazamiento no sólo se circunscribe al momento en que las víctimas pierden sus tierras; por el contrario, señala que el desplazamiento es un proceso que inicia antes de la consumación del acto de expulsión o movilización, que además no solo se reduce a las consecuencias que surgen sobre sus tierras, enseres, cultivos y demás bienes, sino que es un proceso que genera efectos sobre aspectos como la identidad social y la personalidad jurídica.

El estado de desplazado no debe entenderse sólo en un sentido demográfico sino también existencial, pues resulta posible estar en desplazamiento sin haber sido despojado de su lugar de residencia, cuando por ejemplo no se pueden desarrollar las actividades económicas y sociales a las que se está habituado, porque se vería comprometida su integridad física, su libertad o incluso su vida. (Correa, 2009, p. 83).

Entender que el desplazamiento no es un acto, sino un proceso que afecta el ámbito social de la víctima, brinda herramientas que permiten la construcción de proyectos dirigidos a la reafirmación de una identidad y de una apropiación de sus nuevos entornos, vinculados a la construcción de proyectos de vida, en donde se exploten los conocimientos y potencialidades que han adquirido las comunidades desplazadas para el desarrollo de actividades económicas que propicien una vida digna. El escenario de la identidad social resulta ser de gran importancia en cuanto permite al ser humano reconocerse y saber quién es, en cuanto se relaciona con quienes construye realidades sociales que lo afectan. Por tanto, la identidad se desarrolla en dos planos, el individual y el colectivo. En este orden de ideas, como lo señala Castillejo, citado por el profesor Alfredo Correa (2009):

“El desplazado nace de un espacio incierto, del terror, del silencio y lo oculto; de la impunidad de la masacre. Es predefinido por la violencia que le dio origen: la guerra, la captura y la expulsión impuesta por un primer rechazo... es su vaguedad, la pérdida de lo absoluto y de la identidad, lo que lo hace casi inidentificable, pues nadie sabe con certeza definir conceptualmente un desplazado. Ellos, los hombres y mujeres desplazadas, provienen del mundo de lo irracional y entran por efecto directo, en el mundo de la locura, la soledad y la pérdida. [Éste] es un estado de liminalidad forzada [entiéndase esto como el estado entre ni adentro ni afuera, ni aquí ni allá], desritualizada. El problema del desplazamiento en Colombia plantea, en otra perspectiva, la multiplicación de lo liminal, de lo depositario y del espacio como espacio de coexistencia con lo ambiguo”. (pp. 67-68).

Por consiguiente, el desplazado pierde su autonomía y capacidad de acción política, luego de sufrir una ruptura de lo que denomina Zigmunt Bauman “hábitats de significado” (p. 97) (proceso cultural en las relaciones sociales), dada la pérdida de su territorio, sus redes sociales y sus procesos de acción colectiva (patrimonio histórico, social, político y cultural), en medio de situaciones de desventaja e indiferencia. Se ve obligado entonces a construir nuevos proyectos y dinámicas para preservar su vida, cargando consigo su propia historia, sus pesares, “quién era” y “qué hacía”.

El desplazado “se enfrenta así, a la necesidad de repensarse, de construir una nueva realidad que le dé nuevas oportunidades para vivir” (p. 68); sin embargo, esa posibilidad de reconocerse y repensarse, así como de ser reconocido, se va perdiendo en medio del miedo, de la pérdida de la relación reproductiva entre su vida cotidiana y el espacio, al tener que entablar relaciones con otros, con los que se tienen encuentros cortos, excluyentes, indiferentes e incluso amenazantes para la víctima del conflicto armado.

En cuanto a los miembros de las comunidades receptoras, que ya se han apropiado del territorio que los identifica y en el cual han construido su historia, se muestran reacios a aceptar que extraños a ellos quieran ocuparlo, aún más cuando desconocen su origen y qué efectos pueda producir su presencia en el desarrollo cotidiano de sus vidas (p. 82).

Se producen entonces controversias entre las comunidades receptoras y los desplazados. Los primeros, considerándose “superiores”, terminan marginando y estigmatizando a los desplazados. Es así como el grupo establecido repele lo que cree una amenaza para su superioridad humana, rechazando continuamente y humillando al otro grupo. Lo anterior se suma a la presencia de situaciones límite, las dificultades para el auto sostenimiento y satisfacción de las necesidades básicas para su subsistencia, y refleja el estado de desprotección y desolación en el que viven las personas en proceso de desplazamiento, que no termina con su asentamiento, pues una vez han logrado establecerse y organizarse socialmente en algún lugar de la urbe, “vuelven a ser blanco de señalamientos, dado los estereotipos que se han convertido en representaciones sociales respecto a esta clase de actividades” (p. 96). Esta situación evidencia que el conflicto no se reduce a los lugares de origen, pues logra mutar y manifestarse en otras formas de violencia como, por ejemplo, en la producción de una nueva forma de desplazamiento, el desplazamiento intraurbano.

Ahora bien, en cuanto a la reubicación, si bien el retorno significa la esperanza que se mantiene durante largo tiempo en el imaginario de la mayoría de las víctimas del desplazamiento, lo cierto es que, ante la falta de voluntad política y presencia del Estado, el reasentamiento en la ciudad de llegada es el camino a seguir. La mayoría de los desplazados se hacen invisibles ante el Estado e incluso ante la sociedad, lo que califica Correa (2005) como el proceso de pérdida de personalidad jurídica. Este inicia cuando la víctima no cuenta con los documentos para identificarse, al haber sido abandonados en medio de los actos violentos por los cuales tuvieron que huir de sus lugares de residencia o cuando han preferido mantenerse en el anonimato por temor a represalias o ataques a su integridad, lo que significa un obstáculo para reasentarse, recibir ayudas humanitarias o incluso para realizar solicitudes de restitución de sus territorios (Correa, 2005, p. 105). De este modo, el Estado se vuelve incapaz de restablecer los derechos de quienes han sido desplazados y de subsanar su estado de vulnerabilidad.

Este proceso de reasentamiento, en lugar de generar un espacio de reintegración, impone que el desplazado deba enfrentarse entonces a la falta de un entorno que le permita vivir de la mejor manera posible sin ser atacado moral o legalmente, a la falta de oportunidades para apropiarse del nuevo entorno en el que vive y de construir nuevos proyectos de vida, asegurándole su “condición de ser humano”, esto es, “la condición primaria de identidad natural” (Correa, 2009, p. 99). Sin embargo, la realidad es que en ese proceso de reasentamiento lo que hay es una lucha constante del desplazado por sobrevivir y por ser reconocido socialmente, libre de estigmas, señalamientos y amenazas. Esta historia de sobrevivencia comienza con la búsqueda de un lugar donde habitar, lo que generalmente se da fuera de la intervención institucional y en sitios invisibilizados socialmente.

La crónica continúa con la necesidad de encontrar una actividad económica, que para muchos, y dados sus pocos conocimientos en actividades distintas a las rurales, termina dándose en el circuito informal de la economía del que vive gran parte de la ciudad real. Esta realidad, genera en el desplazado unas condiciones de liminalidad, pues siente “que no pertenece a la ciudad, pero sí la tiene que sufrir; no pertenece a las comunidades de arribo, pero su nuevo espacio existencial está allí; y tampoco se hace parte de los actores en conflicto, pero su violencia se lleva como lastre” (p. 105). Finalmente, las familias desplazadas terminan acomodándose a este nuevo asentamiento en donde se ven obligados a asimilar y reconocerse en su condición de “ser-estar” (p. 172) desplazado, tener que vivir en otro lugar y con otros sujetos con los cuales tendrá que convivir y allí encontrarle sentido a su vida y su futuro con dinámicas distintas y resilientes.

Así las cosas, el desplazado está lejos de ser actor fundamental de su propio proceso, pues si bien es cierto que mediante la intervención del Estado se ha logrado asentar a algunas familias, el apoyo estatal se reduce a un asistencialismo de tipo “vertical descendente”, en el cual la institución es un externo que disgrega o margina, reubicándolas en lugares fuera del perímetro de la ciudad, como en el caso de Cartagena (p. 169). Todo lo anterior plantea reflexiones que deben realizarse en el plano de la situación del desplazamiento con el fin de erradicar esa cadena de tragedias que deben sufrir las víctimas de este fenómeno desde el momento en que dejaron sus tierras.

Se plantea entonces, la necesidad de consolidar proyectos desde el ámbito social, que entiendan la importancia del ambiente social como un elemento constitutivo de la dignidad humana que representa la cultura y la diversidad de las comunidades que se han visto afectadas. Se trata así de generar proyectos no meramente asistencialistas, sino planteados de manera que permitan dotar a las familias desplazadas de sentido de futuro y reconstruir el tejido social. Por tanto, se requiere que la formulación de programas y proyectos para la población desplazada sea diseñada y construida con su participación, es decir, que se les permita ser actores fundamentales de su propio proceso, en los cuales se tenga en cuenta sus formas tradicionales de organización para la realización de sus proyectos de vida. La reconstrucción del tejido social está encaminada al cumplimiento y garantía de los derechos humanos y con ello al desarrollo de una vida digna, lo que implica que las víctimas puedan tener acceso a la verdad y al conocimiento, es decir, a la memoria social e histórica, que les permita aceptar lo vivido, hacer su duelo, superar la impunidad y así resignificar sus vidas (Correa, 2005, p. 172). Como lo explica el profesor Alfredo Correa (2005):

“El olvido es la negación de hechos dolorosos o molestos, es una forma de evasión para no asumir las consecuencias de ciertos momentos vividos. El olvido social, el olvido de las causas estructurales del conflicto social y armado, no hace más que perpetuar el retorno a las causas primigenias que le dieron origen al problema”. (p. 148)

La construcción de memoria histórica también permitirá identificar las causas del desplazamiento, con el objeto de ponerle fin a esta situación y establecer diálogos que conlleven a nuevas convivencias, ya sea dirigidas al retorno o bien al reasentamiento (Moya y Vega, 2019, p. 26). En este contexto, se hace evidente la falta de interés del gobierno de turno, pues la inversión que ha destinado en materia de restablecimiento ha sido restrictiva e insuficiente para satisfacer las necesidades de mayor número de desplazamientos forzados registrados en el país; si bien ascendió la asignación de recursos para la atención del desplazamiento forzado por parte del Gobierno, lo cierto es que, “la cobertura en estabilización socioeconómica fue del 19.5% y el cumplimiento de la meta del 31.6%; la cobertura en vivienda fue del 3.7% y la meta se cumplió sólo en el 11.4%” (ACNUR, 2002, p. 19). Los recursos, en su mayoría para los proyectos de reubicación, como en el caso de Revivir de los Campanos, provienen de la Cooperación Internacional.

 Ahora bien, no existe integración, integralidad ni coordinación entre las entidades estatales encargadas de la restitución de los derechos de las víctimas del desplazamiento forzado, reduciendo su atención a una especie de asistencialismo vertical y a la mirada compasiva en el entendimiento de la situación. Además de lo anterior, Alfredo Correa, citado por Moya y Vega (2019), pone en evidencia que existe una serie de obstáculos que impiden la protección humanitaria, dada la limitación práctica de la normatividad desarrollada a nivel nacional para hacer frente a la problemática del desplazamiento, como lo señala de la siguiente manera:

“Entonces, como la función de la ciencia jurídica es intentar armonizar las relaciones sociales de los individuos a través de acuerdos de voluntades, que vienen a ser las leyes y los derechos; éstas no pueden seguir siendo el resultado de las abstracciones que desconocen los acontecimientos sociales y las causas estructurales que los originan”. (Correa, 2005, p. 70).

Por consiguiente, a falta de estrategias que permitan mejorar las condiciones para el autodesarrollo y el acceso a tierras laborables, Alfredo Correa propone establecer con el INCODER y con las distintas instituciones que convergen en los temas del campo, bancos de tierras que posibiliten al desplazado el acceso a predios de igual valor a los abandonados en su lugar de origen para el desarrollo de proyectos productivos agropecuarios, así como la planeación de programas de capacitación para el desarrollo de los mismos, la generación de empleos de emergencia e incentivar empresas comunitarias competitivas con la ayuda de instituciones como el SENA (Correa, 2009, p. 185).

Adicionalmente, señala la importancia en el manejo oportuno de los tiempos en los procesos de restablecimiento, pues dejar espacios temporales entre el momento de atención de la emergencia y el restablecimiento implica permitir la llegada de prácticas clientelistas que terminan contaminando los proyectos. Por todo lo anterior, Alfredo Correa (2005) expone de manera clara, que el país requiere incentivar el diálogo para el desarrollo de una democracia, en la que los conflictos sean oportunidades para vivir inteligentemente en ellos, pues “sólo un pueblo escéptico sobre la fiesta de la guerra y maduro para el conflicto es un pueblo maduro para la paz“ (Correa, 2005, p. 70).

Finalmente, queda claro que los aportes resultantes de las investigaciones a las cuales se dedicó el profesor Correa han resultado de gran valor para el entendimiento del desplazamiento y la situación de las víctimas, pues es de allí de donde surgen inquietudes, reflexiones y propuestas que permiten reforzar y formular políticas públicas para la superación de este hecho social. Por ello insistió en que debían dinamizarse e incentivarse las acciones investigativas de corte social, por parte de la academia y de las redes de investigación sobre el desplazamiento en Colombia (Correa, 2009, p. 185).

2.3. La situación del desplazamiento forzado en los departamentos de Atlántico y Bolívar entre 1998 y 2015

El presente estudio sobre desplazamiento forzado en Atlántico y Bolívar, parte de la compresión de este fenómeno en su relación con el conflicto armado, por lo que se considera que este responde a las circunstancias de la guerra y la política del país, por tanto, el ciclo histórico de violencia comprendido entre los años 90s y 2015, corresponde al recrudecimiento del conflicto armado en el país, dado el fortalecimiento de la guerrilla, la implementación del Plan Colombia, la organización de las AUC en la región, la lucha por el control de los territorios, especialmente de los Montes de María, y la política de Seguridad Democrática. Sin embargo, a efectos de estudiar con mayor detalle el fenómeno del desplazamiento durante esta época, se partirá del año 1998, dado que a partir de 1997 se establece la primera recopilación oficial de datos sobre el desplazamiento forzado en Colombia, administrada por el Ministerio del Interior y de Justicia.

Siguiendo en esta misma línea, existe un segundo ciclo de violencia política en el país, relacionado con el fenómeno objeto de este estudio, que estaría comprendido entre 2015 y la actualidad, toda vez que se corresponde con el inicio de las diálogos de paz en La Habana, desde cuando la dinámica de la violencia en Colombia cambió radicalmente, dado que los ataques generales a la población civil, como masacres, disminuyeron considerablemente, para dar paso a ataques selectivos dirigido hacia líderes sociales, incluyendo especialmente a aquellos que buscan la materialización efectiva de la restitución de tierras, defensores de derechos humanos y ex integrantes de las FARC-EP, firmantes del Acuerdo Final.

En este sentido, la región del Caribe, a pesar de haber sido catalogada por años como un territorio pacífico, sufrió el flagelo de la violencia tanto en zonas rurales como urbanas, convirtiéndose estos, en lugares de expulsión y otros de recepción de víctimas del desplazamiento forzado. Así, de acuerdo con la Red de Solidaridad Social, entre 1991 y 2000, el desplazamiento en la región significó el 29,76% de los desplazados del país.

2.4. Cómo vivió el departamento de Bolívar el desplazamiento forzado

Para el período comprendido entre enero 1995 hasta mayo de 2003, se reportaron 210.468 casos de desplazamiento forzado, población que provenía principalmente de los municipios de San Juan Nepomuceno, San Jacinto, Marialabaja, Carmen de Bolívar, Turbana, Turbaco, Arjona y Zambrano, tal como se muestra a continuación, a partir de una consolidación de datos realizados entre 2004 y 2014, por el Centro de Memoria Histórica (2015, pp. 240-243):

• Carmen de Bolívar: registró 115.154 personas desplazadas, 81.184 hectáreas abandonadas, para un porcentaje de afectación de área del municipio de 90.2%.

• San Jacinto: se reconocieron 32.347 personas desplazadas, 23.122 hectáreas como abandonadas y el 53.3% de afectación del área del municipio.

• María la Baja: 29.394 personas en situación de desplazamiento, 13.561 hectáreas abandonadas y un 26.20% de afectación total del municipio.

• San Juan Nepomuceno: presentó un total de 26.685 personas desplazadas, 16.898 hectáreas abandonadas y una afectación del municipio del 26.50%.

• Córdoba: alcanzó un total de 26.620 personas desplazadas, 7.525 hectáreas abandonadas y el 13.10% de afectación al área del municipio.

• Zambrano: 18.035 personas desplazadas, 13350 hectáreas abandonadas y un 46.5% de afectación al área del municipio.

Mientras que en 1996 el departamento de Bolívar había sido catalogado como el décimo sexto departamento expulsor de población, para mayo de 2003 fue considerado como el segundo mayor expulsor de población a nivel nacional, alcanzando una cifra de 210.468 casos de desplazamiento forzado.

En el periodo comprendido entre 1994 y 2002, los grupos paramilitares del Magdalena Medio dejaron atrás su misión defensiva e impulsados por la creación de las AUC se expandieron hacia el sur de Bolívar, región que venía siendo controlada por el ELN desde finales de los años setenta (Daniels y Pombo, 2001, p. 65), dada su riqueza en recursos naturales, especialmente recursos mineros, su posición geográfica estratégica para refugiarse y escapar. Con posterioridad, debido a la presencia del frente 24 de las FARC, la región afectada se extendió hacia los municipios de Mompox, Magangué, María la Baja, Carmen de Bolívar, San Jacinto y San Juan Nepomuceno.

De manera similar, durante esta misma época, los grupos paramilitares de Urabá y Córdoba se desplazaron hacia los Montes de María, lo que determinó que la zona sur de Bolívar y los Montes de María fueran la zona de asentamiento de la lucha paramilitar.

2.4.1. Montes de María

Esta es una subregión que se encuentra ubicada en el golfo de Morrosquillo, en los departamentos de Bolívar y Sucre, en la que habita población campesina, indígena y afro descendiente en su mayoría, quienes a su vez representan la mayor cantidad de personas de la subregión bolivarense que ha sido desplazada. Las guerrillas del EPL, el ERP y el ELN ocuparon inicialmente este sector (años setenta) y posteriormente lo hicieron las FARC-EP, dada su ubicación estratégica para instaurar zonas de retaguardia como sucede, por ejemplo, en las zonas rurales de los municipios de San Juan Nepomuceno, El Carmen de Bolívar y San Jacinto, al tiempo que se trata de un corredor que comunica el interior del país con la Costa Caribe.

Esta situación había ocasionado algunos desplazamientos, por el temor que generaban los esporádicos enfrentamientos armados entre las fuerzas del Estado y los grupos insurgentes; sin embargo, la cantidad de casos hasta el año 1996 no era alarmante.

A partir de 1997 los niveles de expulsión en la región empezaron a hacerse notorios, debido a la estrategia expansionista de las AUC, que fraguó un plan estratégico para obtener el control de los corredores viales del golfo de Morrosquillo y, especialmente, de los Montes de María. De esta manera se abría la posibilidad de traficar fácilmente cocaína, como ocurrió años después, y atacar a los frentes del EPR, ELN y las FARC ubicados en la zona, conformándose de esta manera el Bloque Montes de María (BMM), dirigido por Rodrigo Mercado Pelufo, alias Cadena.

Estos grupos paramilitares, legalizados a través de las Convivir, empezaron a ser financiados por terratenientes y políticos de la región, en respuesta a la descentralización política y administrativa que amenazaba con acabar el orden político clientelista instaurado. También se buscaba evitar que los campesinos favorecidos con tierras tras la reforma agraria propiciada por el INCORA (Fundación Ideas para la Paz, 2011, p. 10), mediante la cual se subdividieron grandes fincas, fueran finalmente adjudicatarios de estos predios, amedrentando a la población mediante amenazas, expulsiones forzadas y masacres, con lo cual los grupos paramilitares pretendían eliminar las redes de apoyo político y logístico de la población a las guerrillas.

Lo anterior explica por qué en los años 1997 a 2000 se incrementó exponencialmente el número de desplazados en los Montes de María. Sin embargo, la cifra más alta se presentó en el año 2000, alcanzando un número de casos mayor a los 26.529 (Red de Solidaridad Social, 2003) como consecuencia de la intensificación de la lucha entre guerrilla y paramilitares por el dominio de la zona. Por su parte la guerrilla empezó a atacar supuestos lugares de colaboración y dominio paramilitar, mediante asesinatos selectivos, afectando a la población civil, mientras que los paramilitares, con la misma intención, provocaron masacres, y desplazamientos forzados, especialmente en zonas como veredas y corregimientos que eran de utilidad para las unidades guerrilleras. Adicionalmente, limitaron y afectaron la movilidad de alimentos, destruyeron bienes de la población, infringieron torturas y violaciones sexuales, mientras se imponían en el territorio. Es en este momento en el que se agudiza el conflicto armado en Colombia, lo que en palabras de Alfredo Correa (2009):

“(…) hace que todos los grupos armados en competencia intensifiquen las presiones sobre la población, extremando las demandas de lealtad, obediencia y silencio así como las extorsiones y los secuestros, con lo cual las alternativas para los pobladores que no son objeto directo de las órdenes de desalojo sea la de huir o la de acomodarse temporalmente a la nueva situación, lo que mantiene un flujo continuo de desplazamientos masivos y aluviales con destinos urbanos y extra regionales que sigue en la geografía los avances y retrocesos de los actores armados, y que sólo en casos excepcionales permiten retornos o permanencia en las cabeceras municipales de la misma región. Estas zonas en disputa entre poderes alternativos son las que presentan formas de desplazamiento forzado masivo y definitivo y de las cuales proviene la mayor cantidad de personas desarraigadas”. (p. 79)

Entre las masacres perpetradas por los paramilitares está la de El Salado10, en el municipio de Carmen de Bolívar, ocurrido entre el 16 y 21 de febrero del año 2000 y la de Macayepo11, en ambos casos, como quedó demostrado judicialmente, con el apoyo activo u omisivo de la Fuerza Pública y algunos políticos, lo cual causó el desplazamiento masivo de campesinos a las cabeceras municipales de Carmen de Bolívar, Ovejas y Sincelejo, y dejó como mensaje que todo aquel que conviviera con la guerrilla sería torturado y masacrado. De este modo, los paramilitares en el año 2000 y 2001, con el apoyo de la Fuerza Pública fueron arrebatando el control de la zona a las guerrillas, posicionando el municipio de El Carmen de Bolívar como el principal expulsor de población del departamento, en el cual de 17 corregimientos con el que contaba el municipio solo 7 seguían habitados (Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH, 2003, p. 15).

Mediante la expedición del Decreto 2002 de 2002, el Gobierno Nacional, dentro del marco de la Política de Seguridad Democrática, declaró como zona de rehabilitación y consolidación la subregión de los Montes de María, con el fin de desarticular las redes guerrilleras operantes en el sector, para lo cual se crearon escuadrones contra guerrilleros, se fijaron unidades de soldados campesinos en la zona y se facultó al Gobierno para tomar medidas excepcionales que incluso podrían afectar el goce y disfrute de algunos derechos y libertades, como los de residencia, circulación e intimidad, bajo el lema de búsqueda del restablecimiento del orden público. Los ciudadanos se veían obligados a informar previamente sobre sus desplazamientos y residencia. En razón a lo anterior, la Corte Constitucional en Sentencia C-1024 de 2002, declaró inexequibles los artículos 1, 3, 7,12 y 25 del Decreto.

Cabe resaltar especialmente el artículo 3 del Decreto 2002, que autorizaba a la Fuerza Pública, el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), y a los organismos que contarán con atribuciones permanentes de policía judicial, a realizar la captura de personas sospechosas sin autorización judicial, cuando existieran circunstancias que impidieran su solicitud, hubiese la necesidad de proteger un derecho fundamental que estuviese en inminente peligro y existiera una urgencia insuperable, pues se hizo evidente que con este, existía una posible intención de persecución a personas, sin el cumplimiento de requisitos legales. Si se reflexiona un poco en lo anterior, se encuentra que esto está relacionado con el crimen contra el profesor Alfredo Correa de Andréis, luego de haber sido seguido ilegalmente, fotografiado y señalado por parte del director seccional del DAS, Javier Alfredo Valle Anaya y que finaliza con su homicidio el 17 de septiembre de 2004, del cual fue declarado autor mediato el exdirector del DAS, Jorge Aurelio Noquera Cotes (Consejo de Estado, 2018, 6 de noviembre de 2018).

Si bien las guerrillas fueron obligadas a salir hacia las periferias de la región y el paramilitarismo estaba en supuesta inactividad por los acuerdos con el Gobierno, los desplazamientos y asesinatos individuales continuaron. Entre los años 2000 y 2004 se documentaron otras 16 masacres, causadas en su gran mayoría por paramilitares, dejando un saldo de 116 víctimas (CNMH, 2018, p. 62). Tras las negociaciones con el Gobierno en el 2005, los bloques La Mojana y Héroes de los Montes de María, se desmovilizaron y dada la desintegración del frente de las FARC, luego de que su dirigente, Martín Caballero, fuera abatido en octubre de 2007, la violencia se redujo sustancialmente en el sector. Sin embargo, aparecieron pronto organizaciones criminales dedicadas a la extorsión y al narcotráfico, heredadas de dicha desmovilización paramilitar (neo paramilitares), conocidas como “bacrim”, convirtiéndose en nuevos actores del conflicto armado y quienes causaron el desplazamiento forzado de varias familias con el fin de arrebatarles sus tierras. (CNMH, 2013, p. 216)

2.4.2. Norte de Bolívar

Aunque esta subregión del departamento no presenta la mayor cantidad de casos de expulsión forzada, entre el 2000 y 2002, el municipio de Villanueva, por ejemplo, reportó 1.662 víctimas y Santa Rosa 1.526 (Red de Solidaridad Social, 2003). Estos desplazamientos se deben principalmente al hecho de haber sido esta una zona en la que algunos de los desmovilizados del Frente Francisco Garnica conformaron grupos armados, además de la cercanía y facilidad con la que cuentan dichos municipios para acceder a Cartagena y a territorios cercanos a Barranquilla, para el tráfico de estupefacientes e incluso para el ingreso de armas. Todo esto dio lugar al desencadenamiento de acciones violentas por parte de las AUC, como asesinatos, desplazamientos forzados directos y masacres. Sobre estas últimas, cabe destacar la masacre ocurrida en la vereda Zipacoa, Villanueva, el 8 de enero de 2001, cometida por el Bloque Norte de las AUC a cargo de Rodrigo Tovar, alias “Jorge 40”, en la que luego de reunir a todos los pobladores en la plaza, se seleccionaron 4 personas señaladas de ser guerrilleros reinsertados, entre ellas un menor de edad, para ser asesinadas posteriormente en la vía que comunica con Arenal (Rutas del Conflicto, 2019) y que generó el desplazamiento de la mayoría de su población hacia la cabecera municipal.

2.5. Cómo vivió el departamento del Atlántico el desplazamiento forzado

En Colombia, la Costa Caribe, comprendida por los departamentos de Atlántico, Guajira, Bolívar, Córdoba, Sucre, Magdalena y Cesar, tiene la cifra de desplazados más alta y ha registrado entre 1999 y 2005 un total de 578.095 personas en condición de desplazamiento. Con todo, debe señalarse que Atlántico resultó ser para la opinión pública un departamento más receptor que expulsor. Así se reportó que para el año 2000 Atlántico recibió 13.449 personas, mientras fueron expulsadas 142; para el año 2001 la cifra de recepción fue de 15.575, mientras que la de expulsión fue de 374; en el 2002 llegaron al departamento 12.378 personas y salieron 338; en el 2003 arribaron 6.376 y dejaron el departamento 291, y en 2004 5.712 personas llegaron, mientras que alrededor de 312 fueron expulsadas del mismo, siendo Barranquilla el municipio que ha recibido más de 28.000 personas, esto es, más del 50% de la población desplazada durante estos periodos (Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo Oral del Circuito de Bogotá, 2018, sentencia del 30 de noviembre, expediente No. 2017-0054, p. 4).

Sin embargo, lo cierto es que las cifras que se han dado por los diferentes organismos del Estado han sido cuestionadas, pues resultaron ser totalmente distintas a las mencionadas por organizaciones de la sociedad civil y, en especial, a las presentadas por ACNUR en Colombia (Centro de Investigación y Educación Popular/Programa por la Paz, 2016, p. 17). Ahora bien, como se señaló anteriormente, el departamento del Atlántico y en particular la ciudad de Barranquilla, se convirtieron en una zona de recepción y reasentamiento para diversas personas y comunidades que buscaban huir de la violencia, con el principal objetivo de salvaguardar sus vidas. La mayor parte de la población desplazada que migraba forzosamente y se asentaba en el departamento del Atlántico, provenía de los departamentos de Antioquia (Urabá), Bolívar, Sucre y Chocó.

Así, por ejemplo, durante el año 2000, luego de la masacre de El Salado (Bolívar), más de “15.000 personas se desplazaron hacia los municipios de Carmen de Bolívar, Turbaco, Arjona, Cartagena (Bolívar), Ovejas y Sincelejo (Sucre) y Barranquilla (Atlántico), entre otros” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2000, párr. 47). Del mismo modo, luego de la masacre de más de 60 personas el 22 de noviembre de 2000 en Nueva Venecia, Sitionuevo (Magdalena), se desplazaron 4.000 pobladores de este corregimiento y de las veredas cercanas, a los municipios de Ciénaga, Puebloviejo, Tasajera y Palmira (Magdalena) y Sabanagrande, Ponedera, Soledad, Malambo y Barranquilla (Atlántico) (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2000).

Sin embargo, aunque el departamento no registraba enfrentamientos entre los diferentes actores del conflicto armado y se consideraba como un oasis de paz, Atlántico fue, sin duda, escenario de acciones violentas por parte del paramilitarismo, como lo señalaron las autoridades policiales de la época. Estas consistieron primordialmente en asesinatos y persecuciones selectivas de personas a las que se les acusaba de tener afinidad con la subversión (Centro de Investigación y Educación Popular/Programa por la Paz, 2016, p. 15). Para el año 1997, la Defensoría del Pueblo advirtió que en el “departamento del Atlántico se estaba viviendo en esos momentos una guerra no declarada, es decir, una contienda subterránea, aunque la problemática era totalmente diferente a la de los departamentos del interior del país” (Monroy, 2017).

Aun así, prevaleció la idea de que el Atlántico era un territorio de paz, lo que desde 1996 atrajo a personas que salieron de sus casas huyendo de la violencia generada por el conflicto armado; sin embargo, para esta época el desplazamiento forzado era apenas un fenómeno que se empezaba a manifestar y no lograba comprenderse. El periódico El Heraldo señaló en 1996 (CINEP y PPP, 2016, p. 15), que surgieron proyectos por parte de la administración pública del departamento, entre ellos, el de crear un municipio en el que pudiesen vivir los desplazados que recién llegaban, lo que generó controversias, pues se consideraba que la propuesta no solucionaría la crisis humanitaria, sino que por el contrario generaría más pobreza. También se planteó la posibilidad de crear un diálogo regional que respondiera a la problemática del desplazamiento forzado, a lo que la sociedad atlanticense respondió con indiferencia o con desprecio:

(…) lo grave de este desplazamiento es que mientras en el pasado la gente que migró a Barranquilla le aportó mucho a su desarrollo, los del presente generan problemas de vivienda, desempleo y mucha pobreza, producto de su condición de desplazados (…) están saliendo sin nada, nada más con sus vidas incrementando los problemas ya que no vienen a aportar al devenir económico de la ciudad, sino a que la ciudad les brinde un apoyo que no encuentran en las zonas afectadas por la violencia. (CINEP y PPP, 2016, p. 16).

Con el pasar de los años y el incremento del número de desplazados que arribaban al departamento, los organismos de vigilancia, así como las autoridades departamentales y locales solicitaron asignación presupuestal al Gobierno Nacional para enfrentar la crisis, mientras que los grupos organizados de desplazados, mediante la toma de plazas e iglesias, visibilizaron su problemática ante el Concejo Distrital de Barranquilla. Esta situación finalmente dio lugar a que, en Barranquilla, con el fin de atender la crisis de los desplazados en la región y prevenir la aparición de nuevos casos como consecuencia del conflicto armado, se llevara a cabo una misión de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados que concluyó en el año 2011 (p. 17). Hasta ahora, el Registro Único de Víctimas reporta un total de 227.197 personas desplazadas por el conflicto armado, que llegaron al departamento del Atlántico entre 1996 y 2015.

Hubo una variación constante en la situación de desplazamiento forzado en el departamento, siendo el 2000 el año con mayor número de casos registrados, esto es, 3536 casos y el año 2006 cuando inicia el descenso, con un total de 13275 casos como lo refiere el Centro de Investigación y Educación Popular/Programa por la paz. (2016, p18). En cuanto a la expulsión de personas del departamento, si bien se presenta un número menor de casos frente a la recepción, existen registros desde el año 1996 que evidencian que el departamento sí sufrió el paso del conflicto armado y la violencia política, siendo su pico más alto el registrado en el año 2004, por lo que “el desplazamiento forzado en el departamento evidenció una realidad que a juicio de muchos era mejor ocultar, para continuar con el imaginario de ser el único oasis de paz en la región y, por qué no, del país.” (p. 18)

Para el año 2015 ya se habían presentado a la Unidad de Restitución de Víctimas 237 solicitudes de restitución de tierras y predios, que habían sido despojados a pobladores del departamento (El Tiempo, 3 de junio de 2015). Señaló la directora de la Unidad de Víctimas del Atlántico de la época, Ella del Castillo, que estas 237 solicitudes corresponden a varios municipios del departamento, entre ellos el de Ponedera, con 84 demandas y Barranquilla con 40 casos. El municipio de Manatí reportó despojos propiciados por personas al servicio de los Castaño, como lo aseguró Del Castillo, mientras que, en sectores costeros, como Piojó, hay casos en los que participaron paramilitares constriñendo a pobladores a vender sus terrenos por precios insignificantes y a desplazarse (El Tiempo, 3 de junio de 2015).

El municipio de Repelón, por su parte, el 31 de diciembre del año 2000, durante las celebraciones de año nuevo, vivió una masacre perpetrada por el Bloque Norte de las AUC, guiados por Luis Alfredo Villarreal Barrios, alias “Papa”, portando prendas de uso privativo de las Fuerzas Militares, en la cual fueron asesinadas cuatro personas (Fiscalía General de la Nación, 2009). Este suceso, junto con el accionar de este mismo Bloque, en colaboración con la Policía Nacional, causó más de 16 casos de desplazamiento hasta el año 2003 (Verdad Abierta, 10 de enero de 2014). En Soledad, por su parte, a pesar de ser uno de los municipios más afectados por la presencia de paramilitarismo, sólo se habían presentado 12 solicitudes de restitución hasta el año 2005; sin embargo, se considera que no es la totalidad de los casos y que no se han presentado más solicitudes porque las víctimas, especialmente las del sur del Atlántico, no cuentan con las condiciones para trasladarse hasta Barranquilla para instaurar acciones que les permitan solicitar la restitución de sus tierras.

2.6. Balance de la desmovilización de los grupos paramilitares y sus efectos en Bolívar y Atlántico

A partir del año 2002, el gobierno colombiano de la época promovió un marco normativo con la finalidad de generar negociaciones con los grupos armados que operaban en el país. Como resultado de dicha iniciativa, el 15 de julio de 2003 se suscribió el acuerdo de Santa Fe de Ralito, el cual preveía la desmovilización gradual de los grupos paramilitares vinculados a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en distintas zonas del país. Fue así como en el mes de julio de 2005, en el Departamento de Bolívar, específicamente en la subregión de los Montes de María, se desmovilizó el grupo paramilitar denominado “Bloque Héroes de Montes de María”, al cual se le atribuye, entre otros delitos, la masacre de Macayepo y de Chengue, en los departamentos de Bolívar y Sucre, respectivamente. Con posterioridad a la celebración de los procesos de desmovilización entre el Gobierno Nacional y las denominadas Autodefensas Unidas de Colombia, el Gobierno generó un marco legal denominado el “postconflicto”, como aparente mecanismo de justicia transicional. Este régimen estuvo enmarcado por una nueva evolución del conflicto armado interno y el incremento de diversas expresiones de violencia que se tradujeron en el agravamiento del fenómeno del desplazamiento interno forzado.

La reactivación del fenómeno del desplazamiento interno forzado, posterior a los procesos de desmovilización paramilitar gestados entre 2002 y 2006, obedeció, por un lado, a las deficiencias de los mismos procesos, que por su concepción permitieron que los actores paramilitares volvieran a reorganizarse para conformar nuevos grupos armados ilegales, los cuales buscaban mantener o disputarse el control de zonas del tráfico y comercio de drogas ilegales; y por otro lado, bajo la política de “Seguridad Democrática” originada por el Gobierno de Álvaro Uribe, se propuso recuperar el control territorial de diversas zonas del país por parte del Estado, dando lugar a la intensificación de los enfrentamientos entre las Fuerzas Militares y los grupos armados ilegales, lo cual generó una escalada del conflicto interno armado y con ello la afectación de los derechos de la población civil. Los verdaderos efectos del proceso de desmovilización paramilitar en Colombia se pueden resumir en que un importante número de agentes paramilitares desmovilizados retomaron (o nunca abandonaron) las estructuras de poder criminal que históricamente habían manejado, reorganizándose con la finalidad de seguir operando mediante otras estructuras armadas, las cuales buscaban y se disputaban el control de zonas del tráfico y comercio de drogas ilegales, convirtiéndose en una amenaza contra las comunidades. Por esta razón, los efectos de la violencia, en especial los del desplazamiento forzado, no variaron significativamente como se analizará a continuación.

A pesar de la desmovilización de los grupos paramilitares desde el año 2000, las bacrim o neo paramilitares se convirtieron en los nuevos actores armados del conflicto, a quienes se les atribuyen actos de violencia en contra de la población civil, como el despojo de tierras y el desplazamiento de familias y comunidades enteras (CNMH, 2013, p. 216). En 2008, según informó el Observatorio del Conflicto de la Corporación Nuevo Arco Iris, se ejecutaron la mayor cantidad de ataques en los Montes de María durante toda la historia del conflicto, mientras que las bacrim atemorizaban a la población civil. Distintas sentencias de juzgados de restitución de tierras han evidenciado una relación entre las masacres, los desplazamientos, el interés por la tierra y el éxodo provocado por el paramilitarismo. Por ejemplo, en los Montes de María estos actores perpetraron numerosas masacres, torturas, desapariciones forzadas y violaciones sexuales; todo lo anterior se facilitó, además, por los mecanismos que legalizaron de algún modo los despojos de tierras con la colaboración de jueces, de empleados del Incora o del Incoder, de algunas notarías y oficinas de catastro, tras la cooptación paramilitar de la institucionalidad en Colombia. Lo anterior resulta aún más preocupante si se tiene en cuenta que las regiones que fueron designadas como zonas de consolidación territorial derivadas del Plan Nacional de Consolidación Territorial, resultaron ser focos del despojo que, además, coinciden con lugares como los Montes de María, en donde se han venido desarrollando proyectos de acumulación rentista. (CNMH, 2015, p. 218).

A partir de la intervención de algunas instituciones, del apoyo de distintas ONG y de la cooperación internacional, se logró visualizar en el momento posterior a la desmovilización de las AUC la compraventa masiva de tierras abandonadas en regiones con altos índices de desplazamiento causadas por el conflicto, como en el Catatumbo, en Urabá, Magdalena Medio y Montes de María. Así, por ejemplo, como lo estableció la Corte Constitucional en Sentencia T-699 de 2011, desde 2007 se denunció la compra masiva de terrenos en los Montes de María, especialmente en los municipios de Carmen de Bolívar, San Jacinto, Zambrano y San Juan Nepomuceno, que tenía como fin establecer megaproyectos agroindustriales como plantaciones de palma. Al respecto, uno de los líderes campesinos del sector expresó:

“En este nuevo periodo, otros método han sido los macroproyectos. Aquí se están gestando dos macroproyectos: uno en la zona de San Onofre y [otro en] María la Baja: el de la palma, entonces son empresas, algunas buscan tierra en esta zona como aguja en un pajar. Emplean formas de presión hasta que [les] entreguen la parcela”. (CNMH, 2010, p. 257).

En razón a lo anterior, en el año 2008 el Comité Departamental de Atención Integral a la Población Desplazada de Bolívar emitió una declaración de riesgo de desplazamiento. Tras la denuncia del congresista Iván Cepeda, testimonios recogidos por el periódico El Tiempo, y la información de registros en cámaras de comercio, se evidenció que más de 75.000 hectáreas de campesinos del sector de los Montes de María habían sido ya adquiridas por empresarios antioqueños. Dichos empresarios de la élite antioqueña, resultaron beneficiados con la adquisición de más de 3 millones de hectáreas de tierras, entre ellos se encuentra Álvaro Echeverría, quien adquirió más de 9.600 hectáreas, luego de “oír a un funcionario del Gobierno, mientras montaba caballo con el presidente Uribe, en la Navidad del 2006” (El Tiempo, 2 de octubre de 2010). Sin embargo, Echeverría ha sido calificado como “un experto en sacar provecho a la guerra” (Alsema, 2020), pues desde el año 2001, en medio de atrocidades cometidas por las AUC, adquirió tierras en el departamento de Córdoba (Alsema, 2020). Según refiere Alsema (2020), se ha señalado que Echeverría “recibió la ayuda del grupo paramilitar Bloque Mineros mientras estaba en una juerga de despojo en la región del Bajo Cauca en 2002” (Alsema, 2020). Por su parte, Jairo Bayuelo, un intermediario entre los campesinos y los empresarios, afirmó que:

“Echeverría es cercano de Álvaro Uribe, son la clase alta de Antioquia… Él y su grupo de compañeros se reunieron en un lugar llamado “La Frutera” creo, en Medellín. Así fue como terminó trayendo a otros compradores como Juan José Penagos, Manuel Medina, Jairo Avendaño, Elías Hincapié, Guillermo Gaviria, Alberto Uribe y Darío Builes”. (Alsema, 2020).

Así las cosas, varios campesinos atemorizados hicieron fila en casa de Bayuelo para vender sus predios por los cuales se les pagaba entre $400.000 a $500.000 pesos la hectárea. Sin embargo, no todos los empresarios paisas recurrieron a Bayuelo; así, por ejemplo, es de conocimiento público que Aníbal Gaviria, gobernador de Antioquia, adquirió tierras con la colaboración del abogado Manuel Medina. Al respecto, se señaló en sentencia de restitución de tierras que,

(…) en el caso particular de la familia Sierra, las razones que llevaron a la señora Estela Sierra a vender la propiedad son evidentes, no sólo por el horror de los acontecimientos precedentes que ocurrieron, el accidente de su padre con las minas antipersona y la desaparición forzada de su hermano, sino por el propio entorno, donde, según el abogado de la familia Gaviria, se encontraban los tanques del ejército demostrando la amenaza inminente en la región. (Alsema, 2020)

Otro de los compradores que se registra es el señor Otto Nicolás Bula, quien fue senador en el año 2000 y quien, finalmente, fue condenado por sus nexos con el paramilitarismo. Bula habría comprado tierras en Ovejas (Sucre) y en la vereda Villa Florida, en Carmen de Bolívar (El Tiempo, 29 de marzo de 2017). Aunque en el 2004 el Comité de Atención Integral había protegido a los habitantes del corregimiento El Bálsamo, incluyendo la vereda Villa Florida, mediante la expedición de una resolución que declaró que estas personas estaban en estado de desplazamiento forzado, dejando sus terrenos fuera del comercio, cuatro años después, en octubre de 2008 esta misma entidad expidió autorización para que se transfiriera el predio a Otto Nicolás Bula. Sin embargo, la compraventa no fue registrada en el folio de matrícula inmobiliaria. Adicionalmente, es preciso señalar que,

Otto Nicolás Bula y Luz María Mora de Pérez son accionistas y miembros de la junta directiva de la Sociedad Agropecuaria Montes de María S.A. El informe de situación registral de predios rurales en los Montes de María, de la Superintendencia de Notariado y Registro, advierte que esta Sociedad realizó compras masivas de predios de origen baldío en esta región, entre 2008 y 2010, para luego transferirlas a otras sociedades ya existentes o fideicomisos. (Verdad Abierta, 12 de abril de 2016).

Tanto la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Colombia (06 de septiembre de 2016) como Verdad Abierta (12 de abril de 2016) documentaron que, en el año 2010, la señora Luz Mora transfirió la propiedad de estos predios rurales al fideicomiso constituido por Cementos Argos S.A, en la Notaría 29 de Medellín, registrándose por un valor de $47.907.000. Cementos Argos, que se apropió de 6.600 hectáreas en los municipios de Carmen de Bolívar y San Jacinto, fue responsabilizado por el Tribunal de Tierras de Cúcuta de haber incurrido en un despojo jurídico, al no haberse comprobado buena fe exenta de culpa en la compra, debiendo devolver los predios al campesino reclamante. Ante las presuntas irregularidades, los magistrados compulsaron copias a la Fiscalía, con el fin de que se investigara a “las personas naturales y jurídicas que intervinieron en las negociaciones en la conformación y financiación de los grupos paramilitares de la zona” (Tribunal Superior de Cúcuta, 2016, Sentencia del 17 de febrero, p. 50), toda vez que el Tribunal Superior de Cúcuta, mediante sentencia del 17 de febrero de 2016, logró evidenciar que:

(…) el desplazamiento y despojo de los predios sirvió al propósito de concentración de la propiedad en cabeza de un único propietario a través de una triangulación de negocios que llevó a que aprovechándose de la situación de violencia se privara arbitrariamente y por ínfimos valores a los campesinos que allí eran propietarios de la Unidad Agrícola Familiar. (p. 50)

La empresa Invesa también compró tierras en esta zona, cuyos propietarios resultaron ser Álvaro Uribe Posada, Ricardo Sierra Moreno (FUCUDE, CODHES, Opción Legal, Universidad Tecnológica de Bolívar y OPDS Montes de María, 2020, p. 55), quien fundó la empresa Distrihogar y ha sido miembro también de las juntas directivas de EPM, Bancolombia, Metro y Confisura, y Christian Toro Ludeke, directivo de UNE EPM (La Silla Vacía, 23 de noviembre de 2009). En 2011, tras la expedición de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, en varias sentencias se reconoció la irregularidad de estas compras que se habían realizado entre 2008 y 2010 por empresarios antioqueños y en donde se determinó que “los campesinos que vendieron sus tierras lo hicieron forzados por la situación de conflicto armado que los desplazó y el estado de necesidad en que quedaron luego de haber salido de sus predios” (El Espectador, 18 de febrero de 2020).

Como se puede observar, los despojos jurídicos de tierras en Bolívar y Sucre se dieron en medio de irregularidades e infracciones a las disposiciones especiales de protección de tierras por desplazamiento forzado, que prohíben su venta, así como a través de fraudes en la transferencia de predios que pertenecían al Fondo Nacional Agrario. En estas irregularidades participaron notarios, registradores, funcionarios de las alcaldías, del INCODER y de los Comités Territoriales de Atención Integral a la Población Desplazada, así como particulares y empresas, con sus respectivos intermediarios (Revista Semana, 15 octubre de 2011). Algunos de los funcionarios públicos de la época que fueron relacionados con las ventas irregulares de predios en la región de Montes de María, son los siguientes:

• Ana Regina Guethe Herrera (Registradora de Instrumentos Públicos El Carmen de Bolívar).

• Alberto Jacinto Vásquez Vásquez (Notario único de San Jacinto).

• Oswaldo Rafael Paredes Mercado (Notario único de San Juan Nepomuceno).

• Andrés Alfonso Sánchez Flórez (Notario único de Córdoba Tetón).

• Iván Ricardo Palomino Otero (Notario único de San Onofre).

• Ana Miguelina Blanco Silgado (Secretaria de la Notaría de San Onofre).

• Joaquín Güette Herrera (Alcalde de San Jacinto).

• Eduardo Lora (Alcalde de Zambrano).

• Roberto Guardela (Alcalde de San Juan Nepomuceno).

• María Navarro Bohórquez (Notario única encargada de San Jacinto).

• Helmer Ochoa (Secretario del Interior de Zambrano).

• Raúl Jácome Espinosa (Alcalde encargado de El Carmen de Bolívar)

• Richard Antonio Gianni Sierra. (Secretario del Interior de El Carmen de Bolívar).

• Eucaris María Luna Serrano (Alcaldesa encargada de San Juan Nepomuceno).

• Mena Mendoza Ballestas (Secretaria del CDAIPD (Comité Municipal de Atención Integral a la Población Desplazada) de Zambrano).

• José Fernando Barrios Guzmán (Alcalde de Zambrano en 2007).

• Walter Ahumada Ballesta (Director Administrativo de Gobierno y Talento Humano de San Juan Nepomuceno).

• Guillermo García (Asesor jurídico de la Alcaldía de Zambrano)

Dentro de los delitos por los cuales estos ex funcionarios fueron vinculados o citados a interrogatorio por un fiscal anticorrupción y a imputación de cargos se encuentran: destrucción, supresión y ocultamiento de documento público en concurso con fraude procesal y peculado por apropiación, por acción y por omisión, falsedad ideológica y material en documento público, prevaricato por omisión y por acción, abuso de función pública, concierto para delinquir, desplazamiento forzado, entre otros (Mercado, 2020, p. 64).12

Además de la colaboración por parte de funcionarios públicos para formalizar el despojo de tierras en estas zonas, los compradores tuvieron acceso a información privilegiada sobre las deudas que los campesinos habían adquirido luego de la reforma agraria con la Ley 160 de 1994, de acuerdo con la cual, para que el campesino pudiese adquirir tierras debía pagar el 30% del valor total del precio, mientras el INCODER se encargaba del 70% restante. Además de la colaboración por parte de funcionarios públicos para formalizar el despojo de tierras en estas zonas, los compradores tuvieron acceso a información privilegiada sobre las deudas que los campesinos habían adquirido luego de la reforma agraria con la Ley 160 de 1994, de acuerdo con la cual, para que el campesino pudiese adquirir tierras debía pagar el 30% del valor total del precio, mientras el INCODER se encargaba del 70% restante. Mercado Vega (2020) señaló cómo sobre los campesinos que tuvieron que dejar sus tierras aún recaían deudas sobre estos predios, lo que aprovecharon las empresas privadas para ejercer presión comprando la cartera del INCODER. Este fue el caso de la empresa Central de Inversiones CISA, quien a su vez vendió a COVINOC (FUCUDE, CODHES, Opción Legal, Universidad Tecnológica de Bolívar y OPDS Montes de María, 2020, p. 84). Estos últimos presionaron a las personas para que realizaran el pago de la deuda, so pena de rematar los predios (Rutas del Conflicto, 2019), quienes terminaron vendiéndolos a empresarios, especialmente en los municipios de María La Baja, San Juan Nepomuceno y Carmen de Bolívar, en donde se sembraron cultivos de palma de aceite. En relación con el desplazamiento, para los casos de Bolívar y Atlántico, en el Registro Único de Víctimas se presentan para el periodo comprendido entre el año 2004 a 2009 las siguientes cifras:


Tabla 1. Registro de personas expulsadas y recibidas en el departamento de Bolívar 2004-2008.



	Año

	Personas expulsadas

	Personas recibidas




	2004

	31.192

	24.065




	2005

	42699

	31374




	2006

	41.543

	30.296




	2007

	32.058

	20.930




	2008

	20.239

	13.474




	2009

	8.992

	7.267





Fuente: elaboración propia. Construido con información de la Unidad de Víctimas (2020).




Tabla 2. Registro de personas expulsadas y recibidas en el departamento de Atlántico 2004-2008.



	Año

	Personas expulsadas

	Personas recibidas




	2004

	1.827

	19.287




	2005

	1.658

	19.287




	2006

	1.566

	13.920




	2007

	1.548

	9.306




	2008

	1.227

	7.678




	2009

	542

	3.871





Fuente: elaboración propia. Construido con información de la Unidad de Víctimas (2020).



Por tanto, si bien la información evidencia una disminución en el número de víctimas de desplazamiento forzado, sorprende que el decrecimiento no sea mayor si se tiene en cuenta que este es un periodo en el que se desmovilizaron más de 31.000 paramilitares, como lo refiere el Centro Nacional de Memoria Histórica, principales actores del conflicto armado en Bolívar. Esta situación se explica si se considera el hecho de que existe una relación entre la violencia propiciada por los actores, que ocasionó desplazamientos en estos territorios, y la transformación territorial que se da en este período, encaminada a generar un modelo económico de esta zona rural, totalmente distinta a la dinámica campesina que se tenía antes de los despojos.

2.6.1. Desplazamiento forzado en los departamentos de Bolívar y Atlántico entre 2015 y 2020

La dinámica del fenómeno del desplazamiento forzado en Colombia se ha mantenido durante las últimas décadas, siendo una variante constante el número de personas expulsadas forzosamente de sus territorios. De acuerdo con las cifras del Registro Único de Víctimas, entre los años 2005 y 2015 se registraron 2.996.196 personas víctimas de desplazamiento forzado en Colombia, lo que comparado con el periodo comprendido entre 1997 a 2004, representa una disminución de cien mil víctimas aproximadamente (Unidad de Víctimas, 2020). Sin embargo, a partir del año 2010 se produjo un viraje en torno a la comprensión del conflicto armado interno en Colombia. El Gobierno de la época reconoció formalmente la relación entre las “nuevas” organizaciones criminales causantes de los eventos de delincuencia organizada en algunas regiones del país, a las que los medios denominaron eufemísticamente como “Bandas Criminales (BACRIM)”, y los procesos de desmovilizaciones paramilitares. De acuerdo con un informe elaborado por Indepaz del año 2011, los departamentos con mayor presencia de grupos y acciones de las denominadas BACRIM fueron Antioquia, Atlántico, Bolívar, Cesar, Córdoba, Chocó, Sucre y Valle del Cauca. En el caso de Bolívar con un porcentaje del 64,4% y Atlántico con un 43,5% de incursión paramilitar en el total de municipios de cada departamento (González, 2012, p. 4). Este último periodo ha estado marcado por los ataques sistemáticos y masivos contra los líderes de organizaciones que agrupan población desplazada o víctimas del conflicto armado, especialmente reclamantes de tierras, lo que ha provocado desplazamientos intraurbanos.

Debe prestarse especial atención sobre los años 2011 y 2012, ya que en esta época se logra observar un aumento en el asesinato de líderes sociales, que se relaciona con la aprobación de la Ley 1448 o Ley de víctimas, que incluía disposiciones sobre restitución de tierras, y con la segunda fase de las negociaciones de paz en el año 2012. Al respecto, señaló el Programa Somos Defensores que “este año de la implementación de la Ley de víctimas trajo consigo un incremento significativo de agresiones contra los hombres y mujeres que emprendieron el arduo camino de solicitar la restitución de tierras usurpadas violentamente.” (Programa Somos Defensores, 2013, p. 4).

Las solicitudes de restitución de las víctimas del despojo se fueron presentando, mientras se venían creando grupos de sicarios que se hicieron conocer como “Ejército Anti restitución”, cuyo lugar de origen fue el departamento del Cesar. Como lo señala la Corporación Nuevo Arco Iris, estaban constituidos por varios testaferros y beneficiarios de las AUC, que recurrieron a Los Urabeños (hoy Clan del Golfo), para obstaculizar el proceso de restitución y agredir a quienes acusaban de ser guerrilleros y no víctimas (Ávila, 2020, p. 68). De nuevo, llama la atención que las zonas de consolidación de la política de Estado de seguridad democrática, reconocidas por el supuesto éxito de la desmovilización paramilitar, son los lugares en donde se presenta un mayor número de asesinatos y agresiones contra reclamantes de tierras.

Ahora bien, para 2015, los índices de violencia disminuyeron ostensiblemente, dada la inminencia del proceso de paz; sin embargo, los ataques selectivos a los líderes sociales se mantuvieron. Hay quienes señalan que esto se debe a un reacomodamiento geográfico de los diferentes actores armados y de nuevas violencias, pues ya el conflicto no estaba concentrado en la zona norte o sur del país, sino que se dispersaría a todos los departamentos teniendo mayor incidencia en la zona del pacífico, en donde existe una disputa por su control entre los “Rastrojos”, los “Urabeños”, el “Clan Úsuga”, las “Autodefensas Gaitanistas” y “La empresa”, dada su ubicación geoestratégica (Servicio Jesuita a Refugiados, 2015, p. 2).

En el año 2016 la situación no fue distinta, hubo un descenso en los indicadores de violencia general, producto del cese al fuego entre las FARC y el Gobierno, pero un aumento en los ataques contra líderes sociales, reportándose 125 asesinatos, de los cuales sólo de 80 casos se conoce el perfil del líder. Meses previos a las votaciones del 2 de octubre de 2016, para el Plebiscito para la Paz, la violencia contra líderes fue intensa, lo que encuentra relación con la campaña de estigmatización y polarización con mensajes extremistas en los que se relacionó a los defensores de derechos humanos con la guerrilla y a los activistas por la paz como traidores del Estado y pro comunistas. Es así como en el 2016 en promedio un líder social fue agredido diariamente y las amenazas con panfletos a nombre de las Águilas Negras, las Autodefensas Unidas de Colombia y el Bloque Capital, se dispararon (Ávila, 2020, p. 80).

Los ataques para 2017 siguieron en aumento, presentándose especialmente contra los líderes comunales y campesinos, en particular contra las Juntas de Acción Comunal, que han sido los principales organizadores y administradores de las zonas que dejó las FARC, lo que resulta un obstáculo para otros grupos armados, narcotraficantes, mineros ilegales y políticos. En año 2018, como lo señaló Ávila (2020), el incremento en estos ataques fue aún más preocupante, pues nunca se habían registrado cifras de agresiones tan altas contra líderes sociales, llegando a alcanzar una cifra de 805 casos de violencia, lo que quiere decir que hubo un incremento del 43.75% en relación con el año 2017 (p. 96). Por su parte, la Procuraduría manifestó en el informe Violencia sistemática contra defensores de derechos territoriales en Colombia (2018), que entre 2015 y 2017 se triplicó el número de asesinatos de personas con procesos de restitución de tierras en curso, notando además que no hay coincidencia entre las cifras de la Fiscalía, el Ministerio de Defensa y la Unidad de Restitución de Tierras (Procuraduría General de la Nación, 2018, p. 20).

La situación no cambió mucho en 2019, pues si bien la tasa de homicidios de líderes se redujo en algunas zonas, otro tipo de agresiones, como las amenazas, se dispararon. Algunos líderes, ante el peligro, han logrado salir de sus territorios; sin embargo, el riesgo no disminuye en sus lugares de reubicación; otros líderes, en el mejor de los casos, han conseguido asilo y protección en otros países, lo que claramente es un nuevo tipo de desplazamiento. Así las cosas, los distintos informes y documentos de la Defensoría del Pueblo, el Programa Somos Defensores y la CCJ, permiten advertir que la violencia contra los defensores de tierras en Colombia es sistemática y está en aumento.

2.7. El desplazamiento en Bolívar 2015-2020

De acuerdo con el Registro Único de Víctimas, con corte a enero de 2020, durante el período comprendido entre 2010 a 2020 se presentaron las siguientes cifras de desplazamiento en el departamento de Bolívar:


Tabla 3. Registro de personas expulsadas y recibidas en el departamento de Bolívar 2010-2020.



	Año

	Personas expulsadas

	Personas recibidas




	2010

	6.086

	5.178




	2011

	5.805

	5.760




	2012

	5.265

	4.830




	2013

	8.463

	8.043




	2014

	7.855

	6.934




	2015

	5.678

	5.063




	2016

	3.429

	2.323




	2017

	4.337

	2.684




	2018

	4.436

	2.694




	2019

	2.258

	1.310




	2020 (enero)

	41

	467





Fuente: elaboración propia. Construido con información de la Unidad de Víctimas (2020).



Las anteriores cifras se explican si se tiene en cuenta que, por ejemplo, entre 2010 y el primer semestre de 2011 se registraron eventos de violencia de narco paramilitares en 29 de los 45 municipios del departamento, es decir, el 64.4% del total de municipios de Bolívar. Llama la atención que en cuatro municipios de los Montes de María (Carmen de Bolívar, San Jacinto, Ovejas y San Onofre), que hacen parte del Plan Nacional de Consolidación Territorial y en donde el Gobierno afirmaba que había habido los mayores avances en seguridad y reconsolidación territorial, se han registrado acciones de los Paisas, los Urabeños y los Rastrojos (González, 2012, p. 4). Este último periodo se caracteriza además por los ataques sistemáticos y masivos a los líderes de organizaciones que agrupan la población desplazada, especialmente reclamantes de tierras, en estas mismas zonas. De este modo, ya para el año 2009 la Defensoría del Pueblo, en Informe de Riesgo N°001-09 de 9 de enero, advirtió la presencia permanente de las “Águilas Negras” y “Los Paisas” en Cartagena, que, según se señala, habían hostigado y amenazado a organizaciones de población desplazada y defensoras de Derechos Humanos, así como a organizaciones sindicales como la CUT y representantes estudiantiles que se han visto obligados a desplazarse o a buscar refugio internacional (Defensoría Delegada para la Prevención de Riesgos y Violaciones a los Derechos Humanos y el DIH, 2017, p. 50).

Para el caso de los Montes de María, la Defensoría del Pueblo ha venido advirtiendo desde el año 2018 sobre el riesgo de presencia de grupos armados en El Carmen de Bolívar, específicamente de las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC), quienes han venido intimidando a líderes de la región, lo cual se asocia con la muerte de Ovidio Baena, un líder del corregimiento de Macayepo, y los hijos de dos reclamantes de tierras en la parcela Caño Negro en junio de 2020. La Defensoría del Pueblo en la Alerta temprana N° 006 de 2020 ya había señalado que en la región de El Carmen de Bolívar está en riesgo la vida de “líderes comunitarios, defensores de derechos humanos, reclamantes de tierras, miembros de la Mesa de Participación Efectiva de Víctimas Municipal, miembros del Consejo Municipal de Paz y organizaciones de mujeres víctimas del municipio”, por la presencia de las AGC (Defensoría del Pueblo, 2020, p. 2).

Esta organización, como lo advirtió la Defensoría, ha venido fortaleciendo su presencia en la zona, expandiendo su control desde la zona rural hasta la urbana y sus corredores, en dónde ha establecido toda una economía que gira en torno al tráfico de drogas y préstamos informales de dinero, hasta el punto de ser considerados autoridad y fuente de empleo, con capacidad de incidir en las políticas del municipio. Este posicionamiento ha conllevado a la violación de derechos de la población, cuya situación es aún más alarmante desde 2019, año en el cual aumentaron las cifras de asesinatos selectivos, desplazamientos, amenazas y constreñimientos contra líderes. Esta misma alerta temprana de la Defensoría del Pueblo (2020) evidencia la falta de garantías y seguridad con la que cuentan las víctimas de desplazamiento forzado del municipio para participar en el proceso de restitución de sus tierras, pues manifiesta como el 5 de noviembre de 2019, había sido asesinado con sevicia el señor José Cristancho Urueta, a quien ya le había sido restituido el predio La Lorna, en El Salado, a pesar de su temor de regresar a la finca; también señala que antes de este homicidio algunos campesinos incursos en procesos de restitución de tierras manifestaron temor debido a amenazas que habían recibido (p. 10). De la misma manera, se reporta para el año 2019 el desplazamiento forzado de cuatro lideresas de El Carmen de Bolívar, que habían sido intimidadas por sus actividades de liderazgo, y el caso de miembros de la comunidad indígena Zenú, tras el asesinato de dos hermanos pertenecientes a ella (p. 28).

2.8. El desplazamiento en Atlántico 2015-2020

De acuerdo con las estadísticas del Registro Único de Víctimas, se presentaron las siguientes cifras de desplazamiento forzado en el Departamento del Atlántico entre del año 2009 al año 2020, con corte a 1 de enero de 2020:


Tabla 4. Registro de personas expulsadas y recibidas en el departamento de Atlántico 2010-2020.



	Año

	Personas expulsadas

	Personas recibidas




	2009

	542

	3.871




	2010

	379

	2.811




	2011

	379

	2.444




	2012

	416

	2.290




	2013

	497

	2.724




	2014

	509

	2.465




	2015

	350

	1.291




	2016

	196

	610




	2017

	350

	1.291




	2018

	217

	1.092




	2019

	50

	371




	2020 (enero)

	3

	290





Fuente: elaboración propia. Construida con información de la Unidad de Víctimas (2020).



No obstante, los anteriores instrumentos de medición cuantitativa elaborados por instituciones del Gobierno colombiano no pueden llegar a ser el reflejo real y preciso de la dinámica del fenómeno del desplazamiento forzado en las regiones, debido a que, como lo advierte la misma Defensoría del Pueblo, “es posible que las cifras se deban a situaciones de subregistro y poca denuncia, especialmente de desplazamientos individuales y familiares, así como de carácter intraurbano” (Defensoría Delegada para la Prevención de Riesgos y Violaciones a los Derechos Humanos y el DIH, 2017, p. 96). Esta situación se explica por las amenazas de muerte por parte del grupo expulsor, así como por la baja expectativa que se tiene frente a la atención por parte de las instituciones y por el desconocimiento de los procesos a seguir para efectuar la denuncia y llevar a cabo el registro. El desplazamiento forzado intraurbano ha sido un fenómeno invisibilizado frente al cual no se cuenta con cifras claras que posibiliten observar su evolución y magnitud.

2.9. Conclusiones

La tenencia de tierras ha sido un factor de origen y de continuación e intensificación de la guerra en Colombia. Si bien el desplazamiento ha sido el resultado del conflicto armado, no debe perderse de vista que también ha sido usado como instrumento para el despojo de tierras codiciadas por distintos actores. Los diferentes ciclos de conflicto se han caracterizado por la colonización, el despojo y el desplazamiento, principalmente en los sectores rurales como lo demostró Alfredo Correa, propiciados por grupos al margen de la ley, incluso con colaboración de las Fuerzas Armadas, gobernantes y empresarios. Así, por ejemplo, el periodo comprendido entre 1998 y 2015 fue un período desafortunado para los pobladores de zonas rurales del departamento de Bolívar, especialmente en la subregión conocida como Montes de María, en la cual habita población campesina, indígena y afro descendiente en su mayoría, por el número descomunal de masacres, desplazamientos, asesinatos y violación de derechos.

Los Montes de María representan, sin lugar a dudas, la instrumentalización de la guerra y en especial del desplazamiento para obtener el control de tierras en beneficio de intereses económicos particulares. Así las cosas, en un primer momento las guerrillas (EPL, ERP, ELN y FARC), ocuparon la zona como retaguardia militar, dada su ubicación estratégica, incluso para tener acceso al interior del país. Posteriormente, la llegada de los grupos paramilitares (en especial las AUC), marcó un periodo intenso de confrontación armada con las guerrillas que se ubicaban el sector, en su lucha por el control del territorio, en particular de los corredores viales que servirían para el tráfico de drogas. También fue una época de ataques y presiones sobre la población, a la que ambos bandos demandaban lealtad y obediencia mediante intimidaciones, amenazas, masacres, asesinatos y despojos. Así pues, la población rural de esa zona se vio envuelta en una guerra que hoy deja millones de víctimas en el país.

Una tercera etapa se desencadenó en el marco de la Política Presidencial de Seguridad Democrática, que declaró a los Montes de María como zona de rehabilitación y consolidación, luego de la baja presencia de las guerrillas en este territorio. Sin embargo, la violencia contra la población civil aumentó por parte de grupos paramilitares, a pesar de los acuerdos de paz de estos con el Gobierno. Es precisamente en esta etapa en la que se evidenció una relación entre las masacres, los desplazamientos, el interés por la tierra y el éxodo provocado por el paramilitarismo, toda vez que, por un lado, se legalizaron los despojos de tierras con colaboración de funcionarios judiciales, notariales, de oficinas de catastro y empleados del Incora y, por otro lado, se adelantaron despojos jurídicos de tierras en medio de irregularidades e infracciones a las disposiciones especiales de protección de tierras por desplazamiento forzado, que prohíben su venta, así como a través de fraudes en la transferencia de predios que pertenecían al Fondo Nacional Agrario, constreñimiento a campesinos por la situación de conflicto armado que los obligó a desplazarse y las necesidades que experimentaban luego de salir de sus tierras. Sorprende que dichas compras y adquisiciones de predios de manera masiva hayan sido realizadas en su mayoría por empresarios antioqueños, cercanos al Gobierno de la época.

Lo anterior es el relato que se repite en varias regiones del país. Se logra evidenciar así que la población civil, especialmente los campesinos, han sido quienes más se han visto afectados por el conflicto armado y han sido obligados a abandonar sus pertenencias y desplazarse a las ciudades. Allí, en medio de situaciones de desventaja e indiferencia, además de perder sus tierras y bienes, pierden su autonomía, identidad, capacidad de acción política y de desarrollar procesos colectivos.

Por otra parte, no resulta claro por qué durante años se ha mantenido la ilusión de que el departamento del Atlántico fue un oasis de paz. Aunque las cifras de desplazamiento registradas eran mínimas, el departamento fue escenario de acciones violentas provocadas por el paramilitarismo, como lo han señalado autoridades locales y lo evidencia el número de solicitudes de restitución de tierras que se han presentado. Aun así, las 237 solicitudes de restitución de tierras hasta el año 2015 no terminan reflejando la realidad vivida por los habitantes del departamento, si se tiene en cuenta que el municipio de Repelón tuvo que sufrir una masacre en el año 2000, que varios habitantes de Manatí fueron despojados de sus tierras por personas al servicio de los Castaño, que Soledad fue uno de los municipios con mayor presencia paramilitar y que en Piojó grupos paramilitares obligaron a sus habitantes a vender sus terrenos a precios irrisorios. Lo anterior podría llevar a concluir que se ocultó la realidad de la violencia y el desplazamiento en Atlántico, con el fin de mantener la ilusión de ser uno de los pocos lugares del país en paz. Aún hoy en día existe una gran cantidad de víctimas del desplazamiento forzado y de la violencia en el departamento, que nunca adelantaron procesos de restitución, bien sea por dificultades económicas, pues debían trasladarse hasta Barranquilla, o por temor a represalias.

Ahora bien, ante la firma de un Acuerdo de Paz con la guerrilla de las FARC-EP y dado que los pobladores de los sectores rurales, en especial los de la subregión de Montes de María, son quienes más han sufrido la violencia por el conflicto armado, la mayoría de ellos votaron de manera positiva al Plebiscito por la Paz, el 2 de octubre de 2016, legitimando los Acuerdos con el fin de poner fin al conflicto, tal como se puede observar a continuación:


Gráfico 1. Voto Plebiscito por la Paz 2016 Bolívar y Atlántico.
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Fuente: elaboración propia. Información base tomada de Registraduría Nacional del Estado Civil (2016).




Gráfico 2. Voto Plebiscito por la Paz 2016 Montes de María.
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Fuente: elaboración propia. Información base tomada de Registraduría Nacional del Estado Civil (2016).



Sin embargo, a pesar de la intención de los habitantes de estos municipios de dar por terminada la etapa de conflicto armado en Colombia y de alcanzar la paz en sus regiones, lo cierto es que luego de que la decisión mayoritaria fuera la de no refrendar el Acuerdo de la Habana, la implementación del mismo no ha logrado avanzar, esto según lo establecido por el Instituto Kroc, que establece un porcentaje de implementación de solo el 6%, bajo el mandato del actual gobierno (Grasa, 2020, p. 10). Por lo que, en consecuencia, se sigue en deuda con las víctimas del conflicto que vieron en este pacto la oportunidad para ser reparados, encontrar verdad y justicia, y una garantía de no repetición de los hechos atroces que vivieron. De todas maneras, se destaca que desde el cese el fuego con las FARC-EP los índices generales de violencia disminuyeron a nivel nacional.

Si bien es cierto que los desplazamientos en los departamentos de Bolívar y Atlántico disminuyeron ostensiblemente tras la entrada en vigor del Acuerdo de Paz, los ataques contra líderes sociales, incluyendo sindicalistas, indígenas, líderes comunitarios y de restitución de tierras, se hicieron visibles y han ido en aumento en los últimos años. Esta situación además de generar temor en víctimas del desplazamiento que buscan la restitución de sus tierras, también ha generado nuevos desplazamientos. A pesar del número alarmante de ataques y los constantes llamados de ONG e informes de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación, lo cierto es que no hay una labor de defensa de los líderes sociales por parte del Gobierno (BBC, 4 de marzo de 2020), por lo que tampoco existe una cifra capaz de reflejar la realidad que están sufriendo y mucho menos que dé cuenta de la situación de desplazamiento a la que han sido llevados. Frente a todo lo anterior, no parece ser conveniente la decisión de unificar la recolección de las cifras de asesinatos y ataques en la Fiscalía, desconociendo la autonomía de la Defensoría del Pueblo, que lleva sus propios registros, con los cuales se alimenta el Sistema de Alertas Tempranas y los seguimientos que hacen las organizaciones de la sociedad civil, como el Programa Somos Defensores e Indepaz. Según la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Juliette de Rivero:

“Sería un error creer, frente a lo que está ocurriendo en el país, que el objetivo principal es acordar cifras. Lo importante es prevenir los asesinatos, ataques y amenazas contra defensores y defensoras de DD.HH., líderes y lideresas sociales, se trate de 10, 20 o 100 casos. Cada amenaza, cada ataque, cada asesinato contra los defensores tiene como objetivo acallar su labor y esto cercena la democracia y el Estado de derecho”. (El Espectador, 5 de febrero de 2021)

La anterior preocupación se ve reflejada en el Informe de la Procuraduría General (2018) titulado Violencia sistemática contra defensores de derechos territoriales en Colombia, en el cual se señala que entre 2015 y 2017 se habían triplicado el número de asesinatos a personas con procesos de restitución de tierras en curso, reconociendo además que las cifras de la Fiscalía, el Ministerio de Defensa y la Unidad de Restitución de Tierras no coinciden.

Así las cosas, puede observarse que, tal como afirmó el profesor Alfredo Correa, el desplazamiento no es un acto, sino todo un proceso que no finaliza con el reasentamiento de las víctimas en las ciudades. Por el contrario y en razón a la política meramente asistencialista del Estado para enfrentar el fenómeno, se revictimiza a quienes han visto vulnerados sus derechos por el conflicto, pues no ha habido un real interés por parte del Gobierno en atacar las causas del conflicto armado, de articular políticas y entidades para generar procesos de restablecimiento de derechos, enfrentar los ataques a reclamantes de tierras y defensores de derechos humanos, generar empleos y estrategias que permitan mejorar las condiciones de autodesarrollo y el acceso a tierras laborables.

Por lo cual, con el fin de poner fin a la cadena de abusos y revictimizaciones como las que se han producido en contra de las personas en situación de desplazamiento al mantenerlas marginadas, redesplazarlas, y al no protegerlas de los ataques que sufren por liderar procesos sociales y solicitar la restitución de sus derechos, el Estado debe optar por generar espacios de reconstrucción y reintegración social en los que los desplazados y las víctimas del conflicto sean actores fundamentales de su proceso, por lo que como lo planteó Correa de Andréis, se requiere consolidar proyectos sociales que permitan dotar a las familias de sentido de futuro y reconstruir el tejido social, lo que solo se logrará si se entiende que para ello se debe tener en cuenta sus tradiciones culturales, su historia y sus formas de organización para la realización de propios proyectos de vida.

De este modo, resulta ser de vital importancia eliminar la atención de las personas en estado de desplazamiento desde una perspectiva compasiva y los obstáculos que impiden su protección humanitaria, crear condiciones para el autodesarrollo y el acceso a tierras laborales mediante la coordinación e integración de entidades que convergen en los temas de desplazamiento, víctimas, tierras y el agro, con la creación de bancos de tierras, programas de capacitación, empleos de emergencia, empresas comunitarias competitivas e investigaciones que permitan entender mejor el fenómeno del desplazamiento y las necesidades de los desplazados.

Por último, se debe poner de presente la necesidad de seguir adelantando estudios e investigaciones sobre el conflicto armado, el desplazamiento y las víctimas, pues sólo la verdad, la reconstrucción y el entendimiento de la historia de este país, permitirán superar la impunidad y el dolor, dado que como lo refirió Alfredo Correa (2005):

“El olvido es la negación de hechos dolorosos o molestos, es una forma de evasión para no asumir las consecuencias de ciertos momentos vividos. El olvido social, el olvido de las causas estructurales del conflicto social y armado, no hace más que perpetuar el retorno a las causas primigenias que le dieron origen al problema”. (p. 148)

Es así como mediante esta investigación se quiso reconstruir la historia del desplazamiento del Atlántico y de Bolívar y reconocer que de esta narración hace parte el profesor Correa de Andréis, sus estudios sociológicos y su trabajo social con las víctimas del conflicto armado, pues gracias a sus aportes se llegó a entender desde una perspectiva integral no sólo la situación del desplazamiento, sino la dinámica del conflicto armado, la necesidad de la paz, la importancia de la investigación, el trabajo social, la identidad cultural e histórica, y finalmente a sobrellevar la pérdida de un sentipensante quién en medio de su lucha para la construcción de un país en paz, quiso ser acallado, pero a quién no se olvida y se rinde este homenaje por sus contribuciones.

Notas

10 Esta masacre dejó un saldo de 63 víctimas asesinadas, de las cuales 23 aún están desaparecidas, además de otras muchas que sufrieron agresiones sexuales. Se tiene conocimiento de que por dicho acto fue condenado Edwar Cobos Téllez, alias Diego Vecino y Uber Enrique Banquez, alias Juancho Dique, que contó con el apoyo de la Primera Brigada de Infantería Marina y causó más de 4.000 desplazamientos forzados. (Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo y Comisión Colombiana de Juristas, n.d.)

11 El 14 de octubre de 2000, el grupo paramilitar denominado “Héroes de Montes de María”, bajo el mando de Rodrigo Mercado Pelufo, (alias Cadena), asesinó a doce 12 habitantes de este corregimiento, generando adicionalmente el desplazamiento forzado de centenares de habitantes de esta zona. En palabras de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, “El ex senador García Romero se encuentra seriamente vinculado con su apoyo y compromiso para con las autodefensas ilegales” (…) a este se le acusa por su participación, como consecuencia de sus vínculos con grupos paramilitares, en los múltiples homicidios cometidos por miembros de esa organización armada ilegal comandados por alias Cadena y alias Juancho Dique, consumados entre el 9 y el 16 de octubre de 2000, en distintos corregimientos de los Montes de María, entre ellos el de Macayepo”. Finalmente, el ex senador García fue condenado por la Corte Suprema a cuarenta (40) años de cárcel, no siendo el único político de la época condenado por dicha masacre, ya que posteriormente en el año 2019, la Corte Suprema de Justicia ratificó la condena a veintiocho (28) años y siete (7) meses de cárcel al ex gobernador del departamento de Sucre, Miguel Nule Amín, por haberlo encontrado culpable, en calidad de determinador de dicha masacre. (CSJ, radicado 27.032 de 2010).

12 Citados a su vez en: El Universal, 1 de febrero de 2012; Caracol Radio, 2011; El Carmen Radio, 2011, El Tiempo, 14 de septiembre de 2011; Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2012, sentencia del 7 de marzo).


Capítulo III

El proceso de restitución de tierras desde la óptica del profesor Correa de Andréis: el caso de los departamentos de Atlántico y Bolívar

3.1. Introducción

El Profesor Correa de Andréis fue uno de los primeros en cuestionar el concepto de movilidad social (que se había interpretado hasta entonces como búsqueda de mejoras socioeconómicas) y trasladar la causalidad del fenómeno migratorio al componente expulsivo de la violencia (Vega, 2016, p. XXI). En Legado y vigencia del pensamiento sociológico de un sentipensante, prólogo del libro Sociología desde el Caribe, el sociólogo Jair Vega Casanova (2016), refiriéndose a la interpretación que el Profesor Correa hacía de las expresiones locales de la violencia, afirma que:

“Destaca de manera específica como expresiones de una violencia incipiente la pérdida del humor tradicional del barranquillero, la violencia que se vive en los escenarios públicos, el desarrollo de un lenguaje abiertamente violento, e inclusive la violencia familiar con hechos de casos registrados de tortura de niños, maltratos, abusos sexuales, y como su lógica consecuencia el desarrollo de la delincuencia infantil y juvenil, desde ese momento en ascenso”. (p. XX)

Así, identificó como determinantes de las dinámicas de expulsión territorial no solamente la violencia estructural política y todas las formas de violencia asociadas a la pérdida del tejido social, sino que señaló además las inequidades propias del modelo neoliberal imperante, sumadas a la falta de voluntad política. Sin embargo, el Profesor Correa de Andréis no se limitó a la crítica del fenómeno del desplazamiento y su causalidad. En su acercamiento al proyecto Revivir de los Campanos en Cartagena (el lugar en el que se asentaron cientos de personas desplazadas de diversas regiones de Colombia), el Profesor Correa de Andréis identificó que el desarraigo y la exclusión que experimentaban las víctimas del desplazamiento forzado eran sustituidos por una capacidad extraordinaria de adaptación a las circunstancias sobrevinientes, con nuevos proyectos de vida y nuevas formas de asociación y reconstrucción del tejido social:

“Las consecuencias de una violencia permanente como la que se vive en Colombia obliga a las personas a abandonar constantemente todo lo que han sido y enfrentarse de pronto y de manera intempestiva a una serie de acontecimientos, decisiones y realidades ajenas a ellos y a lo que han sido sus vidas. Cuando los seres humanos se enfrentan a esta situación el panorama es de alta dificultad, sin embargo, esa posibilidad de reconstruirse, de redimensionarse a pesar de todo, permite que cada ser humano busque nuevas alternativas, espacios y personas con quien reconstruir ese tejido social perdido y poder así salir adelante”. (Correa, 2009, p. 126).

Es así como, abordar el proceso de restitución de tierras en Colombia requiere ir más allá de las cifras y datos que ofrecen las instituciones estatales. Requiere, como lo hacía notar el profesor Correa de Andréis, de una interpretación holística que integre las dinámicas sociales, la participación, la interpretación de los signos inequívocos que ha dejado la violencia en la sociedad colombiana y en la sociedad del Caribe, tal como él las identificó: “más allá de la tierra, los cultivos y los enseres, la mayor pérdida se da en la identidad social y la personalidad jurídica de quienes son desplazados” (Moya y Vega, 2019, p. 149).

Por esta razón, este capítulo no se limita a la descripción de datos y cifras de la restitución de tierras en los departamentos de Bolívar y Atlántico; sino que además aborda los actores, las barreras, las políticas, los desarrollos jurisprudenciales y las interpretaciones que permiten entender la complejidad de la implementación de la Ley 1448 que, a diez años de su expedición, no alcanzó el objetivo de reparación de las víctimas de desplazamiento forzado. El análisis también comprende la diferenciación entre la etapa administrativa y la etapa judicial del proceso de restitución, con los datos nacionales y de los departamentos de Atlántico y Bolívar, regiones en las que el profesor Correa de Andréis enfocó sus investigaciones.

En ese sentido, el análisis de las solicitudes administrativas se centra en la revisión de los datos publicados en la página de Datos Abiertos de Colombia y en la página de la Unidad de Restitución de Tierras (URT). Se identifican en esta etapa, las solicitudes inscritas que se refieren a aquellas cuyo trámite administrativo ha finalizado satisfactoriamente a favor de la restitución en la URT; las no inscritas, que corresponden al número de solicitudes que no fueron inscritas en el Sistema de Registro de Tierras, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 1448 de 2011; y aquellas en trámite, que corresponden al número de solicitudes que se encuentran en trámite administrativo vigente en la URT. Esta diferenciación se hace a nivel nacional y a nivel departamental y municipal.

Posteriormente, se analiza la etapa judicial, mediante el estudio y caracterización de las sentencias que han sido emitidas en los departamentos de Atlántico y Bolívar en términos de tipo de predio: rural o urbano; tipo de víctima: ocupante, propietario, poseedor; forma de desplazamiento: despojo o abandono; tiempo de desplazamiento: año del desplazamiento, año de la sentencia, tiempo total de desplazamiento; tipo de decisión: restitución, compensación, negación; tipo de opositor, y duración del proceso.

3.2. Contextualización: el extractivismo como causa del desplazamiento forzado y obstáculo a los procesos de restitución de tierras

El siguiente testimonio, recuperado de un expediente de un proceso de restitución de tierras del año 2013, da cuenta de cómo la ausencia de Estado dejó a su suerte a millones de campesinos frente a la violencia local. No hace falta realizar una búsqueda exhaustiva para encontrar este tipo de denuncias, que se repiten una y mil veces en los fallos de estos procesos, en tanto las dinámicas del despojo fueron similares en todo el territorio colombiano:

“En febrero de 2000 recibí una llamada de Gabriel Muñoz alias Castañeda, comandante de las AUC, Bloque Metro, donde me decía que le vendiera la finca. Yo le dije que no, y él insistía. Al tiempo, volvió a decirme que si él le vendía a otra persona yo le firmaba traspaso de escrituras, yo le decía que no. En el año 2001 me hizo llegar dos millones y me dijo que él me iba abonando, cosa que cuando ya me pagara, o le vendía o me mataba”. (Tribunal Superior Distrito Judicial de Antioquia, Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras, 2013).

Al igual que se relata en este testimonio, al 1 de agosto de 2019, 8 ‘553.416 personas hacían parte del registro de víctimas en Colombia. De estas, 7 ‘585.536 fueron víctimas de desplazamiento, 1’ 018.860 de homicidio y 427.585 de amenaza. Para esta misma fecha, se habían denunciado además 10 ‘608.112 eventos de violencia de los cuales 8 ‘433.119 se relacionaron con desplazamiento, 1 ‘109.572 con homicidio y 456.339 con amenaza. El período de mayor violencia se registró entre el año 2000 y 2002 con 2 ‘324.908 víctimas reportadas (689.419 en 2000, 758.143 en 2001 y 877.346 en 2002). En este mismo período se reportó el mayor número de personas desplazadas con 607.563 en el 2000, 666.436 en el 2001 y 772.255 en el 2002 (Unidad de Restitución de Tierras, 2019).

Del mismo modo, en un análisis diferenciado se encuentra que, por rango de edad, el segmento de la población más afectado fue el comprendido entre 29 y 60 años con 3’279.500 víctimas, seguido por el grupo etario de 18 a 29 años con 1’898.959, y finalmente la población que se encontraba entre los 12 y 17 años con 1’008.959. Del total de víctimas, 4’277.995 fueron mujeres y 4’270.420 hombres, de la población LGTBI se identificaron 3.270 y de la población intersexual 997. Con respecto a la etnia, 1 ‘023.424 eran afrocolombianos, seguidos por la población indígena con 367.693, 10.890 del grupo raizal, 4.940 palenqueros y 9.067 gitanos. Así mismo, se reportaron 345.458 víctimas que presentaban alguna discapacidad (Unidad de Restitución de Tierras, 2019).

Con respecto a otras fuentes, si bien es difícil encontrar datos actualizados, se puede referir, por ejemplo, el informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) de 2016, en el que se reportó que desde 1997 hasta diciembre de 2016 fueron desplazadas en Colombia 7.2 millones de personas, con un impacto importante en la población afrocolombiana y en las comunidades indígenas. Esta cifra ubicó a Colombia como el segundo país en el mundo en materia de desplazamiento forzado, al lado de países como Siria y República Democrática del Congo (ACNUR, 2016).

Con todo, entre las hipótesis que permiten explicar el incremento de hechos violentos que condujeron a las altas cifras de desplazamiento forzado que se presentaron en la primera década del siglo XXI, se tiene que con el propósito de concentrar grandes extensiones de tierra para beneficiar empresarios de la agroindustria y de la minería o para el control territorial de rutas para el narcotráfico; campesinos propietarios de predios que no superaban las 50 hectáreas fueron obligados a abandonar sus tierras, llegando a un 96% del despojo a pequeños cultivadores. Y está demostrado, además, que los perpetradores fueron paramilitares (54%), guerrillas (17%), agentes estatales (1%) y grupos armados no definidos (6%). Asimismo, los enfrentamientos sin agentes claramente definidos, pero que pueden ubicarse en cualquiera de los grupos ya mencionados, se cuentan también como una causa (22%) (Fundación Forjando Futuros, 2020).

En este sentido, y en línea con las denuncias que en su momento hiciera el profesor Correa de Andréis, se considera cómo la política neoliberal fue determinante en el proceso de despojo. Si bien no se estableció como una directriz central, las interpretaciones de los poderes locales frente a políticas extractivistas, reflejo de dicho modelo económico, condujeron a las dinámicas de violencia señaladas. Y es aquí donde la política extractivista, que se relaciona con las diferentes actividades asociadas a la explotación de recursos naturales, principalmente a la minería y a la extracción de petróleo, cobra importancia en el fenómeno de desplazamiento. Es así como se pretenden alcanzar tasas de crecimiento económico alto a través del estímulo a las exportaciones, procurando conseguir este objetivo mediante la disminución de las exigencias a las empresas que desarrollan la actividad extractiva (concepto del extractivismo clásico). Sin embargo, el “neoextractivismo” surge cuando el Estado se hace partícipe, abandonando la posición inerme de la versión clásica y buscando potenciar su impacto en la economía mediante su participación directa (Gudynas, 2011, 2012), por lo tanto, ejercer el control sobre los territorios se convierte en un imperativo sin importar el costo en consecuencias ambientales y sociales. Y es en esa línea neoextractivista, como se ha establecido en diversos estudios, que se encuentran hechos puntuales de coincidencias entre proyectos extractivos y desplazamiento.

Por ejemplo, en el año 2010 había casi cinco millones de víctimas de desplazamiento forzado, de las cuales casi la mitad fueron desplazadas entre 2005 y 2009 (Vargas, 2017). Simultáneamente, entre 2004 y 2008 se concedieron más de 1 ‘200.000 hectáreas anuales para minería y en solo nueve meses del año 2009 se concedieron nuevos títulos mineros que abarcaron 4’ 038.000 hectáreas (Rodríguez, 2012; Rudas, 2010). Así mismo, como lo señala CODHES, en el año 2010 al menos 91.499 personas desplazadas provenían de las zonas pertenecientes al Plan Nacional de Consolidación Territorial y en por lo menos 21 municipios de estas zonas, entre 2002 y 2009, la inversión en actividad minera aumentó y la adjudicación de títulos pasó de 1,13 millones a 8,53 millones de hectáreas (CODHES, 2011).

Estas realidades confirman la tesis expuesta por Héctor Mondragón en el Seminario Internacional Desplazamiento, Conflicto, Paz y Desarrollo, según la cual “no hay desplazados porque hay guerra, sino que hay guerra para que haya desplazados” (Mondragón, 2000). Es innegable que en Colombia el modelo extractivista ha incorporado subrepticiamente la lógica de desposesión. De este modo se puede afirmar que el fenómeno del desplazamiento forzado interno en Colombia responde a un modelo de “extractivismo en guerra” (Mondragón, 2000). Así, por ejemplo, en los Montes de María, los proyectos agroindustriales basados en la explotación de la palma se desarrollaron después de los ataques paramilitares, como lo señala el profesor Juan Guillermo Ferro, quien acompaña a las comunidades de Montes de María en el marco del proyecto “Cuando tengamos la tierra, crecerá la semilla” del Centro de Investigación Nacional de Educación Popular – Programa por la Paz (CINEP-PPP) y el Observatorio de Territorios Étnicos y Campesinos de la Pontificia Universidad Javeriana (2018):

“A los palmeros no les gusta que se les diga eso, pero es cierto. El desarrollo de estas propuestas vino después del desplazamiento, del abandono de tierras y la compra oportunista y de mala fe que muchos empresarios, a través de testaferros, fueron haciendo. Los campesinos muestran que ellos muchas veces no tenían otra salida que vender y vender mal.”

Y aunque después de la Ley 1448 de 2011 se protegió formalmente el derecho a la tierra de las víctimas de desplazamiento forzado, la ley no previó garantías materiales que permitieran la reconstrucción de los proyectos de vida, especialmente en tierras restituidas relacionadas con proyectos extractivos mineros (Fuentes, 2012). Esta afirmación se corrobora al constatar que existe la posibilidad de expropiación de tierras sustentada en la utilidad pública de proyectos extractivos (Fierro, 2012) y que se advierte el riesgo de los contratos de uso por parte de la víctima vencedora frente al opositor (Serrano y Acevedo, 2013). Asimismo, se ha identificado la ocurrencia de desistimientos masivos de acciones de restitución en nueve departamentos con proyectos extractivos (Vargas, 2018). Por lo tanto, no es equivocado afirmar que el proceso de restitución ha sido desigual, en tanto el modelo promovido por el Estado en la Ley 1448 de 2011 es excluyente con el campesino.

3.3. La Sentencia T-025 de 2004 y su seguimiento: indicadores de Goce Efectivo de Derechos

Ahora bien, el proceso de restitución no se limita a un simple proceso de “devolución” de tierras; sino que va mucho más allá de emitir fallos en los que se ordene la restitución de los predios. Como lo destacó el profesor Correa de Andréis en su momento, se trata de familias, de grupos humanos intentando rehacer su proyecto de vida en el día a día de un país que continúa inmerso en todas las violencias posibles. Por lo tanto, el pronunciamiento que hiciera en el año 2004 la Corte Constitucional cuando declaró la existencia de un estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento forzado interno, al constatar la vulneración masiva, sistemática y grave de los derechos fundamentales de la población desplazada, principalmente por encontrar una precaria capacidad institucional del Estado Colombiano para atender a dicha población y por verificar un déficit presupuestal significativo en los rubros asignados para tales efectos, no pierde vigencia. En palabras de la Corte (2004):

El patrón de violación de los derechos de la población desplazada ha persistido en el tiempo, sin que las autoridades competentes hayan adoptado los correctivos suficientes para superar esas violaciones, y sin que las soluciones puntuales ordenadas por la Corte frente a las violaciones detectadas en las sentencias dictadas hasta el momento hayan contribuido a impedir la reincidencia de las autoridades demandadas en tutela. Inclusive, se ha llegado a agravar la situación de afectación de los derechos de la población desplazada ante la exigencia impuesta por algunos funcionarios de la interposición de acciones de tutela como requisito previo para que las autoridades encargadas de su atención cumplan con sus deberes de protección. (p. 61)

Así, esta sentencia marcó un hito en materia de desplazamiento forzado exigiendo cuatro puntos al Estado colombiano: la caracterización de las víctimas de desplazamiento, en tanto hasta esa fecha se ignoraba por completo el número de víctimas, su ubicación y su estado; la asignación de recursos públicos necesarios para las víctimas de este fenómeno; la coordinación del sistema de atención de las víctimas, y la participación y reconocimiento de las víctimas de desplazamiento y sus organizaciones en la búsqueda de soluciones.

Posteriormente, la Corte ha hecho seguimiento al cumplimiento de estos puntos en diferentes pronunciamientos: en el Auto 218 de 2006 señaló la necesidad de diseñar e implementar una perspectiva diferencial concreta que reconociera que el desplazamiento forzado afectaba de forma distinta a los niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, mujeres, grupos étnicos y personas con discapacidad, al no verificar avances en la implementación de un enfoque diferencial para la protección y garantía de los derechos de estos grupos y teniendo en cuenta el impacto desproporcionado y diferencial del desplazamiento sobre las mujeres en el contexto del conflicto armado (Corte Constitucional, 2006, Auto 2018). Luego, la Corte especificó otros enfoques diferenciales para cada segmento de la población de especial protección: mediante el Auto 005 de 2009, el cual estableció la necesidad de adoptar un enfoque específico para la prevención, protección y atención de las comunidades afro descendientes víctimas del desplazamiento forzado, con el que se imponía a las autoridades estatales a todo nivel, respecto de la población afrocolombiana víctima de desplazamiento forzado, deberes especiales de prevención, atención y salvaguarda en sus derechos individuales y colectivos. (Corte Constitucional, 2009, Auto 005)

Asimismo, en el Auto 200 de 2007, la Corte ordenó la adopción de medidas cautelares para la protección de los derechos a la vida y a la seguridad personal de algunos líderes de la población desplazada y de ciertas personas desplazadas en situación de riesgo (Corte Constitucional, 2007, Auto 200), y en el Auto 092 de 2008 ordenó la adopción de medidas de protección a los derechos fundamentales de las mujeres desplazadas (Corte Constitucional, 2008, Auto 092). Seguidamente, con los Autos 004, 005, y 009 de 2009 solicitó información a algunas autoridades nacionales sobre acciones concretas y resultados de las medidas adoptadas para asegurar el goce efectivo de los derechos de los ciudadanos y comunidades en situación de desplazamiento o confinamiento, mencionados expresamente. (Corte Constitucional, 2009, Auto 004, 005, 009)

Sin embargo, diez años después de la Sentencia T-025 de 2004, en la audiencia de la comisión establecida para su seguimiento, el ex magistrado y profesor Rodrigo Uprimny Yepes señaló que “en algunas ocasiones el Estado se coordinó con ilegales para el desplazamiento forzado y que no contaba ahora con la coordinación suficiente para reparar el daño” (El Espectador, 29 de julio de 2014). Asimismo, representantes de las comunidades de Curvaradó y Jiguamiandó del departamento del Chocó denunciaron en esta misma audiencia, la violación de derechos fundamentales y continuas amenazas a sus líderes, y también lo hicieron los representantes de las comunidades indígenas Jiw y Wounan. (El Espectador, 29 de julio de 2014). Por lo tanto, a pesar de que esta sentencia marcó un hito en el reconocimiento de las víctimas, en la práctica en ese momento, tampoco se alcanzaba la reparación.

3.4. Los indicadores de Goce Efectivo de Derechos

Ahora bien, el enfoque diferencial de Goce Efectivo de Derechos permitió establecer indicadores mediante los cuales se lograra, de manera objetiva, una aproximación a la situación real de las víctimas de desplazamiento. Así pues, mediante el Auto 116 de 2008 la Corte Constitucional concluyó cuáles debían ser los Indicadores de Goce Efectivo de Derechos (IGED), después de identificar los vacíos de propuestas anteriores como las presentadas en los Autos 109 y 233 de 2007 (Corte Constitucional, 2007, Auto 109; 233); y aunque en el Auto 116 se estableció una lista detallada de indicadores para cada derecho con enfoque diferencial, que contemplaba los IGED y además indicadores complementarios, la extensión de este listado impidió su operacionalización efectiva (Corte Constitucional, 2008, Auto 116).

Luego, con la Ley 1448, el legislador plasmó la aspiración de lograr, dentro de un marco de justicia transicional, un efectivo goce de derechos de las víctimas de desplazamiento a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, reconociendo su condición de víctimas y dignificándolas a través de la materialización de sus derechos constitucionales. Fue así como se creó el procedimiento legal para restituir y formalizar la tierra de las víctimas del despojo y abandono forzoso, y se estableció la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (cuya meta era la restitución total para el año 2021). Más tarde, y en cuanto a la metodología específica para el seguimiento de la superación del estado de cosas inconstitucional, el auto 037 de 2012 indicó que se debía restablecer el diálogo técnico entre los organismos de control, la Comisión de Seguimiento, ACNUR y el Gobierno Nacional, con el fin de que se examinaran las observaciones técnicas presentadas, se llenaran los vacíos y se adoptaran los correctivos necesarios a los indicadores de goce efectivo de derechos, acordando una metodología común de medición con base en un instrumento uniforme de medición comparable y técnicamente sustentable. (Corte Constitucional, 2012, Auto 037)

Finalmente, con el Decreto 4800 de 2011, que estructuró la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, se encomendó a esta Unidad la coordinación de un sistema integral de seguimiento y evaluación (en el artículo 260), conformado por algunas herramientas que, como una batería de Indicadores de Goce Efectivo de Derechos de la Población Víctima, se debía diseñar e implementar en coordinación con el Departamento Nacional de Planeación y darse a conocer a las entidades territoriales. Después, en el 2014, en el Informe sobre el Goce Efectivo de Derechos de la Población Víctima del Desplazamiento Forzado (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014) se presentaron algunos indicadores relacionados con la restitución de tierras y con la política de reparación integral:

1. Despojo y abandono de tierras: este indicador permitía identificar si las víctimas de desplazamiento y de despojo o abandono forzado de la tierra (que hubiera ocurrido con posterioridad al 1 de enero de 1991) accedían a medidas especiales de restitución de tierras. Se medía con el porcentaje de hogares víctimas de despojo o abandono de bienes inmuebles, según el tipo de bien (vivienda urbana, tierra lote con vivienda, tierra lote sin vivienda) (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014).

2. Verdad: buscaba reconocer la verdad acerca de los hechos, los motivos y las circunstancias de su comisión. Se abordó desde dos dimensiones, la verdad histórica, procedente de los organismos del Estado, así como de las diversas expresiones de la sociedad civil, y la verdad judicial de los procesos judiciales seguidos en contra de los perpetradores de crímenes atroces (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014).

3. Retorno o reubicación: como una medida de reparación al avanzar en la restitución de diferentes derechos que se vieron afectados debido al desplazamiento forzado. Este indicador se medía mediante la determinación del porcentaje de hogares que solicitaron retornar o reubicarse (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014).

4. Indemnización: El goce efectivo del derecho a la indemnización identificaba a las víctimas de desplazamiento forzado incluidas en el Registro Único de Víctimas que habían solicitado indemnización y habían sido indemnizadas, ya fuera por vía judicial o administrativa. Se medía con el porcentaje de personas que habían solicitado y recibido indemnización por desplazamiento forzado por vía judicial (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014).

5. Satisfacción: Se buscaba, mediante este indicador, verificar si las medidas de satisfacción propenden por el restablecimiento de la dignidad de las víctimas y por la difusión de la verdad, con medidas concertadas que contribuyeran a proporcionar bienestar como la exención al servicio militar y otras acciones que mitigaran el dolor y preservaran, reconstruyeran y divulgaran la memoria histórica de su sufrimiento. Se medía con el porcentaje de personas que habían recibido medidas de satisfacción: reconocimiento público de los hechos, investigación, actos simbólicos, arquitectura conmemorativa, exención de la obligación de prestar el servicio militar, apoyo a la reconstrucción del tejido social, contribución de la búsqueda de desaparecidos, entre otros (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014).

6. Garantías de no repetición: se evaluó el porcentaje de personas que no fueron víctimas de un nuevo hecho de infracción al DIH o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de los Derechos Humanos (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2014).

Si bien los indicadores que se evaluaban en el año 2014 permitieron un seguimiento de la situación de las víctimas, fue solo hasta 2019, mediante el Auto 331, que se especificaron los IGED, en tanto la batería de indicadores que se había formulado hasta la fecha no se refería al conjunto de derechos sobre los que se concentraba el seguimiento y persistían desacuerdos relacionados con su formulación (Corte Constitucional, 2019, Auto 331).

De este modo, la Corte estableció que los IGED debían ser oportunos, excluyentes, claros, explícitos, sensibles y verificables, y se establecieron otros criterios sobre su medición, fórmula, periodicidad, tipo, línea de base y resultado. Asimismo, la Corte concluyó que los derechos de la población desplazada se satisfacían bajo los principios de igualdad y no discriminación, de progresividad y no regresividad y bajo los criterios de racionalidad en la política pública (Corte Constitucional, 2019, Auto 331). Finalmente, los derechos respecto de los cuales debía realizarse el seguimiento fueron establecidos en su orden como (i) derechos asociados a la situación de desplazamiento forzado (derechos a la subsistencia mínima, retornos y reubicaciones, y protección de predios y restitución de tierras); (ii) derechos que la población desplazada comparte con el resto de la población colombiana (vida, libertad, integridad y seguridad, educación, generación de ingresos y vivienda), y (iii) derechos de las víctimas de desplazamiento forzado (verdad, justicia y reparación en lo relacionado con la indemnización y la rehabilitación integral). (Corte Constitucional, 2019, Auto 331)

Sin embargo, a pesar de todos los esfuerzos que se han realizado desde la Corte Constitucional en la construcción de los IGED, no debe olvidarse lo que el profesor Correa de Andréis (2016) afirmara en su momento:

En términos presentes, de nuestro mundo inmediato, aquí y ahora nos planteamos el problema de los derechos humanos en estrecha articulación con la política en y desde la sociedad civil. En otros términos, se pretende plantear que no es suficiente con asistir a estadios de pensamientos modernos de prácticas modernizantes del Estado y de la economía para el logro de la práctica efectiva de los derechos humanos. Tampoco podemos esperar la realización de los derechos humanos a partir de construcciones jurídicas por más sofisticadas y elevadas que sean.

En el sentido que lo mencionara el profesor Correa de Andréis, y aplicado al contexto de los IGED, estos deben pasar de ser instrumentos y desarrollos jurídicos de gran envergadura desarrollados durante años, a ser herramientas eficaces en la demostración de las condiciones reales de la reivindicación de los derechos humanos de las víctimas de desplazamiento y por consiguiente deben brindar un punto de partida en la formulación de los planes y políticas públicas que realmente satisfagan sus necesidades y aspiraciones.

3.5. Mecanismos para la restitución efectiva y sus obstáculos

En esta misma línea, se encuentra que el concepto del derecho a la reparación integral (Corte Constitucional, 2007, Sentencia T-821), supone el derecho a la restitución de los bienes, la indemnización de los perjuicios, el resarcimiento del daño y las medidas destinadas a la reivindicación de la memoria y de la dignidad de las víctimas. Adicionalmente, el Estado tiene la obligación de adoptar medidas de no repetición para garantizar que las organizaciones que perpetraron los crímenes investigados sean desmontadas y las estructuras que permitieron su comisión sean removidas, con el fin de asegurar que tales crímenes no volverán a presentarse. Por lo tanto, las víctimas del desplazamiento forzado tienen el derecho a obtener la restitución y explotación de la tierra de la cual fueron privados y expulsados por situaciones de violencia que no estaban obligados a soportar y que desencadenaron una vulneración masiva de sus derechos fundamentales (Corte Constitucional, 2011, Sentencia T-159). En ese sentido, y con el fin de alcanzar la reparación integral de las víctimas, se crearon mecanismos legales y organismos que permitieran lograr la restitución efectiva, tal como enuncia la Unidad de Restitución (2021):

Para lograr la restitución jurídica y material de las tierras despojadas, la ley creó la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, entidad Adscrita al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, como instancia administrativa cuyo objetivo central es “servir de órgano administrativo del Gobierno Nacional para la restitución de tierras de los despojados” a que se refiere la Ley 1448 de 2011 y llevar el Registro Único de Tierras Despojadas. Esto significa que la Unidad será la encargada de diseñar y administrar el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas, en donde además del predio, se inscribirán las personas sujeto de restitución, su relación jurídica con la tierra y su núcleo familiar. Además de lo anterior, la Unidad llevará, a nombre de las víctimas, las solicitudes o demandas de restitución ante los jueces o magistrados de restitución de tierras y, en el caso que no sea posible la restitución, y previa orden judicial, compensará a la víctima y a los terceros de buena fe exenta de culpa. Para estos efectos, la Unidad contará con un Fondo a través del cual cumplirá sus funciones y las órdenes judiciales.

Sin embargo, a pesar del anterior enunciado, en los procesos de restitución de tierras las víctimas se enfrentan a innumerables obstáculos que hacen difícil alcanzar la reparación integral. Aunque la Ley 1448 de 2011 protegió formalmente el derecho a la tierra, no otorgó las garantías suficientes que permitieran la reconstrucción de los proyectos de vida. Además, aunque existe un instrumento legal que permite acceder al derecho de restitución, en la práctica, reconstruir el proyecto de vida en los territorios de origen supone el enfrentamiento de las víctimas no solo a los aparatos de violencia y de ilegalidad que aún permanecen, sino también a los innumerables obstáculos que el Estado ha instituido a través de otros instrumentos legales que privilegian, por ejemplo, los relacionados con la política extractivista. En este punto, es importante mencionar que tal como se señala en la obra del profesor Correa de Andréis, el desplazamiento es un proceso y no un acto, y que se puede ser desplazado aún sin abandonar las zonas de residencia, porque “la vida, la integridad física o libertad se ven vulneradas o se encuentran amenazadas” (Correa, 2009, p. 85).

En ese sentido, se puede incluso regresar y seguir siendo desplazado porque las dinámicas de violencia continúan y porque reconstruir el proyecto de vida después de una o dos décadas no es una tarea fácil. De este modo, se configura una realidad dolorosa de no pertenecer a la tierra a la que antes se pertenecía y tampoco pertenecer al lugar de recepción. Es probable que un fallo en un proceso de restitución no signifique mucho en lo que a la efectividad material de la ley se refiere; si bien la decisión del juez es un primer paso, no es suficiente para restablecer el tejido social perdido, se requiere de la voluntad estatal para lograrlo y la eficacia lograda en diez años de vigencia parece demostrar que tal voluntad no existe.

De acuerdo con información de la Procuraduría General de la Nación en el texto “Restitución o el Derecho a los Deseos”, contenido en la publicación De la Restitución Formal a la Restitución Material: la etapa del posfallo del proceso de restitución de tierras, citada por la Comisión Colombiana de Juristas (Bolívar y Viana, 2018), la Agencia Nacional de Tierras recibió entre septiembre de 2016 y septiembre de 2017 un total de 877 órdenes de adjudicación, de las cuales se han emitido solamente 190 resoluciones. A este respecto, a pesar de que con la expedición de la Ley 1448 de 2011 se esperaba que en un término de 10 años la mayoría de las víctimas fueran reparadas, a julio de 2020 sólo el 12.84% (917.481 víctimas) había recibido las indemnizaciones administrativas previstas (Dejusticia, 2020). Por otra parte, al 30 de octubre de 2020 se habían presentado 126.322 solicitudes de restitución en el territorio nacional, de las cuales el 65% fueron rechazadas, 9.974 casos habían sido resueltos judicialmente y se habían emitido 5.945 sentencias, es decir, que hasta ese momento se había alcanzado una eficacia del 7.9%, en nueve años de vigencia de la ley.

Ahora bien, con respecto a las tierras despojadas que corresponden a 6 ‘500.000 hectáreas, hasta esa fecha se habían restituido tan solo 384.051 hectáreas, correspondientes al 5.9% del total despojado (Fundación Forjando Futuros, 2020). Asimismo, a 31 de diciembre de 2020, la URT había presentado 13.218 demandas ante los jueces que incluían 24.893 solicitudes y se habían emitido 6.153 sentencias en etapa judicial correspondientes a 11.786 solicitudes, se había ordenado la restitución de 5.534 predios y se habían beneficiado 33.675 personas y 7.853 familias, decisiones que correspondieron a 163.566 hectáreas. También, se asignaron 4.990 proyectos productivos con una inversión de más de 138.000 millones de pesos (Unidad de Restitución de Tierras, 2019). Con referencia a la restitución étnica y de acuerdo con los decretos ley 4633 y 4635 de 2011, solo se lograron 19 sentencias, se presentaron 124 demandas y se dictaron 74 medidas cautelares. Así, se restituyeron 226.024 hectáreas para 40.421 personas y 11.284 personas se beneficiaron de un fallo judicial (Unidad de Restitución de Tierras, 2020).

Sin embargo, estos datos no reflejan plenamente la realidad. En la práctica, las víctimas deben enfrentar largos procesos e innumerables obstáculos para retornar a sus tierras. En ese sentido, Juan Guillermo Ferro señala que se presentan muchas barreras en las políticas de restitución, consecuencia de los criterios de la Unidad de Restitución de Tierras (URT) para rechazar a los solicitantes (CINEP y PPP, 2018). Asimismo, denuncia en entrevista realizada por el CINEP y el PPP (2018) que los procesos de restitución funcionan a un ritmo muy lento:

Cada dos meses aparece algún dato, a los tres meses se hace una visita o aceptan un documento, le dicen a la gente que ya está en trámite. La gente no protesta más porque dice que ahí va la cosa, que aceptaron unas solicitudes y que ya volvieron a meter la demanda. Ese es el efecto perverso que tiene esa lentitud.

Además, cuando se logra el retorno no hay recursos y el modelo de desarrollo agroindustrial basado en el monocultivo se prioriza frente a las economías campesinas. A la postre, según lo expresado por Juan Ferro en la misma entrevista “el campesino no tiene los apoyos, el crédito, la infraestructura para reiniciar su proyecto y entonces termina vendiendo la tierra que le restituyeron. No se está haciendo algo para restituir una cultura, una sociedad, una economía, ni la vocación campesina” (CINEP y PPP, 2018).

Por otra parte, Ferro también afirma que, aunque las organizaciones sociales se encuentran debilitadas, como en el caso de aquellas existentes en Montes de María, en tanto fueron las más afectadas por los hechos violentos asociados a las incursiones paramilitares, algunas aún se mantienen firmes en la defensa de sus derechos: las comunidades del centro de Montes de María y de El Carmen de Bolívar luchan contra el abandono de sus territorios y las de Playón en Marialabaja se han manifestado en contra del acaparamiento del agua que ha sido privatizada y priorizada para el riego de la palma antes que para el consumo humano (CINEP y PPP, 2018). Finalmente, para él no es posible pensar en la estabilización socioeconómica de un país afectado por décadas por un conflicto interno, mientras no se logre la reparación de las víctimas:

Si no hay restitución, si no hay reparación, si no funciona la planeación participativa, pues entonces no habrá paz ni duradera ni estable, como se definió en los acuerdos de las FARC y el Gobierno. Si no hay estas bases, ¿de qué estabilidad estamos hablando? Aquí podemos estar hablando de una paz inestable y efímera, porque no hay manera de avanzar si no se resuelve el tema del acceso a la tierra, si no se repara a las víctimas, si no se le apuesta a la economía campesina. En Colombia no tenemos una política que le dé a la economía campesina un verdadero fortalecimiento, no se cree en sus bondades; se cree que los campesinos son atrasados, pobres, brutos, que no saben producir ni comercializar, y eso marca las dinámicas en los territorios y las políticas públicas (CINEP y PPP, 2018).

Y tomando como base lo señalado por Ferro, para que la paz estable y duradera llegue a los territorios se requiere que, además de los procesos de restitución y reparación, haya también planeación participativa. No es suficiente entregar unos proyectos productivos ajenos y alejados de las comunidades y de sus necesidades. Ya desde 1992 lo señalaba el profesor Correa de Andréis “Participar es sentirse parte integrante de un proceso en su totalidad. Es romper la noción de que alguien ajeno a nosotros mismos tiene la respuesta y la responsabilidad total” (Correa, 2016). Así señala como razones de la importancia de la participación ciudadana las siguientes:

La convicción de que la democracia en el país seguirá siendo simple fachada si no da solución a nuestros problemas, mientras no transite de lo representativo y eventual a métodos realmente participativos permanentes y más directos en la relación sociedad civil-Estado.

La necesidad de diseñar planes de desarrollo que articulen los recursos comunitarios, la sabiduría popular, con el conjunto de recursos, herramientas, técnicas y experiencias acumuladas por el Estado.

La certeza y el principio de preservación de las culturas populares situadas en la base de la posibilidad de construir organizaciones sociales sólidas.

El poder no es un ente alejado de la vida cotidiana; por el contrario, circula en la lógica del sistema cultural dominante, define el saber y le da forma a la acción. Por ello, implica una nueva concepción política en la que la participación se constituye en el eje fundamental de la legitimidad y el ejercicio del poder.

Y tan vigente en ese momento como ahora este pensamiento del profesor Correa de Andréis, no será posible la reparación mientras las comunidades y sus organizaciones sociales no se fortalezcan y puedan participar activamente en la defensa de sus derechos y en la construcción de los planes y políticas que se den en el marco de esa reparación.

3.6. El proceso de restitución: el caso de los departamentos de Bolívar y Atlántico

Luego de este contexto y como se señaló en la introducción de este capítulo, se abordará a continuación el análisis de la etapa administrativa y judicial del proceso de restitución de tierras, primero en forma general y posteriormente con un enfoque en los departamentos de Bolívar y Atlántico, de especial interés en la obra del profesor Correa de Andréis.

3.7. La etapa administrativa de la restitución

En la página de Datos Abiertos de Colombia (www.datos.gov.co) se encuentran las cifras sobre las solicitudes de restitución en fase administrativa a enero de 2021, por departamentos y tipo de solicitud (solicitudes inscritas, no inscritas y en trámite) (Datos Abiertos de Colombia, 2021). Así, tal como lo reporta la Unidad de Restitución de Tierras (URT), al 31 de diciembre de 2020 se habían recibido 127.926 solicitudes de restitución presentadas por 99.198 titulares, correspondientes a 115.939 predios.

En general, se tiene que el mayor número de solicitudes se presentó en el período comprendido entre los años 2012, 2013 y 2014 con 23.420, 28.758 y 21.086 solicitudes respectivamente. Con posterioridad, este número descendió hasta llegar a 1.833 solicitudes en 2019. De estos solicitantes, 40.664 eran mujeres y 58.126 eran hombres (Unidad de Restitución de Tierras, 2019). En cuanto a su gestión, se tiene que, en etapa administrativa, al mismo corte de 31 de diciembre de 2020, se procesaron 109.162 solicitudes correspondientes al 85% del total, de las cuales 101.926 corresponden a las zonas micro focalizadas. En 88.046 de estas solicitudes se había finalizado el trámite administrativo con 30.723 solicitudes inscritas y 57.323 como no inscritas.

Con respecto al departamento de Bolívar, a enero de 2021 se habían presentado 7.850 solicitudes de restitución que correspondían a 6.964 predios (Datos Abiertos de Colombia, 2021). De estas solicitudes, 2.282 fueron solicitudes inscritas, 3.534 fueron solicitudes no inscritas y 3.820 se encontraban en trámite administrativo. De este modo y de acuerdo con la URT, en Bolívar se presentó una situación similar al consolidado nacional en lo que se refiere a solicitudes, siendo los años con mayor número el 2012, el 2013 y el 2015 con 1.858, 1.735 y 1.039 respectivamente, cayendo a la mitad en el año 2015 con 548 y llegando al mínimo de 86 en el año 2019.

En cuanto al enfoque diferencial, 274 solicitantes pertenecían a grupos afrocolombianos, negro raizal o palenquero y 22 a grupos indígenas (Unidad de Restitución de Tierras, 2019), y del total de solicitantes 4.314 fueron hombres y 1.596 mujeres, 2.615 se encontraban en el rango de edad entre 27 y 60 años y un mayor número, 3.240, eran mayores de 60 años. En cuanto al enfoque territorial y de micro focalización, el municipio con mayor número de solicitudes fue El Carmen de Bolívar con 2.465 solicitudes correspondientes a 2.113 predios, seguido por San Jacinto con 1.211 solicitudes y 1.070 predios y por San Juan con 610 solicitudes y 569 predios (Unidad de Restitución de Tierras, 2019). En las siguientes gráficas se muestran los municipios del departamento de Bolívar con las solicitudes por municipio, el estado del trámite por municipios y el estado del trámite en general para el departamento.


Gráfico 3. Etapa administrativa de la restitución en el departamento de Bolívar por número de solicitudes por municipio y número de predios a enero de 2021.
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Fuente: elaboración propia con datos obtenidos de la URT.




Gráfico 4. Etapa administrativa de la restitución en el departamento de Bolívar por estado del trámite por municipio a enero de 2021.
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Fuente: elaboración propia con datos obtenidos de la URT.




Gráfico 5. Etapa administrativa de la restitución en el departamento de Bolívar por estado del trámite (enero de 2021).
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Fuente: elaboración propia con datos obtenidos de la URT.



Ahora bien. Con respecto al departamento del Atlántico, el número de solicitudes es muy bajo cuando se compara con el total nacional y con el departamento de Bolívar: 594 solicitudes que corresponden a 517 predios. Con respecto a la distribución por zonas urbanas, se encuentra en primer lugar Barranquilla con 162 solicitudes que corresponden a 157 predios, seguido por Ponedera con 133 solicitudes que corresponden a 100 predios y Piojó con 76 solicitudes que corresponden a 65 predios. Por otra parte, el año en el que se presentó el mayor número de solicitudes fue el 2015 con 159, seguido del 2016 con 133 y el 2013 con 117. En el año 2019 se presentaron cuatro solicitudes.

Así pues, se encuentra que, del total de solicitudes reportadas por la URT para este departamento, 98 fueron solicitudes inscritas, 312 fueron solicitudes no inscritas y 371 se encontraban en trámite administrativo. En cuanto al enfoque diferencial solo se reportaron siete solicitantes de grupos indígenas y siete de grupos afrocolombianos, negro raizal o palenquero; 234 solicitantes fueron hombres y 168 mujeres y no se reportaron solicitantes de grupos LGTBI o intersexuales. La mayor parte de los solicitantes se encontraban en el rango de edad entre 27 y 60 años y 157 eran mayores de 60 años. En las siguientes gráficas se muestran los municipios del departamento de Atlántico con las solicitudes por municipio y la distribución por estado del trámite para el departamento:


Gráfico 6. Etapa administrativa de la restitución en el departamento de Atlántico por número de solicitudes por municipio y número de predios (enero de 2021).
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Fuente: elaboración propia con datos obtenidos de la URT.




Gráfico 7. Etapa administrativa de la restitución en el departamento de Atlántico por estado del trámite a enero de 2021.
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Fuente: elaboración propia con datos obtenidos de la URT.



3.8. La etapa judicial en la restitución

La revisión de la etapa judicial se realizó consultando los datos generales a nivel nacional y de los departamentos de Bolívar y del Atlántico. Posteriormente se llevó a cabo un estudio de las sentencias emitidas para estos departamentos, que se encuentran disponibles en la página web de la Fundación Forjando Futuros. Esta revisión se realizó durante los meses de diciembre de 2020 y enero de 2021, eligiendo las sentencias que presentaron opositor y otras de manera aleatoria para el departamento de Bolívar (54 en total) y analizando las cinco sentencias disponibles para el departamento del Atlántico.

Sobre esta base, se realizó un proceso de caracterización para identificar si el predio era rural o urbano; si la víctima era ocupante, propietario, poseedor; si la forma de desplazamiento era despojo o abandono; el tiempo que había transcurrido desde el desplazamiento; si se había restituido, compensado o negado a la víctima solicitante y si en el proceso se había presentado algún opositor. En el consolidado nacional reportado por la Fundación Forjando Futuros se encontró que a enero de 2021 se habían emitido 6.267 sentencias que representaron 10.485 casos y que el año en el que se emitieron el mayor número de fallos fue el 2018 con 1.156, seguido por el 2017 con 1.107 y el 2016 con 851. En el año 2012, se emitieron nueve fallos (Fundación Forjando Futuros, 2021). Asimismo, se estableció que en 9.858 casos el apoderado judicial del reclamante fue la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas.

Con respecto a los predios, 8.600 eran rurales y 752 urbanos y fueron restituidos 8.043 que corresponden al 86%; en cuanto a la extensión, se restituyeron 370.018 hectáreas correspondientes al 95% y frente al origen del predio se estableció que 279.965 (75%) hectáreas habían sido adjudicadas previamente (Fundación Forjando Futuros, 2021). Referente al tipo de víctima, el 53% era propietario, el 27% ocupante y el 20% restante poseedor. El 66% de los predios fueron abandonados y el 34% despojados. Frente al número de sentencias con opositor, se presentó oposición en el 32% de los procesos (3.157) (Fundación Forjando Futuros, 2021). Finalmente, en el nivel nacional se encontró que la decisión con respecto al predio fue de restitución en el 80% de los casos, de negación en el 8% y de compensación en el 13%. En 482 casos se declaró un segundo ocupante vulnerable y en 339 se declaró un opositor con buena fe exenta de culpa (Fundación Forjando Futuros, 2021).

Asimismo, en el análisis departamental, para el Atlántico se reportaron cinco sentencias emitidas en el 2018, correspondientes a 31 casos, cuyos victimarios fueron paramilitares en el 97% y guerrillas en el 3%. La Corporación Jurídica Yira Castro actuó como apoderado judicial en 28 procesos y la UAEGRTD en tres, de los cuales el Juzgado 4º de Sincelejo resolvió 28 y el Tribunal de Cartagena tres. El 97% de los predios objeto de restitución eran rurales y en el 93% de los casos las víctimas solicitantes eran propietarios que abandonaron sus predios y en el 7% fueron despojados. La decisión de restitución se logró en el 90% (28) de los procesos, en el 6% (2) se negó y se compensó en el 3% (1); en tres casos se presentó opositor (Fundación Forjando Futuros, 2021).

Con respecto al departamento de Bolívar, se tienen 359 sentencias que representan 722 casos. Los años en los que se profirió el mayor número de sentencias fueron 2016 con 85 sentencias, 2017 con 75 y 2018 con 65. Los victimarios fueron paramilitares en el 76% de los casos, guerrillas en el 6%, el Estado en el 1%, enfrentamientos en el 11% y se trató de un actor indefinido en el 5% de los casos. La Comisión Colombiana de Juristas acompañó como apoderado judicial del reclamante en 41 procesos y la UAEGRTD en 679. El 88% de los predios eran rurales y en el 43% de los casos las víctimas solicitantes eran poseedores, en el 40% propietarios y en el 17% poseedores, y de estos abandonaron sus predios el 58% de los casos y fueron despojados el 42%. (Fundación Forjando Futuros, 2021)

La decisión de restitución se logró en el 87% (615) de los procesos, en el 9% (62) se negó y se compensó en el 4% (31); se declaró segundo ocupante vulnerable en 47 casos; en el 50% se presentó opositor y de estos en 20 casos se probó la buena fe exenta de culpa (Fundación Forjando Futuros, 2021). Para el departamento de Bolívar, la siguiente tabla muestra el número de casos resueltos y sentencias emitidas por Juzgados (Fundación Forjando Futuros, 2021):


Tabla No. 5. Casos resueltos por juzgados a enero de 2021. Departamento de Bolívar.



	Juzgado

	Casos resueltos

	Sentencias




	Juzgado 1º ERT El Carmen de Bolívar

	142

	46




	Juzgado 2º ERT El Carmen de Bolívar

	166

	65




	Juzgado 3º ERT El Carmen de Bolívar

	62

	36




	Juzgado 3º ERT Valledupar

	1

	1




	Juzgado 4º ERT El Carmen de Bolívar

	17

	9




	Tribunal de Antioquia

	19

	11




	Tribunal de Bogotá

	26

	10




	Tribunal de Cali

	10

	8




	Tribunal de Cartagena

	248

	163




	Tribunal de Cúcuta

	31

	10





Fuente: elaboración propia, datos de Fundación Forjando Futuros (2021).



Corresponde ahora pasar a un análisis específico de las sentencias que fueron emitidas en el departamento de Atlántico (cinco) y en Bolívar (54) que, como se especificó anteriormente, incluyen todas aquellas que presentaron como opositor a una persona jurídica (Fundación Forjando Futuros, 2021). Así, en Bolívar se presentó oposición de persona jurídica en 44 de las 359 sentencias emitidas. En los años 2013 a 2015 se encuentran ocho sentencias con empresa opositora, pasando a 16 sentencias en el 2016 y a 20 entre el 2017 y el 2021. Los predios solicitados en procesos con oposición de una empresa, se ubicaron en su mayoría en el municipio de El Carmen de Bolívar (38), seguidos de dos casos en el municipio de María La Baja y cuatro casos en el municipio de Zambrano. En 37 de los 44 casos se logró comprobar una situación de despojo, en el que la parte opositora se encontraba en posesión del predio (Fundación Forjando Futuros, 2021). No obstante, la dinámica en la cual se dio esta situación es compleja y no existe un carácter único en la enajenación de los predios. De todas formas, un análisis más detallado permitió establecer que, como se ha señalado anteriormente, el desplazamiento fue el producto de varios hechos victimizantes en los que, en un primer momento, generalmente ocurrió el abandono de los predios y posteriormente se produjeron las ventas de carácter forzoso.

En este sentido, se encontró que, en un primer momento, los actos de violencia perpetrados por los grupos armados que ocupaban la zona fueron el motivo de abandono de los predios para los ocupantes o propietarios, quienes tuvieron que desplazarse hacia veredas lejanas o, más frecuentemente, hacia el casco urbano del municipio u otras ciudades como Barranquilla o Cartagena. Todas las víctimas reconocieron en sus declaraciones que sintieron temor de regresar y que, en años posteriores, cuando se encontraban en un estado de necesidad o escasez económica, accedieron a la venta de los terrenos como única alternativa de supervivencia.

Los eventos que motivaron el desplazamiento son comunes en más de un caso, y concuerdan con las modalidades en las que operaron los grupos armados durante los años en que se perpetraron los actos violentos: generalmente una masacre de campesinos que debía interpretarse como amenaza o advertencia y cuya consecuencia era el movimiento masivo de la población por la generalización del temor a permanecer en la zona. Años después, cuando los grupos armados no dominaban la zona, la percepción de peligro era tan persistente que los propietarios accedían aún a la venta de los predios a bajos precios. Prueba de esto es que en el análisis de los fallos se encuentra que son recurrentes las situaciones en las cuales se presumió la venta forzosa. Así, el hecho de que se presentara una venta bajo el estado de necesidad se interpretó, en muchos casos, como motivo suficiente para presumir la falta de consentimiento.

En concreto, las ventas de estos predios se dieron alrededor de los años 2005 al 2010, época en la que se registraron ventas masivas de terrenos en las zonas de conflicto, razón por la cual fueron declaradas nuevamente como zonas en riesgo de desplazamiento. Y es en estos años en los que entran en escena los compradores masivos de tierras, que al igual que los grupos armados y los eventos causales del desplazamiento, fueron comunes en más de un caso, principalmente en el municipio de El Carmen de Bolívar.

Dichos compradores fueron empresarios o empresas que actuaban mediante intermediarios en las negociaciones. Incluso, los intermediarios podían llegar a ser vecinos de los terrenos en los cuales el empresario estaba interesado y eran los encargados de atraer a la población para la venta de los terrenos. De esta forma, con el dominio de la información sobre el contexto de violencia en la zona y del estado de necesidad de los campesinos, estos intermediarios se acercaban para hablarles de los empresarios interesados en comprar, que ofrecían precios de compra aparentemente razonables para quienes se encontraban en estado de necesidad. Durante estas “negociaciones” con los campesinos ejercían una presión aparentemente sistemática que obligaba al propietario a vender su terreno y aceptar cualquier suma que se le ofreciera. Sumado a ello, en algunos casos, y producto del temor que se había sembrado en la población, la relación que mantenían los campesinos con sus tierras era distante y los predios se encontraban desocupados o parcialmente visitados. Así, en el relato de los hechos de algunas sentencias se señala que existía la sospecha de que los grupos ilegales habían sembrado minas antipersona en algunas de las zonas donde se encontraban los predios de los campesinos.

Por otro lado, en más de una declaración de los solicitantes se mencionó que los rumores que se escuchaban para esa época daban cuenta de que los “cachacos” habían llegado a la región para comprar las tierras. Cabe la posibilidad de que estos rumores hayan sido suscitados por los mismos intermediarios, quienes, ante la negativa de vender de algunos parceleros, presionaban afirmando que no sería posible que se quedaran en sus tierras, puesto que todos los vecinos pensaban vender o ya habían vendido, y de esa manera sus predios quedarían cercados y sin acceso vial.

Es bajo el análisis de estas condiciones que los jueces de los Tribunales o Juzgados pudieron estimar que existió un vicio del consentimiento en la compraventa, por lo cual declararon probado el despojo y procedieron a restituir los predios a los solicitantes. Ahora bien, en lo que atañe al precio, en algunos casos la oferta descendió alrededor de siete millones de pesos por un predio e incluso, una vez firmado el contrato, se llegó a pagar mucho menos. Dichas rebajas en el precio, se justificaron en el pago de impuestos, gastos notariales o de trabajos en el terreno que se descontaron directamente.

Cabe resaltar que, en algunos casos, se presentó un esquema de intermediación en el cual personas naturales accedían a los predios y más adelante negociaban la propiedad con las empresas interesadas. Estas negociaciones tuvieron como precio base sumas mucho más altas que triplicaron los precios pactados con los campesinos. El paso del tiempo y la desaparición de las fuerzas armadas ilegales de la zona se adujeron como razones que sustentaron el aumento de los precios.

Otra irregularidad detectada en la celebración de los contratos de compraventa, fue el desconocimiento del verdadero comprador. Así, los campesinos firmaron la transferencia de propiedad sin saber que los verdaderos compradores eran las empresas interesadas o desconociendo la existencia de una tercera persona que se convertía en propietario; asimismo, se reportaron casos de campesinos que no sabían leer ni escribir. Todas estas condiciones en las cuales se vendió sin el consentimiento pleno de los propietarios, reforzaron la existencia del despojo y permitieron desestimar toda pretensión de los opositores.

Las empresas que actuaron como opositoras fueron: la Sociedad Agropecuaria Carmen de Bolívar S.A. (cuyo representante, Manuel Medina Muñetón fue declarado responsable de innumerables ventas masivas), Agroservicios San Simón, Fiduciaria Fiducor S.A. (en representación de Cementos Argos S.A.), Agropecuaria Caña Flecha S.A. y Agropecuaria El Génesis. El interés en la adquisición de tierras por parte de estas compañías se debió a la implementación de grandes proyectos agroindustriales que fueron respaldados por las iniciativas del gobierno para atraer empresarios e inversión en las zonas afectadas por la violencia, argumento totalmente contrario a las razones utilizadas para convencer al campesino de vender, atribuibles a la desvalorización de la tierra y a la aparente ausencia de interés en la zona por causa de la violencia. En el caso particular de Cementos Argos, su filial Reforestadora del Caribe fungió como adquirente de los predios para proyectos de protección medioambiental.

En ninguno de los 44 casos con oposición de una empresa se pudo demostrar o declarar la buena fe exenta de culpa. Sin embargo, en 10 de los 44 casos los jueces negaron la solicitud de restitución. Esta decisión se vio directamente relacionada con la imposibilidad de demostrar el despojo. En seis de las 10 solicitudes negadas, se estimó que hubo desplazamiento por abandono y no fue posible demostrar una situación de despojo. En dichos casos, las salas no encontraron pruebas de que los solicitantes hubieran vendido en un momento en el que existía una conexión causal con los hechos violentos que llevaron a la pérdida material del bien; por ejemplo, una venta realizada en un período ya fuera posterior o anterior al auge de la violencia en la zona o, también, una situación en la cual no se apreciara una condición desfavorable del vendedor, que incluso llegaba a vender por iniciativa propia. En el mismo sentido, algunas de estas ventas no fueron realizadas en un principio a las grandes empresas sino a otros campesinos de la zona, quienes más adelante vendieron a las empresas implicadas.

3.9. Sobre los hechos violentos

Cómo ya se estableció, en la mayoría de los casos el despojo de los bienes se dio tiempo después de los hechos violentos que generaron el fenómeno de abandono masivo de las tierras. Por una parte, las ventas ocurrieron alrededor de los años 2005 a 2009, pero el abandono se suscitó por los eventos que se dieron en la segunda mitad de la década de los noventa y en los años 2000 a 2001. Incluso, existen algunos casos en los cuales aún para los años más cercanos a las ventas (2005-2007) seguía existiendo actividad de grupos armados.

Por otra parte, se encontró que el tiempo de desplazamiento, tomado como el tiempo transcurrido entre el primer desplazamiento campesino de las tierras y el fallo de las sentencias de restitución, se hallaba en el rango entre 12 y 22 años, siendo comunes varios de los eventos que originaron el desplazamiento, los actos violentos y los grupos que los perpetraron. Así, los paramilitares de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) fueron el grupo armado de mayor reconocimiento como organización victimaria y, en segundo lugar, la guerrilla de las FARC y el fuego cruzado entre este grupo y el ejército.

Los eventos que más figuran como causa de desplazamiento son las masacres de El Salado y Hato Nuevo ocurridas en el año 2000. También se mencionan en años previos las masacres de Caño Negro, Capaca, Bongal y Campo Alegre, alrededor de los años 1998 y 1999. Es de notar que los campesinos abandonaron en varios casos sus predios por la cercanía al sitio de los hechos. Sin embargo, también se dieron a la par, en más de un caso, otros actos violentos directos como amenazas, hurto de ganado, homicidio de vecinos y miembros de la comunidad, vacunas, quema de casas y cercanía de fuego cruzado. La sola presencia de los grupos armados también fue motivo de terror y abandono de la zona.

3.10. Las diferencias en materia de restitución entre los departamentos de Atlántico y Bolívar

Ahora bien. Cuando se analizan las diferencias numéricas entre las solicitudes de restitución en etapa administrativa y los procesos y fallos de la etapa judicial, en los departamentos de Atlántico y Bolívar, se encuentra que, para el departamento de Bolívar, el número total de solicitudes en etapa administrativa correspondió a 7.850 solicitudes (de 6.964 predios), mientras que para el departamento del Atlántico fue de 594 solicitudes (de 517 predios). Por otra parte, en la etapa judicial se emitieron 359 sentencias en Bolívar frente a cinco en el departamento del Atlántico.

Este fenómeno se debe, entre otras razones, a que en estos departamentos la dinámica del conflicto fue distinta, con una mayor afectación en el departamento de Bolívar. Mientras que en el departamento del Atlántico se perpetraron cinco masacres, en la subregión de los Montes de María y en el departamento de Bolívar, entre 1995 y 2003, ocurrieron 56 masacres (Verdad Abierta, 1 de septiembre de 2010).

Así, uno de los argumentos que sustentan estas diferencias radica en la extensión y la distribución de riquezas agrícolas y minerales en el departamento de Bolívar. La extensión territorial del departamento y sus variadas características geográficas que hacen difícil el acceso, explican un abandono estatal que permitió que se presentaran diferentes dinámicas de violencia y que se fortalecieran los diferentes actores armados. Frente a la extensión territorial de este departamento. Joaquín Viloria de la Hoz (2009) afirma que,

“La configuración geográfica de Bolívar es única a nivel nacional, producto de un departamento angosto y alargado, de más de 700 kilómetros de longitud, con innumerables cuerpos de agua que han dificultado la construcción de adecuadas vías terrestres. Esta configuración no fue siempre así, ya que del “Bolívar Grande” fueron segregados los departamentos de Córdoba (1951) y Sucre (1966). En el sur de Bolívar confluyen varios ecosistemas, lo que hace tan difícil la administración de este territorio: el Magdalena Medio de ríos y ciénagas, la serranía de San Lucas de montañas y vertientes, la Depresión Momposina y La Mojana de humedales e inundaciones”. (p. 7).

Y en cuanto a las diferencias frente al departamento del Atlántico, señala que allí la mayoría de sus municipios se encuentran ubicados a una distancia relativamente corta de su centro administrativo. Mientras que municipios del sur de Bolívar, por ejemplo, se ubican a varias horas de viaje de Cartagena, como es el caso de Santa Rosa del Sur y Simití que se encuentran a casi 14 horas y Cantagallo a 16 horas (Viloria, 2009).

Así, de acuerdo con una fuente que prefiere permanecer anónima, para el departamento de Atlántico se tiene que los hechos de despojo propiamente dichos se limitaron a las ventas a bajo precio, los desplazamientos intraurbanos, el despojo a comerciantes y los casos de extorsión. En consecuencia, teniendo en cuenta que la Ley 1448 estableció que se debía establecer un nexo causal entre los hechos de despojo y el conflicto armado, no fue fácil establecerlo en las diferentes solicitudes que se presentaron y que se vinculan con hechos como los señalados anteriormente. Así mismo, en este departamento muchos de los eventos de violencia y despojo se relacionaron expresamente con el delito del narcotráfico, haciendo aún más difícil establecer el nexo con el conflicto armado. (Participante, 26 de enero de 2021)

Hechos como estos no fueron contemplados en la Ley 1448 de 2011, y al no estar relacionados directamente con los actores del conflicto armado del país no fue posible establecer el nexo causal, requisito sine qua non para los procesos de restitución, y fueron asociados principalmente con hechos de delincuencia común quedando excluidos de esta clase de procesos (participante, 26 de enero de 2021). Sin embargo, cuando se consultan otras fuentes, se encuentra que existen denuncias de la violencia vivida en el departamento del Atlántico contra los líderes sindicales, denuncias que dan cuenta de hechos de desplazamiento forzado por actores paramilitares, tal como lo menciona Castaño (2015):

“El tránsito definitivo hacia el nuevo milenio estuvo signado por la meticulosidad con la cual las AUC diseñaron su estrategia de apoderamiento en el departamento. Según un informe del PNUD, el departamento de Atlántico siempre ha sido tenido por una zona de gran importancia para los actores armados. Así mismo, esta zona también se ha erigido en un punto más que estratégico a la hora de impulsar la comercialización de drogas y armas debido a su cercanía con la Sierra Nevada de Santa Marta y con los Montes de María”.

Según lo analizado por dicho informe, el enfrentamiento por el poder entre el Bloque Norte de las AUC y otras organizaciones irregulares tuvo como detonante la disputa por el corredor que comunica a la zona bananera con la ciudad de Barranquilla. Por ejemplo, en el computador incautado a alias «Jorge 40» se detallaban las actividades de este grupo en varios municipios del Atlántico, como Soledad. En 1998, Jorge 40 envió a Barranquilla un grupo de hombres al mando del ex mayor del ejército José Pablo Díaz, el cual se dedicó a la extorsión y a los asesinatos selectivos, hasta que fue asesinado en un combate con las FARC y reemplazado en 2003 por Edgar Ignacio Fierro, alias «don Antonio» (pp. 106-107).

En este sentido, es evidente que las dinámicas del conflicto sí existieron en el Atlántico, y que el desplazamiento también se produjo por los mismos actores armados:

“Precisamente, en junio de 2004 se dio a conocer una carta firmada por las Autodefensas Unidas de Colombia, en la cual se daba un plazo de quince días para que los activistas sindicales y sus familias abandonaran la ciudad de Barranquilla. Las acusaciones que sustentaban dichas amenazas consistían en señalarlos como colaboradores de las guerrillas y cómplices de la «debacle» de diferentes sectores” (Castaño, 2015, p. 136).

Ahora bien, frente a la pregunta sobre las causas de las diferencias entre los departamentos de Atlántico y Bolívar en los procesos de restitución, es posible afirmar que una de las razones, ya enunciadas, es la territorial y geográfica por la gran extensión del departamento de Bolívar, y otra es el fenómeno del desplazamiento intraurbano. Así, resulta notorio que los desplazamientos intraurbanos como los que se presentaron en el departamento del Atlántico, y que generaron ventas apresuradas, y por consiguiente a bajo precio de propiedades en el casco urbano, no son objeto de reclamación en procesos de restitución. Generalmente los hechos extorsivos que las suscitaron y que fueron perpetrados por actores paramilitares, quedaron bajo la figura de la delincuencia común; asimismo, se puede notar como los hechos asociados a luchas sindicales parecieran ser parte de otro conflicto y no del relacionado con los procesos de restitución de tierras.

Sin embargo, si bien no se encuentran un gran número de fallos de restitución, sí se presentaron hechos de desplazamiento y despojo relacionados con el paramilitarismo y también, tal como se señaló anteriormente, relacionados con el narcotráfico. Es el caso de la familia de Teodoro Ariza quien fue secuestrado en la finca La Montaña y nunca regresó, sus predios en los municipios de Ponedera y Sabanalarga sumaban 1.500 hectáreas y según relatan sus familiares, fue el narcotraficante alias “Caracol” quien se apropió de estos terrenos:

“En estas propiedades se nos metieron los narcotraficantes del cartel de Cali y de alias ‘Caracol’, dijo uno de los herederos de Ariza. Ellos se apoderaron de las tierras desde finales de los 90 y en 2006 nos amenazaron y nos obligaron a firmar las escrituras, a cambio de ocho millones de pesos que nos dio un testaferro de ‘Caracol’”. (Verdad Abierta, 19 de julio de 2014)

Con respecto a los hechos relacionados con el paramilitarismo se encuentra el caso de la comunidad de Pita, del municipio de Repelón en el Atlántico, conformada por 113 víctimas agrupadas en 32 familias que fueron desplazadas entre 2000 y 2003 por grupos paramilitares que, aprovechando las condiciones geográficas de la zona, perpetraron varios homicidios, generando el terror entre los pobladores que huyeron a otros municipios. En 2018, luego de un proceso de concertación entre la comunidad y el gobierno, que permitió identificar las necesidades de la comunidad y los planes de reconstrucción del tejido social, se terminaron de implementar varias medidas de reparación que incluyeron la atención integral a las víctimas, el acompañamiento psicológico y la implementación de proyectos productivos a través del Plan Integral de Reparación Colectiva (PIRC) (Unidad de Víctimas, 2018).

Asimismo, otro de los casos de despojo en el Atlántico fue el ocurrido en el municipio de Piojó, donde 90 familias fueron víctimas tanto de la guerrilla de las FARC-EP, como de la Comisión Vía al Mar o Costanera del Frente José Pablo Díaz de las Autodefensas Unidas de Colombia. Entre el 2003 y el 2006 este grupo operó en los municipios de Puerto Colombia, Tubará, Juan de Acosta y Piojó, comandado por Miguel Ángel Villarreal Archila, alias ‘Salomón’, extraditado a Estados Unidos en 2008. (Verdad Abierta, 23 de marzo de 2015)

Sin embargo, para el director de la Unidad de Víctimas del Atlántico de la época en que las víctimas iniciaron las reclamaciones, estas no podían ser reconocidas como tales en tanto no vivían en los predios, sino que trabajaban allí (Verdad Abierta, 23 de marzo de 2015). No obstante, para ellos la situación fue diferente, quedaron atrapados entre la violencia desplegada por las FARC-EP y el grupo paramilitar de la zona, viendo morir en ese período a 17 compañeros campesinos:

“Todos sabíamos lo que estaba pasando, pero nadie se atrevía a hablar. Quien lo hacía, lo mataban. A mí, además de silencio, me pidieron que les entregara información y hasta comida. Las FARC querían conformar un frente con los hijos de los parceleros, y las autodefensas tumbaron puertas para meterse en los ranchos. Todavía hay casas abandonadas. Cuando mataban gente, ponían un panfleto que decía: “Por sapos. Auc”, recuerda William Díaz, un campesino de 60 años que perdió 200 animales de corral, entre gallinas, patos, cerdos y vacas, cuando huyó con su esposa y sus dos hijos de la parcela en donde vivía”. (Verdad Abierta, 23 de marzo de 2015)

Por otra parte, se encuentra que muchas de las víctimas del Atlántico se sumaron a las del departamento del Magdalena, y que en general el Atlántico no representó un interés especial en el tema de restitución de tierras. Este departamento se clasifica como un departamento receptor en el fenómeno de desplazamiento mientras que el departamento de Bolívar muestra un panorama diferente en el que fueron múltiples los actores de las acciones bélicas. En la región de los Montes de María, fueron responsables de estas acciones las FARC-EP con los frentes 35 y 37, el ELN, y las AUC (participante, 26 de enero de 2021); y en la zona sur, el Bloque Central Bolívar que se desligó de las AUC en el año 2002 y que llegó a tener hasta 11 frentes. (Verdad Abierta, 11 de enero de 2011)

Como ya se describió, en Bolívar predominó el abandono forzado en la mayoría de los casos motivado por el miedo y posteriormente se celebraron las ventas masivas en predios en los cuales había un interés minero como en los casos de yacimientos de gas natural en el sur del departamento. Los principales compradores fueron Álvaro Echeverría y Manuel Medina Muñetón, el primero, un empresario antioqueño identificado como uno de los mayores compradores de tierras en los Montes de María, quien se sirvió de Jairo Carlos Bayuelo Ochoa como comisionista (Tierra en Disputa, s.f.), y el segundo, del que se estima que en esta misma zona adquirió alrededor de 9.600 hectáreas a través de las Agropecuarias Carmen de Bolívar, Génesis, San Simón, El Caney y Agrobufalera Los Aromos. (Tierra en Disputa, s.f.).

En síntesis, las diferencias encontradas en la etapa administrativa y en la etapa judicial del proceso de restitución de tierras entre los departamentos de Bolívar y Atlántico dan cuenta de factores geográficos, territoriales, históricos y jurídicos, entre otros, que influyeron tanto en las dinámicas del conflicto inicial como en los procesos de solicitud de restitución de los predios. Sin embargo, en una u otra medida ambos departamentos se afectaron notablemente y las diferencias numéricas no deberían conducir a desestimar la situación vivida en el departamento del Atlántico. En este contexto, es importante recordar que el profesor Correa de Andréis llamó la atención sobre la negación de la violencia que se estaba produciendo en la región en la década de los 80, y señaló cómo algunos sectores sociales parecían no darse cuenta de que también en la Costa y especialmente en Barranquilla, se estaba desarrollando un comportamiento agresivo, que había evolucionado hasta formas típicas de violencia (Correa, 2016). Así, manifestó que no era posible que la violencia del país no alcanzara esta zona, afirmando al respecto que (Correa, 2016):

“La violencia prolifera a nivel del campo y la ciudad y como es lógico llega a la Costa Atlántica, expresándose en múltiples formas, esto es, penetra por todos los poros sociales y se enquista donde la vulnerabilidad de la organización es mayor y se reproduce no solamente como violencia tradicional política sino en extrañas, nuevas y variadas formas”.

En este sentido, tal y como se mencionó en este apartado, los desplazamientos intraurbanos son una clara evidencia de cómo la violencia paramilitar se introdujo de manera silenciosa en el área metropolitana, rompiendo el paradigma del desplazamiento rural y dando una nueva dimensión a este fenómeno.

3.11. Conclusiones

A partir del año 2011, con la expedición de la Ley 1448, se hizo latente la posibilidad de rehacer el proyecto de vida de aproximadamente ocho millones de personas que habían sido desplazadas en el marco del conflicto armado en Colombia. Sin embargo, en los diez años de vigencia de la ley, esta promesa no se ha materializado en el retorno efectivo de las víctimas a los territorios. La eficacia de la ley no ha sido la esperada, es un proceso que avanza lentamente y se enfrenta a grandes obstáculos, siendo uno de ellos la política extractivista que en su momento denunciara el profesor Correa de Andréis como una de las causas de la violencia en estos territorios.

Así, de acuerdo con lo establecido en la Ley 1448 de 2011 que estableció dos etapas en el proceso de restitución, una primera de carácter administrativo y una subsiguiente, de carácter judicial, estos mecanismos no han sido eficaces, en tanto casi el 60% de las solicitudes que se presentan no llegan al trámite judicial. Asimismo, cuando se analiza el componente judicial, se encuentra que son muy pocas las solicitudes que se han resuelto mediante sentencia.

Por otra parte, frente a los obstáculos que se presentan en los procesos de restitución, se evidencia la primacía del modelo neoextractivista en el que el Estado continúa siendo partícipe favoreciendo los proyectos productivos frente a los derechos de las víctimas. En este sentido, la realidad refleja la inexistencia de garantías materiales originada en la implementación desigual, excluyente e inequitativa de la norma para las víctimas de desplazamiento, que limita los derechos y salvaguardas constitucionales, especialmente en aquellos predios donde se pretende la extracción de recursos naturales.

En segunda medida, a pesar de la firma del acuerdo de paz el conflicto continúa y las comunidades campesinas desplazadas no cuentan con las garantías necesarias para retornar a sus territorios y desarrollar sus proyectos de vida en la promesa de volver las cosas a su estado anterior, tal como se especificara en la Sentencia T-025 de 2004 que dio origen a los IGED.

Frente a la pregunta: ¿cuál es la situación actual del derecho al territorio y al retorno de las poblaciones que fueron víctimas de desplazamiento forzado en los departamentos de Atlántico y Bolívar, en lo que concierne a las denuncias que en su momento hiciera el profesor Alfredo Correa de Andréis? Es menester contestar que, conforme a los procesos de restablecimiento de derechos de las comunidades víctimas de desplazamiento forzado en Atlántico y de Bolívar, especialmente de los Montes de María, se evidencian cambios positivos relacionados con la estabilización socioeconómica en algunos casos; pero se registran grandes dificultades respecto a la posibilidad de llevar a cabo procesos de restitución de tierras eficaces y garantistas, en los términos que las normas sobre la materia lo han determinado. Las violaciones a los derechos humanos señaladas por el profesor Correa aún se presentan, y lejos de cerrar las brechas de desigualdad que generó el desplazamiento, las comunidades siguen siendo vulnerables, y la esperanza del retorno se pierde poco a poco debido a las barreras burocráticas y a los actores que ejercen presiones políticas y violentas localmente. Aunado a lo anterior, existe un elemento de prospectiva preocupante, referido al retorno o fortalecimiento de grupos armados organizados al margen de la ley, que amenazan con desestabilizar lo que medianamente se ha logrado hasta ahora, e impedir el avance de los procesos de restitución y la protección de los derechos al territorio.


Capítulo IV

Retos y recomendaciones

Durante los capítulos anteriores se han descrito diferentes situaciones que han vivido las víctimas de desplazamiento forzado en Colombia, especialmente en los departamentos de Atlántico y Bolívar. Ahora es momento de identificar los retos que tiene la política pública del país en materia de reparación integral a estas víctimas, y formular algunas recomendaciones que se derivan del análisis realizado.

4.1. Retos y recomendaciones sobre la normatividad

4.1.1 Retos

De lo sintetizado en el capítulo normativo, se desprenden algunas observaciones sobre las dificultades más persistentes para materializar las disposiciones normativas más importantes en cuanto a protección jurídica de la población desplazada en el país. La primera constante que aparece en la bibliografía consultada sobre la materia, es la falta de eficacia que tuvieron las normas relativas a este fin durante los primeros años de entrada en vigencia de la Constitución, y hasta la Sentencia T-025 de 2004. Posteriormente, si bien el esfuerzo institucional por aplicar esta política pública ha aumentado, con instituciones, procedimientos y normas, como la Ley 975 y la 1448, lo cierto es que persiste un nivel de inoperancia de estas disposiciones, en parte por la poca infraestructura administrativa que se ha dispuesto para el cumplimiento de estos fines, teniendo en cuenta la gran cantidad de víctimas que existen. A su vez, las instituciones encargadas de aplicar esta política pública han tenido que lidiar con problemas propios del diseño de estas disposiciones, lo que dificulta su operatividad. De esto dan cuenta dos trabajos académicos en particular, i) el “Módulo Pedagógico. La restitución de tierras y territorios. Justificaciones, dilemas y estrategias” de Sergio Chaparro, Javier Revelo, y Camilo Sánchez (2016), hecho con el siguiente objetivo pedagógico:

(…) es fundamental que estos funcionarios y funcionarias entiendan la particularidad del proceso de restitución, que no puede ni debe ser interpretado como una acción judicial para tiempos de paz y normalidad, sino como una acción especial prevista para enfrentar un fenómeno extraordinario de violencia y despojo. Sólo así se podrá entender que la Ley 1448 de 2011 y los decretos ley 4633, 4634 y 4635 de 2011 hayan otorgado poderes especiales al juez transicional de restitución, como su facultad de anular las sentencias o actos administrativos que no son usuales en un juez en tiempos de normalidad. O que la ley haya previsto presunciones o la inversión de la carga de la prueba, que tampoco son propios del derecho en tiempos de normalidad. Esto es, pues, expresión de un derecho transicional especialmente -aunque no de manera exclusiva- en el ámbito civil. (p. 14)

Asimismo, ii) “La buena fe en la restitución de tierras. Sistematización de jurisprudencia” de Aura Bolívar, Angie Botero y Laura Gutiérrez (2017) encontró que:

(…) los predios reclamados han sido ocupados tanto por los opositores contemplados en la Ley 1448 de 2011 (victimarios y sujetos o empresas calificadas), como por campesinos en estado de vulnerabilidad, sujetos de especial protección constitucional y otras víctimas del conflicto armado. Esta situación, no prevista inicialmente por la norma, ha requerido un esfuerzo adicional de los jueces y magistrados de crear subreglas que armonicen sus decisiones con la Constitución, los estándares internacionales y la protección de derechos fundamentales.

Una aplicación rígida e irreflexiva del estándar de buena fe exenta de culpa puede llevar a desconocer o transgredir derechos fundamentales de personas en situación de vulnerabilidad, y en esta medida, contradecir algunos presupuestos fundamentales del derecho constitucional dirigidos a garantizar la igualdad material y efectiva de la población sujeto de especial protección constitucional (...)

(...) Adicionalmente, en el desarrollo de esta investigación, se identifican algunos casos en los cuales los predios objeto de decisión tenían afectaciones mineras o de hidrocarburos, circunstancia que generó dificultades de orden jurídico y fáctico, a fin de asegurar el derecho a la restitución. (pp. 10 y 11).

Estos trabajos, entre otros, revelan que si bien las normas jurídicas sobre esta materia se diseñaron teniendo en cuenta las expectativas de las víctimas, las mismas no han logrado cumplir sus fines, por dificultades propias de los procedimientos señalados en la ley ante las dificultades que el problema implica en la realidad material de las víctimas, como la alta informalidad jurídica en cuanto a la tenencia de tierras en Colombia (Chaparro y Guzmán, 2013, p. 8; Espinosa y García, 2011, p. 241), así como la debilidad institucional del Estado, especialmente en la ruralidad (Espinosa y García, 2013).

En este sentido, otro de los retos de esta política pública es la seguridad en los territorios, debido a la persistencia del conflicto armado en Colombia, lo que en muchos casos imposibilita la aplicación de estas normas. La propia ley 1448 reconoce esta situación cuando establece en el parágrafo 1 del artículo 32 que:

El Ministerio de Defensa Nacional y la Fuerza Pública, en coordinación con el Ministerio del Interior y de Justicia, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, tomará las medidas necesarias para garantizar la seguridad en los procesos de restitución antes, durante y después de que se lleven a cabo.

Es un hecho notorio que la violencia en el país sigue latente, pero en cuanto a la aplicación de esta política es especialmente agresiva, debido a los intereses que persiguen la perpetuación de situaciones de abandono y despojo de tierras, tal como lo reconoce la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Colombia (2020), cuando manifiesta que:

“Durante 2019, el ACNUDH facilitó el diálogo entre la Unidad de Restitución de Tierras, pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas y proporcionó asistencia técnica en relación con 14 procesos de restitución de tierras. Estos procesos beneficiarían a 6.647 familias. No obstante, en algunas regiones, como Antioquia, Arauca, Catatumbo, Sur de Bolívar y Urabá, los avances en la restitución de tierras se vieron obstaculizados debido a la presencia extendida de economías ilícitas sobre la tierra objeto de restitución”. (p. 8).

En otro aparte de su informe sobre la situación de Derechos Humanos en Colombia durante el año 2019 (2020) pone de presente que:

“Los asesinatos contra defensoras de derechos humanos se incrementaron en cerca del 50 % en 2019, comparado con 2018. El 5 de enero en Magdalena, una defensora afrocolombiana que exigía la garantía de los derechos de las mujeres víctimas de desplazamiento forzado y la adjudicación de tierras, fue asesinada por denunciar la presencia de un grupo criminal”. (p. 5).

Esto coincide con una observación hecha por un Juez de Restitución de Tierras entrevistado durante el curso de esta investigación, en la que manifestó haber conocido casos en los que la fuerza pública declaró no poder proporcionar seguridad más allá de ciertos puntos geográficos en las regiones donde se adelanta la restitución, lo que ha impedido la realización de diligencias judiciales necesarias para el cabal cumplimiento de la Ley 1448. En este sentido, tres son los retos identificados para la aplicación de esta política, a saber: a) la persistencia del conflicto armado en Colombia, b) la debilidad institucional del Estado, en cuanto a su falta de capacidad financiera y administrativa, y c) la vaguedad de algunas disposiciones normativas que permiten crear conflictos jurídicos que dificultan la aplicación de esta política en favor de las víctimas.

4.1.2. Recomendaciones

Teniendo en cuenta lo anterior, se proponen las siguientes recomendaciones al Estado:

1. Reconocer la persistencia del conflicto armado en Colombia y buscar salidas alternativas al mismo, tal como se ha hecho en distintos momentos de la historia del país, como la desmovilización de los grupos guerrilleros durante el contexto de la aprobación de la Constitución política de 1991, y recientemente con las FARC-EP.

2. Invertir en infraestructura administrativa en la ruralidad, en cumplimiento de lo establecido en el sistema jurídico colombiano para la terminación del conflicto armado y el fortalecimiento de la capacidad institucional del Estado, por lo que se requiere mayor descentralización e irrigación de recursos y funciones hacia la periferia del país (Espinosa, García, García, Revelo y Rodríguez, 2011).

3. Fortalecer el sistema jurídico en Colombia en materia de protección especial de las víctimas de desplazamiento forzado, mediante la realización de procesos de formación a funcionarios encargados de aplicar esta política, para que adecúen sus criterios y procedimientos al espíritu de estas normas jurídicas, con el fin de materializar de manera generalizada la reparación integral en el país.

4.2. Retos y recomendaciones sobre desplazamiento forzado

4.2.1. Retos

El estudio realizado sobre el desplazamiento forzado sugiere que luego de décadas de su ocurrencia, este sigue siendo un fenómeno poco comprendido y altamente descuidado por el Estado y la sociedad colombiana. A pesar de lo notorio que empezó a ser el desplazamiento y los ataques contra la vida de los civiles en regiones como los Montes de María, hacía los años que rodearon a 1995 y posteriores, el Gobierno Nacional y los gobiernos locales no han tomado las acciones necesarias para garantizar el cese del conflicto armado en Colombia, ni las acciones violentas contra la población civil, especialmente la rural, que conllevan al desplazamiento y a la perduración de la guerra. Por su parte, los demás ciudadanos colombianos, actúan con desprecio e indiferencia ante la situación de las víctimas, como lo refiere Correa de Andréis, por lo que, urge abordar como sociedad, los problemas profundos e históricos del país, como la evidente y creciente desigualdad, la falta de acceso a los derechos de propiedad de la población rural, la corrupción y la discriminación.

Por otra parte, el Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (INBI) construido por el Departamento Nacional de Estadística (DANE), en cuatro de los municipios del departamento de Bolívar más afectados por el conflicto armado, evidencia que, a pesar de los años, ni siquiera las necesidades básicas de la población están cubiertas:


Gráfico 8. Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas en municipios de los Montes de María.
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Fuente: elaboración propia. Información base para su construcción tomada del DANE (2020).



La conclusión después de comparar y analizar los Índices de Necesidades Básicas Insatisfechas durante el periodo 2005 a 2018, es que la población de esta región del país sigue teniendo los mismos niveles de inequidad y marginalidad después de casi 15 años, lo que demuestra el casi nulo interés por parte de los gobiernos pasados y el presente, por brindar mejores condiciones de vida a estos habitantes. Finalmente, mientras no existan políticas públicas capaces de atender y responder a las necesidades de acceso a la educación, vivienda, alimentación, seguridad, trabajo, etc., las dinámicas de violencia en Colombia seguirán perpetuándose en el tiempo.

Así las cosas, resulta destacable que el Acuerdo de la Habana planteara como punto de partida para eliminar los factores de conflicto, la Reforma Rural Integral, cuyo objetivo principal es impulsar la integración de las regiones y el desarrollo tanto económico como social, eliminando las brechas entre lo rural y lo urbano, así como las condiciones de inequidad en el acceso a la tierra y a la riqueza.

Sobre esto último, refiere Francisco Gutiérrez, director del Observatorio de Tierras de la Universidad Nacional que la tierra no es de los campesinos, pues según cifras del DANE, en Colombia hay 5.848 predios que abarcan el 73.8% de los 2.370.099 predios rurales dedicados a la actividad agropecuaria, lo que tilda de ser:

“Una concentración obscena de la tierra y es una concentración de la tierra que es una cosa que rara vez se dice. No solamente es injusta socialmente, sino que además es una lápida sobre las posibilidades de desarrollo del país. Ningún país con la estructura agraria que tiene en Colombia ha salido del subdesarrollo. Es así de sencillo”. (Noticias Caracol, 21 de febrero de 2021)

Las causas de las abismales diferencias en el acceso a la tierra y las dificultades del campesino para lograr obtener un predio, radican principalmente en la falta de un inventario serio de las tierras rurales, pues solo se cuenta con un porcentaje del 17% de información confiable en catastro, lo que significa que el Estado no sabe quién posee la tierra, como tampoco tiene conocimiento de qué tierras son baldías y le corresponden a la Nación, situación que ha sido aprovechada por acaparadores para ampliar las fronteras de sus fincas y por los actores del conflicto e incluso por clanes políticos, como en el caso del hoy embajador en República Dominicana, Daniel Cabrales (ex senador por el partido Centro Democrático) y su familia, a quiénes se le adjudicó por un juez de Montería en el año 2009, 13 fincas de reclamantes de tierras en Córdoba, que suman 862 hectáreas (Verdad Abierta, 2020). Caso este que se suma a los más de 12.070 baldíos entregados de forma ilegal por jueces del país entre 1991 y 2018 y sobrepasando los límites de la Unidad Agrícola Familiar, documentados por Dejusticia y la Universidad Nacional. Al respecto, señala Luis Alejandro Jiménez, presidente de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos, en entrevista para Noticias Caracol (21 de febrero de 2021):

“En Colombia no existe claridad oficial de la cantidad de baldíos, su ubicación y estado de ocupación. Podría pensarse que puede ser algo deliberado para no fijar políticas y facilitar el uso informal que hacen de ellos algunos particulares, no es que el gobierno no haya podido repartir mejor los baldíos, es que no ha querido”.

Todo lo anterior explica por qué Colombia se clasifica como uno de los países más desiguales del mundo, con un Índice de Gini del 0,86%, por tanto, la sociedad tiene como tarea principal la construcción de paz, lo que implica lograr el cumplimiento de los Acuerdos recién celebrados con los ex integrantes de la guerrilla de las FARC-EP, y su ampliación para incluir a los demás actores del conflicto y a la sociedad en general, toda vez que los puntos que contiene están dirigidos a:

1. Erradicar la inequidad y la pobreza, las brechas entre los rural y lo urbano, mediante una agenda de desarrollo rural integral,

2. El desarrollo correcto de la democracia al incluir garantías para el ejercicio de la oposición política y la participación en curules del Congreso para 16 víctimas del conflicto armado.

3. El cese al fuego y hostilidades bilaterales con carácter definitivo, la dejación de armas y la reincorporación de los combatientes a la vida civil.

4. La sustitución de cultivos y solucionar el problema de las drogas ilícitas a partir de proyectos y programas que permitan tratar el tema del consumo como un problema de salud pública, mejorar la calidad de vida de las comunidades involucradas en el mercado (inversión en infraestructura y proyectos productivos) y prevenir el financiamiento y fortalecimiento de grupos criminales.

5. La creación de un Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición que permita la satisfacción de los derechos de las víctimas, el establecimiento de responsabilidades de los actores y participantes del conflicto, la reparación colectiva, la reconstrucción de la confianza que asegure la reconciliación y la convivencia en paz.

6. Adelantar procesos colectivos de retorno y reubicación de personas en situación de desplazamiento, fortaleciendo su articulación a nivel territorial con otros componentes de la Política de Reparación de Víctimas (especialmente los programas de restitución de tierras) y la Reforma rural integral, para lo cual propone tenerse en cuenta:

• La identificación de territorios, así como su registro en el cual deberán inscribirse las sentencias de restitución de tierras

• La coordinación interinstitucional

• La seguridad en los territorios para el retorno

• El fortalecimiento del programa de defensores comunitarios y la promoción de los derechos humanos.

• El apoyo de equipos especializados e interdisciplinarios que garanticen el proceso participativo y la utilización de recursos locales.

• El reconocimiento y reparación de víctimas en el exterior (refugiados y exiliados), incluyendo el retorno acompañado y asistido.

• Que la población beneficiaria de procesos de restitución debe recibir acompañamiento tanto técnico como financiero para la reelaboración y planeación de sus proyectos de vida y generación de ingresos, la reconstrucción del tejido social, memoria histórica y de los procesos organizativos, así como también estrategias de sustitución de cultivos ilícitos.

• Formulación de planes territoriales de desarrollo enfocados a atender de manera integral a la población reclamante de tierras.

• Promover espacios de participación y discusión de las víctimas.

• Contar con veedurías de víctimas y organizaciones de derechos humanos que impulsen el desarrollo de una adecuada política de atención y reparación integral de víctimas.

• Contar con una financiación completa y efectiva de la Política de atención y reparación integral de víctimas.

7. Incentivar la cultura de derechos humanos orientada a construir paz y reconciliación, fortalecer las organizaciones en defensa de los derechos y los sistemas de información de la situación de derechos humanos, de monitoreo regional y nacional de derechos humanos; implementar un del Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos, para lo cual dispone de la creación de un Plan Nacional en Derechos Humanos en el que puedan participar organizaciones, defensores y movimientos sociales, ajustar la normatividad nacional para garantizar la protesta social y la creación de una comisión asesora convocada por la Defensoría para asesorar y realizar recomendaciones al Gobierno, a las entidades del Estado y a las organizaciones.

Sin embargo, a pesar de que el Acuerdo contiene a grandes rasgos los elementos más importantes para la construcción de la paz en Colombia, la cuestión de su cumplimiento no es fácil mientras quienes detentan el poder no estén comprometidos con ese propósito, dado que no han mostrado disposición ni interés en su adopción, incluso en detrimento de los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición. Dado todo lo anterior y como lo señala Amaranto Daniels (2003):

“El proceso de constitución del Estado-nación se ha construido sobre un déficit de Soberanía del Estado y una precaria Gobernabilidad en el territorio nacional, en el cual es patente su ausencia como categoría que hace referencia en su momento a la viabilidad política y al manejo de los conflictos propios del ejercicio de gobierno sobre un territorio”. (p. 23).

Por tanto, resulta necesario que, como afirma Daniels (2003), la gobernabilidad sea asumida de manera que transfigure el interés particular de los ciudadanos y de los gobernantes en un interés general, direccionando en tal sentido el proceso social, económico y político del país. De este modo, debe existir un interés claro en articular políticas, entidades, organizaciones de la población civil y a la ciudadanía en general, en la búsqueda de erradicar la pobreza y la distribución inequitativa de la riqueza, el control y erradicación del narcotráfico y la minería ilegal, la generación de estrategias que permitan mejorar las condiciones de autodesarrollo de quienes han perdido sus bienes por el conflicto armado y de quienes siendo actores del conflicto, han decidido reintegrarse a la sociedad, dedicándose a la reconstrucción del tejido social, el restablecimiento de derechos de las víctimas y a la protección de los derechos humanos.

4.2.2. Recomendaciones

1. Dado que el Acuerdo de Paz firmado con la guerrilla de las FARC recoge los puntos más importantes para erradicar las diferencias y causas que generaron el conflicto armado en Colombia, se recomienda al Gobierno Nacional cumplir con su parte de lo convenido y ampliar el mismo, de manera que los demás actores del conflicto se hagan parte de él y se obliguen a la reconstrucción de la verdad histórica, generar cambios en su actuar, desarmarse, resocializarse y reparar a las víctimas.

2. El Estado colombiano debe enmendar las falencias y omisiones de los procesos de desmovilización paramilitar, generando verdaderos espacios de reparación integral a las víctimas, que garanticen los derechos de éstas a la verdad y la no repetición.

3. Reivindicando las recomendaciones del profesor Correa y su crítica frente a la normatividad nacional para hacer frente al desplazamiento en Colombia, pues como lo señalan las leyes y los derechos “no pueden seguir siendo el resultado de las abstracciones que desconocen los acontecimientos sociales y las causas estructurales que los originan’’ (2005, p. 70), se sugiere al Estado:

a. Avanzar en el desarrollo del campo, la inequidad y la superación de la pobreza. Se requiere así, la estructuración de un catastro rural que permita mejorar el recaudo del impuesto predial rural, hacerlo justo, impedir la concentración irracional e improductiva de las tierras y garantizar el acceso transparente a las tierras.

b. Robustecer el Fondo de Tierras, direccionándolo a recuperar los terrenos baldíos indebidamente ocupados, las tierras ilegalmente concentradas y las inexplotadas.

c. Entender que el desplazamiento no sólo se circunscribe al momento en que las víctimas pierden sus tierras, sino que es un proceso que genera efectos sobre aspectos como la identidad social y la personalidad jurídica.

d. Eliminar los obstáculos que impiden la protección humanitaria, como la exigencia de requisitos formales imposibles de cumplir. Así las cosas, debe establecerse mecanismos que, por ejemplo, permitan identificar a las víctimas sin presentar sus cédulas de ciudadanía, dado que la mayoría de las víctimas de desplazamiento, tuvieron que dejar todas sus pertenencias en sus lugares de origen y, de otro lado, garantizar su protección, dado que las víctimas tienen temor a ser identificadas y ser atacadas en su integridad física.

e. Que el Estado opte por generar espacios de reconstrucción y reintegración social en los que los desplazados y las víctimas del conflicto sean actores fundamentales de su proceso, por lo que, como lo plantea Correa de Andréis, se requiere consolidar proyectos sociales que permitan dotar a las familias de sentido de futuro, reafirmar su identidad, reconstruir el tejido social y permitirles apropiarse de los nuevos entornos, lo que solo se logrará si se tienen en cuenta sus tradiciones culturales, su historia, sus formas de organización para la realización de propios proyectos de vida y si se trabaja de la mano con las comunidades receptoras.

f. Generar espacios de construcción de memoria histórica local, que permitan identificar las causas del desplazamiento e incluso del conflicto armado, estableciendo diálogos que conlleven a nuevas convivencias, ya sea en los lugares de retorno o bien sea en los de reasentamiento.

g. Generar una agenda de desarrollo rural integral y estímulos productivos en convenio con las entidades que manejan los temas de tierra y del agro, formando proyectos productivos agropecuarios, capacitaciones para su generación y empresas comunitarias competitivas, como lo recomienda el profesor Alfredo Correa (Correa, 2009, p. 185); lo que a su vez implica la creación de políticas y proyectos para la sustitución voluntaria de cultivos ilícitos.

h. Gestionar espacios de participación política en los cuáles las víctimas del conflicto armado, los campesinos y las comunidades puedan manifestarse sobre las decisiones que los afecte y buscar el apoyo tanto del Gobierno Nacional como de las entidades territoriales para mejorar sus condiciones de vida y seguridad.

i. Garantizar el acceso a la educación, vivienda, alimentación, seguridad, trabajo y demás necesidades básicas de población que aún no cuenta con condiciones dignas de vida en distintas regiones del país y que conllevan a la pobreza extrema, a la inequidad, a la marginalidad e incluso al aumento de cultivos ilícitos en el país.

j. Fortalecer y apoyar el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición para reparar a las víctimas, reconstruir el tejido social y la verdad histórica, para lo cual se debe permitir la participación de todos los actores e incentivar investigaciones y la consciencia sobre el conflicto armado, el desplazamiento y las víctimas, pues como lo resaltó Correa de Andréis, sólo la verdad, la reconstrucción y el entendimiento de la historia de este país, permitirán superar la impunidad y el dolor.

k. Generar integración, integralidad y coordinación entre las entidades estatales encargadas de la restitución de los derechos de las víctimas del desplazamiento forzado para dar un manejo serio de las cifras y oportuno del proceso de restablecimiento de derechos.

En este punto resulta importante que las gestiones que adelanta el Estado con el fin de apoyar a la población desplazada, no sean meramente asistenciales, sino reintegradoras, en el que sean las víctimas del desplazamiento actores fundamentales de su propio proceso, por lo que se les debe permitir participar en las decisiones que los afecte o los beneficie.

Así, serán ellos quienes decidan si quieren regresar a sus lugares de origen o ser reubicados en otros lugares, garantizándoles en todo caso, seguridad, inclusión y una vida digna; se hace necesario, además, trabajar con las comunidades receptoras de población desplazada, para prevenir problemas de convivencia, por situaciones de marginación y estigmatización.

a. Construir proyectos dirigidos a la reafirmación de la identidad y de una apropiación de los nuevos entornos de las personas en situación de desplazamiento, vinculados a la construcción de proyectos de vida, en donde se exploten los conocimientos y potencialidades que han adquirido para el desarrollo de actividades económicas que propicien una vida digna.

b. Proteger a los líderes sociales y defensores de derechos humanos, quiénes se encuentran en una grave situación de ataques a su vida e integridad personal y así evitar grandes pérdidas de personas como el profesor Alfredo Correa.

4.3. Retos y recomendaciones en materia de restitución de tierras

4.3.1. Retos

A diez años de emitirse la Ley 1448, su eficacia no ha sido la esperada. En ese sentido, y como se ha señalado en este texto, con la Ley 1448 se creó el procedimiento legal para restituir y formalizar la tierra de las víctimas del despojo y abandono forzoso, a través de instituciones como la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuya meta era la restitución de la totalidad de las víctimas para este 2021. No obstante, según la Fundación Forjando Futuros a diciembre 30 de 2020, solo se habían restituido 393.281 hectáreas, es decir, el 6% del total de hectáreas despojadas (Fundación Forjando Futuros, 2020), por lo que se puede concluir que la eficacia de la ley fue muy baja en sus primeros nueve años de vigencia.

Por esta razón, entre otras, la Corte Constitucional mediante Sentencia C-588 de 2019, decidió extender la vigencia de la ley, mediante la declaratoria de inexequibilidad de la expresión “y tendrá una vigencia de diez (10) años” contenida en el artículo 208 de la misma, así como la expresión “tendrán una vigencia de 10 años” contenida en los artículos 194 del Decreto 4633 de 2011, 123 del Decreto 4634 de 2011 y 156 del Decreto 4635 de 2011. En este sentido, exhortó al Congreso de la República a prorrogar la ley o a adoptar un régimen de protección a las víctimas que garantice sus derechos; lo que efectivamente se cumplió mediante la expedición de la Ley 2078, que prorroga la vigencia de la 1448 hasta 2031.

Sin embargo, aunque la ley se haya prorrogado, es necesario tener presente que los obstáculos en los procesos de restitución continúan vigentes y que mientras que se sigan privilegiando las políticas extractivistas agroindustriales y mineras, otros diez años no serán suficientes para alcanzar la restitución total. Por el contrario, el conflicto armado continúa y a febrero de 2021, han sido asesinados o desaparecidos 24 líderes sociales, nueve excombatientes de las FARC y han ocurrido 12 masacres (Indepaz, 19 de febrero de 2021). El conflicto persiste, con diferentes actores armados, pero bajo las mismas dinámicas de violencia y despojo que dieron origen a los hechos objeto de la Sentencia T-025 de 2004 y de la Ley 1448 de 2011.

Más allá de lo anterior, sobre la prórroga de esta ley surgen varios interrogantes: ¿Qué hace pensar que las víctimas que no presentaron solicitudes hasta 2020 las presentarán dentro de los siguientes diez años? ¿Será posible volver a presentar una solicitud que ya fue rechazada en etapa administrativa? ¿Querrá una familia que fue despojada en la primera década del milenio, volver a ocupar su predio, cuando han pasado veinte años y las nuevas generaciones construyeron sus proyectos de vida en las ciudades y lugares que los acogieron desde entonces? ¿Retornarán solamente las personas mayores? ¿Quiénes trabajarán en los proyectos productivos agrícolas y ganaderos que se ofrecen como parte de la reparación?

Luego de imaginar las respuestas posibles a estos interrogantes, puede concluirse, como un escenario posible, que las antiguas víctimas (desplazadas en la década de los 90 y en el primer decenio del nuevo milenio) no serán reparadas, y que por lo tanto esta prórroga beneficiará a nuevos desplazados de este conflicto interminable. En este sentido, tendrá que ampliarse la manera como se determina quién es víctima en Colombia hoy en día. Los antiguos actores armados han cambiado y nuevas organizaciones siguen ejerciendo el despojo a través de la violencia; por lo tanto, la vigencia de la ley debería ser indefinida.

4.3.2. Recomendaciones

1. Además de las acciones de protección de los derechos de los propietarios y poseedores de carácter general, se debe establecer un régimen excepcional de carácter permanente que pueda aplicarse a situaciones en las que se requieran formas especiales de protección de los derechos sobre la tierra, en aquellas regiones del país donde pueden ser menoscabados o desconocidos de manera violenta o con transgresión directa o indirecta de las normas jurídicas.

2. Se debe implementar un sistema de identificación de las causas o hechos más frecuentes que imposibilitan la admisión de las solicitudes de las víctimas, y así determinar formas en las cuales estas solicitudes se puedan subsanar.

3. Se debe revisar y estudiar de nuevo, aquellas solicitudes negadas en etapa administrativa cuyas causas no fueron claras, y desconocieron el principio pro homine que “impone que, sin excepción, entre dos o más posibles análisis de una situación, se prefiera [aquella] que resulte más garantista o que permita la aplicación de forma más amplia del derecho fundamental” (Corte Constitucional, 2013, Sentencia C-438).

4. Las evaluaciones y seguimiento de los IGED deberían realizarse de manera permanente.

5. Las categorías legales de víctima, victimario y conflicto armado, en lo que respecta a los procesos de restitución de tierras, deberían replantearse teniendo en cuenta que las dinámicas de la violencia y el despojo se transforman constantemente en Colombia.


Conclusiones generales

Teniendo en cuenta todo lo anterior, es posible formular las siguientes conclusiones, que corresponden al cumplimiento de los objetivos planteados en la investigación, y en este sentido, sintetizan los resultados encontrados respecto del problema de investigación. En este contexto, se pudo constatar que a partir de los años que rodean a la expedición de la Constitución de 1991, se inicia un proceso internacional de reconocimiento del problema social que representan de los desplazamientos internos, lo que genera la promulgación de las primeras normas específicas que buscan proteger los derechos de las personas víctimas de este fenómeno. Desde esta época hasta la actualidad, en Colombia se ha construido un régimen jurídico especial para garantizar los derechos de esta población. Hoy en día esta protección jurídica es compleja y tiene incluso rango constitucional. A su vez, ya existe una estructura institucional específica por parte del Estado, para materializar los objetivos de estas normas diferenciadas. Por lo anterior, es posible afirmar que Colombia ha avanzado en su desarrollo normativo para la protección de la población desplazada, desde 1991 hasta la actualidad.

Sin embargo, este régimen en gran parte resulta ineficaz, lo que hace pensar más bien en una alta eficacia simbólica, en vez de material, respecto de estas normas jurídicas. Esto sucede especialmente en cuanto a la restitución de tierras y el apoyo a desplazados. Lo anterior ha sido reconocido tanto por la Corte Constitucional, como por el Congreso, a través de la prórroga de la Ley 1448. De esta manera, si bien este “estado de cosas” puede decirse que ha dejado hoy en día de ser inconstitucional, se mantiene un alto grado de incumplimiento sobre los estatales frente a esta problemática, teniendo en cuenta la persistente debilidad institucional del Estado, sobre todo en las regiones y en la ruralidad, así como la permanencia del conflicto armado, lo que impide cumplir en mayor medida los propósitos de estas normas, manteniendo las situaciones de vulnerabilidad de la población desplazada en el país.

Por otra parte, la magnitud del conflicto armado en Colombia en la subregión de los Montes de María fue escalofriante. Las cifras de masacres y víctimas de una multiplicidad de hechos, dan cuenta de la grave situación que ha sufrido esta zona del país con este flagelo histórico. Estos sucesos generaron desplazamientos forzados a los que se vieron obligados las personas que antes ocupaban esos territorios, y que hoy en día hacen parte de la gran cantidad de desplazados que tiene Colombia, muchos de los cuales se han reasentado en precarias condiciones en las ciudades, creándose a su vez, nuevos problemas en cuanto al aseguramiento de los derechos de esta población en los sitios donde llegan, tal como fue evidenciado por el profesor Alfredo Correa de Andréis en sus investigaciones. De acuerdo con esto, es posible concluir que el Estado colombiano se ha visto sobrepasado por el tamaño de este problema, lo que hace que las observaciones críticas realizadas al respecto por el profesor Alfredo Correa, mantengan aún su vigencia, aunque se reconozca que ha habido mejoras a lo largo del tiempo.

Esta situación de ineficacia estatal frente a este problema se debe en parte a la compleja relación que ha existido entre las élites económicas del país y los despojadores de tierras. Quizás esto pueda ejemplificarse de algún modo, con las críticas que hacía el profesor Correa respecto de la invisibilización del conflicto armado en Atlántico, dado que parecía existir una voluntad institucional dirigida a negar los graves hechos de violencia política en este departamento, así como la difícil situación humanitaria de emergencia social que vivía ese departamento, provocada por la gran cantidad de desplazados que se asentaron en ese territorio. Tal como lo manifestó el profesor Alfredo Correa, la inacción por parte del Estado ha sido la regla general para tratar este problema en el Caribe colombiano, aún a pesar de las normas jurídicas que ya existían antes del asesinato del profesor.

En este mismo contexto se encuentra la situación de la restitución de tierras en esta región, la cual sigue siendo aún una aspiración, a pesar de ser considerada un logro a nivel normativo e institucional en Colombia. Sin embargo, tal parece que en este aspecto la Ley 1448 ha caído en aquella reflexión política del gatopardismo, “cambiar algo para que nada cambie”. Todo esto, ante la erupción de nuevas formas de violencia en el país, lo que ha hecho que el conflicto armado mute en nuestra historia, mediante el aumento de los asesinatos selectivos, especialmente a líderes sociales y de restitución de tierras, lo que perpetúa el fenómeno del desplazamiento forzado en Colombia y al mismo tiempo, desincentiva el proceso de Restitución de Tierras. Esto sucede ante la atenta mirada del Gobierno Nacional, tal como ocurrió con los hechos que rodearon el asesinato del profesor Alfredo Correa de Andréis. En este contexto, ojalá los sueños del retorno se cumplan, y tengamos “una segunda oportunidad sobre la tierra”.
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Elprofesor Alfredo Rafael Correa de Andréis fue asesinado por paramilitares el
17 de septiembre de 2004 en Barranquilla, Colombia. Antes de su homicidio la
Fiscalfa General de la Naci6n o tildé de ser guerrillero,por lo que injustamente.
o privaron de la ibertad entre junioy ulio del mismo 2004, Este senalamiento
se debi6 a una orden del extinto Departamento Administrativo de Seguridad
(DAS), quien “actué en connivencia con miembros de las autodefensas, para
inicialmente ver al profesor () como subversivo y después proceder a
ejecutarlo” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casacién Penal, sentencia del
14 de septiembre de 2011)

Poro anterior, el Consejo de Estado, mediante sentencia del 6 de noviembre.
de 2018 dectart responsable a o nacién "por los dafos antijuridicos causados.
al defensor de derechos humanos, el sefor Alfredo Correa de Andréis, con
ocasién de a privacién injusta de su ibertad”, y orden, entre otras medidas de.
reparacion “el desarrollo y culminacién de un proyecto de investigacién, cuyo.
eje temitico verse sobre la defensa de los derechos humanos. El proyecto de.
investigacion llevard el nombre del profesor Alfredo Correa de Andréis”
(Consefo de Estado, 2018, sentencia del 6 de noviembre).

Este es el motivo del presente informe final de investigaci6n Los suefos del
retorno: conflctos por la tiera y desplazamiento forzado en Bolivar y Atdntico.
"Homenaje a Alredo Correa de Andréis, elaborado por el grupo de investigacion

‘Derecho constitucional y derechos humanos” de Lo Facultad de Derecho,
Ciencias Politicas y Sociales de (a Universidad Nacional de Colombia, como un.
homenaje aa vida del maestro Alfredo Corres, y como una medida de repara-
cion simbéica para su familia y para toda la sociedad colombiana.
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